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BOLETÍN N° 9.885-07-1

HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y
Reglamento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 222 del Reglamento
de la Corporación, viene en informar, en primer trámite constitucional, el proyecto
de la referencia, originado en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, el
que ya fuera informado por la Comisión de Seguridad Ciudadana.

Para el despacho de esta iniciativa, S.E. la Presidenta de
la República ha hecho presente la  urgencia la que ha calificado de “discusión
inmediata”  para  todos  sus  trámites  constitucionales,  motivo  por  el  cual  esta
Cámara cuenta con un plazo de seis días para afinar su tramitación, término que
vence el día 9 de septiembre próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en
la Sala el día 3 de septiembre, recién pasado.

Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con
la colaboración de la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, del Subsecretario
de Prevención del Delito, señor Antonio Frey; del Subsecretario de Justicia, señor
Ignacio Suárez, de la Fiscal Nacional del Ministerio Público(S), señora Solange
Huerta;  del  Defensor  Nacional,  señor  Andrés Mahnke;  del  General  Director  de
Carabineros(S), General Inspector señor Carlos Carrasco; del asesor jurídico de
dicha institución, Coronel Jaime Elgueta; del Presidente del Instituto Nacional de
Jueces de Policía  Local,  señor  Miguel  Aguirre;  de la  Directora Ejecutiva de la
Fundación Paz Ciudadana,  señora Catalina Mertz;  de  la Directora del  Área de
Justicia de dicha institución, señora Ana María Morales; del El Director General de
la Policía de Investigaciones (PDI), señor Héctor Espinosa; de la asesora jurídica
de esa repartición, doña Rosana Pajarito; del Consejero del Instituto Nacional de
Derechos Humanos (INDH), señor Manuel Núñez; de la Asociación Nacional de
Magistrados,  representada  por  el  Juez  de  Garantía  de  Santiago,  don  Rodrigo
Carvajal; de la Asociación Nacional de Suboficiales y Gendarmes, representada
por su Presidente, el señor Joe González; de la jefa de Coordinación y Estudios
del Ministerio de Justicia, señora Francisca Werth; de los asesores del Ministerio
del Interior y Seguridad Pública, señora Nelly Salvo y señor Juan Francisco Silva y
del asesor del Ministerio de Justicia, don Gonzalo Rodríguez.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1)  La idea matriz o fundamental del proyecto consiste
en facilitar la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo,
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hurto y receptación y mejorar la persecución penal respecto de dichos delitos, para
lo cual se propone modificar el Código Penal y el Código Procesal Penal.

2) Normas de carácter orgánico constitucional.

La Comisión de Seguridad Ciudadana calificó como norma
orgánica  constitucional  el  artículo  8º  del  texto  aprobado  por  ella  (pasó  a  ser
artículo 11), en cuanto otorga nuevas atribuciones al Ministerio Público, según lo
establecido en el artículo 84 de la Constitución Política de la República.

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y
Reglamento comparte este criterio.

3) Normas de quórum calificado.

No hay.

4) Requiere trámite de Hacienda.

Cabe  hacer  presente  que  la  Comisión  de  Seguridad
Ciudadana estimó que los artículos 8º (pasó a ser artículo 11) y transitorio (pasó a
ser 1° transitorio) del texto aprobado por ella son de competencia de la Comisión
de Hacienda, criterio que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y
Reglamento comparte.

5)  Comunicación  a  la  Corte  Suprema  de  las
disposiciones que han sido incorporadas en este trámite al proyecto o han
sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las conocidas por
dicha Corte.

La Cámara de Diputados, a través de oficio N° 11.710, de
28 de enero de 2015, consultó su opinión a la Corte Suprema, acerca del proyecto
de ley  en informe,  de  conformidad con lo  dispuesto  en los  artículos  77 de la
Constitución  Política  de  la  República  y  16  de  la  ley  N°18.918,  orgánica
constitucional del Congreso Nacional.

Ella respondió, mediante oficio N° 23-2015, de 5 de marzo
de 2015.

Vuestra Comisión, mediante oficio N° 297-2015, de 8 de
septiembre del  presente año, comunicó a la Corte Suprema las modificaciones
introducidas  por  ella,  al  texto  que  le  fuera  consultado  anteriormente,  en
cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales antes mencionadas.

6)  Se designó  Diputado  Informante al  señor  Chahin,
don Fuad.

*****************
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I.- ANTECEDENTES GENERALES.

1.- Fundamentos del proyecto.

Señala  el  mensaje,  a  modo  de  antecedente,  que  el
aumento de la actividad criminal y de la sensación de inseguridad por parte de la
ciudadanía, medido a través de encuestas de victimización y tasas de denuncia,
hacen necesario combatir los delitos de mayor connotación social, sin alterar las
bases de nuestro sistema procesal penal acusatorio, recogiendo los avances de la
investigación  empírica  en  la  materia  y  las  propuestas  de  mejoramiento  para
afrontar dicho fenómeno, recabados desde la instalación de la Reforma Procesal
Penal por las diferentes comisiones de expertos, instituciones y académicos que
han evaluado su funcionamiento.

Añade que es sabido que la criminalidad es resultado de
un conjunto de factores, entre los que se pueden mencionar el número de policías
en las calles en tareas operativas y de prevención; el funcionamiento del mercado
de  las  drogas  ilegales  y  la  desigualdad  económica,  entre  otros.  También  un
pequeño grupo de personas reincidentes son responsables de la mayoría de los
delitos de mayor connotación social.

El control, persecución y sanción de la actividad criminal
requiere  de  una  acción  sistemática  y  no  de  medidas  parciales,  en  la  que  se
involucre el Estado en su conjunto.

Afirma que el  fenómeno de la  delincuencia  es  difícil  de
abordar,  surgiendo  la  dicotomía  entre  control  y  sanción,  junto  con  el
cuestionamiento de cómo el Estado de Derecho protege a todos los intervinientes.
Enfatiza que se han reforzado los derechos de todos los chilenos en un sistema
plenamente democrático.

La reforma procesal  penal  chilena ha sido exitosa en el
establecimiento y garantía de los estándares que corresponden a los procesos
acusatorios propios de un estado de derecho, así Chile es mirado hoy en día como
un  ejemplo.  Lo  anterior,  con  respeto  de  las  garantías  del  debido  proceso,
incluyendo el derecho a defensa letrada, la oralidad e inmediación judicial, junto
con la posibilidad de presentar pruebas y contrastar las pruebas de cargo.

En  esta  línea  se  debe  proteger  con  mayor  precisión  a
quienes se ven afectados por los delitos. Así, existe en Chile una sensación de
inseguridad,  de  acuerdo  a  los  últimos  estudios;  por  ello,  por  lo  que  hay  que
hacerse cargo de dicha realidad. Es la oportunidad entonces de aplicar medidas
que ataquen directamente al núcleo de los delitos de mayor connotación y que
afectan más directamente a nuestra población que son los delitos en contra de la
propiedad en todas sus dimensiones.

Menciona la iniciativa en sus fundamentos que los delitos
de mayor  ocurrencia y  que afectan en mayor  medida a la  ciudadanía son los
delitos  contra  la  propiedad  por  apropiación,  ubicados  en  los  primeros  cuatro
párrafos del Título IX del Libro II del Código Penal.
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De  acuerdo  a  estadísticas  policiales,  en  el  período
comprendido entre los meses de enero a noviembre del año 2013, y durante el
mismo período  del  año  2014,  los  delitos  de  mayor  connotación  social  a  nivel
nacional presentaron un aumento del 2,59% y dentro de esa cifra destaca que
tuvieron un alza importante los delitos de robo por sorpresa (18,1%) y robo con
intimidación (16,7%).

Ahora bien, de conformidad con lo expresado en el Plan
Nacional  de  Seguridad  Pública  y  Prevención  de  la  Violencia  y  el  Delito,
denominado “Seguridad para todos”, de la Subsecretaría de Prevención del Delito,
del Ministerio del  Interior y Seguridad Pública, en cifras de agosto del año 2014,
en  nuestro  país  se  constataron  altos  niveles  de  delitos  contra  la  propiedad
cometidos en zonas residenciales, espacios públicos y zonas comerciales. Según
los registros policiales, durante el año 2013 se cometieron alrededor de 600 mil
delitos de mayor connotación social, de los cuales, un 83% correspondió a ilícitos
contra  la  propiedad y  sólo  un  17% a delitos  contra  la  integridad física  de las
personas. De acuerdo a los registros policiales, los delitos contra la propiedad han
aumentado un 25% en comparación con el año 2005. De ellos, el más frecuente
es el hurto, con un 38%; seguido por el robo en lugar habitado, con un 14%; y, los
robos de accesorios de vehículos,  con un 12%. Los mayores crecimientos los
experimentaron los robos de vehículos (158%), los robos por sorpresa (76%) y los
robos de objetos desde vehículos (54%).

La  acción  delictual  en  contra  de  la  propiedad  por
apropiación se encuentran calificados en los sistemas estadísticos internacionales
y  nacionales  como  aquello  de  mayor  connotación  social,  con  ocasión  a  la
repercusión que causan en sus víctimas,  que,  en su mayoría,  no son quienes
tienen medios para proveerse de seguridad privada, sino los ciudadanos comunes
y  corrientes  que  deben  movilizarse  a  pie  o  en  transporte  público  o  viven  en
sectores donde existe la sensación que el poder de facto se ejerce por quienes
hacen del delito una forma de vida.

Una  categoría  delictual  que  incide  fuertemente  en  la
percepción de inseguridad corresponde a los robos con violencia o intimidación.
En el año 2013, se registró un total de 330,3 casos por cada 100.000 habitantes a
nivel nacional. Considerando la distribución de los delitos de mayor connotación
social, esta categoría representa el 9,7%. 

En  consecuencia,  existe  una  necesidad  ciudadana
absolutamente transversal de que esta categoría de delitos debe ser intervenida
con medidas que procuren impedir  la  ejecución de nuevos ilícitos mediante la
captura,  aplicación  efectiva  de  las  penas  y  la  consiguiente  permanencia  de
quienes los cometen, sujetos a penas privativas de libertad.

El Gobierno tiene plena conciencia de este problema y que
se debe enfrentar en el marco de una política pública integral, que aborde todos
los factores que inciden en él, de manera coordinada y sistemática.

En razón de ello, este mensaje se inserta dentro de una
serie  de  ejes  determinados  por  acciones  legislativas  que  el  Gobierno  se  ha
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propuesto abordar y trabajar, en el marco de una política criminal acorde con un
estado democrático, y que a continuación se describen someramente: 

a) Dotación Policial.

Proposición de combatir  la criminalidad desde todos sus
frentes, mediante iniciativas de ley que la enfrentan directamente, en el contexto
de un plan de seguridad integral  que se inició  el  2014,  con el  aumento de la
dotación de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile. Se
incorporan  para  el  periodo  2015-2018,  seis  mil  efectivos  y  a  la  Policía  de
Investigaciones de Chile, mil quinientos funcionarios.

b) Modificaciones a la ley de Control de Armas.

Se ha aprobado la ley N° 20.813 que modifica la ley N°
17.798,  de  Control  de  Armas,  aumentando  las  penas  a  los  delitos  que  ella
contempla, estableciendo mayor control y sanciones por el porte y uso de armas.

c) Fortalecimiento del Ministerio Público.

Expresa  que  la  indicación  sustitutiva  al  proyecto  de
fortalecimiento del Ministerio Público, también se enmarca en este contexto. Con
ella  se  busca,  entre  otras  cosas,  focalizar  la  labor  de  los  fiscales  en  las
actuaciones  ante  los  tribunales  y  a  que  conduzcan  las  investigaciones,
liberándolos de labores que pueden ser asumidas por los abogados asistentes y
personal  administrativo.   Así,  se  incrementará  la  dotación  en  122  fiscales
(sumándolos  a  los  actuales  666)  y  203  profesionales;  dentro  de  ellos,  una
importante cantidad de abogados asistentes. Ello, sin duda, redundará en que la
actuación de las fiscalías sea más eficiente y más cercana, dándose prioridad y
recursos, a la persecución criminal de los delitos que más afectan a la ciudadanía.

Dicho proyecto, contempla recursos para el mejoramiento
de la atención de víctimas, para la tramitación de causas menos complejas (que
son, por lo general, las de mayor ocurrencia e impacto en la población, como los
hurtos) y la creación de las Unidades de Análisis Criminal y Focos Delictivos, que
permitirán buscar y obtener información relevante para la persecución criminal que
hoy, por falta de personal idóneo, no es posible analizar.

De  la  misma  manera,  se  fortalecerá  dicha  institución
dotándola  de  herramientas  en  la  persecución  de  los  delitos  complejos,  cuyo
conocimiento quedará entregado a la Fiscalía de Alta Complejidad que perseguirá
delitos tan relevantes como el narcotráfico y el  terrorismo, por ello, paralelamente
se está tramitando en el Congreso la reforma constitucional que la crea.

d) Ley Antiterrorista.

Asimismo, es necesario abordar otro aspecto relevante en
el  ámbito  mundial  sobre  la  criminalidad,  respecto  del  cual  nuestro  país  debe
protegerse:  los  actos  terroristas.  Al  efecto  el  Gobierno  ha  presentado  una
modificación integral a dicha ley, que se encuentra en actual tramitación.
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e) Infraestructura penitenciaria y personal.

A  partir  de  la  acción  más  efectiva  de  las  policías,  los
fiscales y el Poder Judicial derivará una mayor cantidad de personas privadas de
libertad, por lo cual, paralelamente, se implementan nuevas plazas en el sistema
penitenciario. Por ello, se ha incorporado un artículo transitorio que permitirá a la
administración cumplir con este propósito.

De la misma manera, resulta indispensable contar con un
servicio  de  Gendarmería  de  Chile,  con  capacidades  suficientes  para  que  se
cumplan las penas efectivas. Asimismo, se invertirá una importante cantidad de
recursos para mejorar las condiciones de seguridad de los recintos  penitenciarios.

f) Institucionalidad para la reinserción.

Se consigna en el mensaje que la mirada del Gobierno en
esta  materia  es  integral,  ello  se  refleja  en  los  proyectos  de  ley  que han sido
presentados y aquellos que se tramitarán durante el año 2015. Sin embargo, no
basta con medidas más rigurosas sino que también se requiere legislar con miras
a la reinserción en la sociedad.

Así,  se  sostiene  que  en  el  año  2015  ingresaré  al
Parlamento un proyecto de ley que creará la institucionalidad para el trabajo de
reinserción  y  reintegración  de  los  condenados.  De esta  manera,  aquellos  que
tengan la voluntad de salir del circuito delictual tendrán la posibilidad de hacerlo. El
sistema  abordará  tanto  el  trabajo  intramuros,  como  el  del  egreso  con
acompañamiento de los internos libertos;  todo ello,  con el  propósito  de que el
Estado, en su conjunto, les permita salir del circuito de la delincuencia. Para ello,
la coordinación con las instituciones del Estado y su colaboración es fundamental.
Es indispensable la creación de Centros de Rehabilitación en las comunas y la
participación  de  los  ministerios  de  Salud,  Trabajo  y  Desarrollo  Social,
fundamentales en el esfuerzo rehabilitador.

g) Tribunales de Tratamiento de Drogas.

Se impulsará una importante reforma y reforzamiento de
los  Tribunales  de  Tratamiento  de  Drogas.  La  evidencia  muestra  que  la  mejor
manera de disminuir los índices de reincidencia en sujetos infractores de ley que
presentan consumo problemático de drogas, es mediante el abordaje del problema
que  subyace  a  su  conducta  antisocial.  Así,  es  preciso  favorecer  que  dichos
consumidores  puedan  optar  a  ingresar  a  tratamientos  especializados  que
favorezcan su rehabilitación.

h) Defensa de las Víctimas.

También  existe  en  la  ciudadanía  la  sensación  de
indefensión por no encontrar en el sistema el apoyo y acompañamiento necesario
para quien es objeto de la acción delictual. A la inversa, muchas víctimas perciben
que  el  sistema  lo  que  finalmente  hace  es  proteger  al  que  comete  el  delito,
produciéndose una inequidad entre el que actúa ilegalmente y quien es la víctima:
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Por ejemplo, el Estado al imputado le provee gratuitamente atención jurídica de
alta  especialidad,  en  circunstancias  que  la  víctima  debe  procurársela  con  sus
medios.

Por ello, se impulsará la creación de un Servicio Nacional
de Apoyo a Victimas, que asumirá la dirección de los Centros de Atención de
Víctimas, y lidere de Red de Atención a Víctimas.

2.- Objetivos del mensaje.

Sostiene el mensaje que apuntan a ofrecer propuestas de
reforma legal que, sin alterar las bases fundamentales de un sistema procesal
penal que debe garantizar la imposición de condenas sólo tras un debido proceso
en que se respeten las garantías consagradas en la Constitución y los Tratados
Internacionales,  intervengan  en  los  factores  que  la  investigación  criminológica
estima podrían vincular el funcionamiento de los sistemas penales con el aumento
o la disminución de la actividad criminal en el espectro delictivo antes mencionado,
que se concretan en los siguientes:

a) Modificar el sistema de determinación de penas para los
delitos contra la propiedad (robos, hurtos y receptaciones), de forma tal que los
responsables por dichos delitos reciban la pena prevista por la ley para el delito
que se trate.

b) Imponer a los responsables de los delitos de robo con
violencia y de robo con fuerza en lugar habitado, que sean primerizos, una pena
mínima de un año de privación de libertad, seguida en su ejecución por alguna de
las penas sustitutivas de la ley Nº 18.216, de modo que se aumente la posibilidad
de control de la persona una vez egresada del sistema penitenciario, ofreciéndole
reales oportunidades de reinserción social.

c)  Imponer  a  los  reincidentes  por  esta  clase  de  delitos
sanciones algo más severas, que reduzcan las posibilidades de acceder a los
beneficios de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a
las penas privativas o restrictivas de libertad y, tratándose de robos violentos y en
lugar habitado, supongan un efectivo cumplimiento de las penas impuestas.

d) Establecer un delito especial para abordar el problema
de la criminalidad organizada en torno a la comisión de delitos cuantiosos contra la
propiedad, asignando pena de crimen a los responsables de los delitos de robo y
receptación por cuantías superiores a 400 UTM.

e) Perfeccionar el Código Procesal Penal para mejorar la
investigación  y  juzgamiento  de  los  delitos  de  mayor  connotación  social,
permitiendo a Carabineros tomar declaraciones voluntarias a testigos; revisar las
vestimentas,  vehículo  y  equipajes  de  los  detenidos;  realizar  incautaciones  de
objetos que prueban la comisión de otros delitos en el marco del cumplimiento de
órdenes  judiciales;  e  ingresar  a  lugares  cerrados  cuando  existiesen  signos
evidentes de que allí se estuviese procediendo a la destrucción de objetos que
provengan de la comisión de un delito, sus efectos o instrumentos. Para garantizar
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la validez de estas últimas diligencias, se propone que ellas sean videograbadas,
de modo que no ponga en duda su autenticidad y el respeto a las garantías de los
ciudadanos en su ejecución.

f)  Se  libera  a  Carabineros  de  Chile  de  funciones  de
notificación  y  recepción  de  constancias  por  accidentes  sin  lesionados,  hoy
asignadas en las leyes de los Juzgados de Policía Local y de Tránsito. Así pueden
disponer de recursos para la prevención y persecución de los delitos. Al mismo
tiempo, se exime a los ciudadanos de la realización de constancias que pueden
ser  reemplazadas  por  declaraciones  juradas  prestadas  ante  las  propias
aseguradoras.

g) Obstaculizar la llamada “puerta giratoria” en esta clase
de  delitos:  se  limita  la  concesión  de  salidas  alternativas  como el  principio  de
oportunidad y la suspensión condicional del procedimiento, a una vez cada cinco
años.

h)  Evitar  que  se  sustituyan  las  penas  en  casos  de
responsables de múltiples delitos,  terminando con la llamada “cuenta corriente”
que  permitía  la  imposición  de  un  sinnúmero  de  medidas  de  reclusión  parcial,
reduciendo a una vez el otorgamiento del beneficio.

i)  Limitar el otorgamiento de la libertad condicional a los
responsables de robos violentos y en lugar habitados, junto con los robos con
fuerza  de  cajeros  automáticos,  hasta  el  cumplimiento  de  dos  tercios  de  su
condena.

j) Posibilitar la rápida construcción de cárceles, reduciendo
los actuales trámites, a efectos de aumentar la capacidad del sistema, otorgando
condiciones dignas a los internos que permitan el  real aprovechamiento de las
oportunidades de resocialización que se les ofrezcan, y
 

k) Regular el Banco Unificado de Datos que permite una
mejor  coordinación y eficacia  en la  labor  de investigación y prevención de los
delitos.  En ese mismo sentido, se introduce un perfeccionamiento en la ley Nº
19.970, para incorporar al registro de ADN a los responsables por los delitos de
mayor connotación social.

Por  tanto,  esta  reforma  no  apunta  a  reducir  garantías
procesales sino a modificar los resultados actuales del sistema penal, de modo
que se establezcan las bases normativas que permitan aumentar la probabilidad
de  que  los  responsables  de  los  delitos  de  mayor  connotación  social  y,
especialmente, robos y hurtos, sean objeto de condenas efectivas, se impongan
éstas por el  tiempo que la ley establece y se pueda distinguir adecuadamente
entre  primerizos  y  reincidentes,  para  ofrecer  a  los  primeros  tratamientos  en
libertad  y  a  los  segundos,  imponerles  las  penas  y  medidas de  seguridad que
corresponden al peligro de reiteración de nuevos delitos.

3.- Contenido del mensaje.
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Mediante ocho artículos permanentes y uno transitorio se
introducen diversos cambios en nuestra legislación de la forma que a continuación
se expone: 
A.- Modificaciones a los delitos contra la propiedad.

Se establecen en nuestro Código Penal medidas efectivas
de prevención general, que se describen a continuación.

a) Regla especial de determinación de la pena para delitos
contra la propiedad por apropiación.

Tal como lo demostró la tramitación de la denominada “Ley
Emilia”  (ley  N°  20.770),  uno  de  los  principales  problemas  de  nuestra  actual
legislación  es  que  no  existe  certeza  acerca  de  que  la  pena  a  imponer
efectivamente sea la determinada por el legislador al crear las diferentes figuras
delictivas, dado el efecto que producen las actuales reglas de determinación de la
pena que se pretenden sustituir.

Por  ello,  se  propone establecer  un  sistema similar  para
regular la determinación de las penas en los delitos de robo, hurto y receptación,
otorgando certeza al proceso de determinación o aplicación de éstas.

En  efecto,  a  través  de  este  sistema  específico  las
circunstancias atenuantes y agravantes se aplicarán dentro del  marco legal  de
pena establecido por la ley sin que habiliten para subir o bajar la pena fuera de
ese marco.

Con ello, se otorga una meridiana certeza a la población
de que la pena legal tiene un reflejo en la pena concreta que recibirá el condenado
y  que  ésta  no  se  ha  visto  alterada,  como ocurre  dramáticamente  en  algunos
casos, impidiendo cumplir con una finalidad de prevención general eficiente.

A  la  vez,  se  limita  el  efecto,  como  atenuante  muy
calificada,  de  la  circunstancia  que  el  imputado  acepte  los  hechos  o  su
responsabilidad en el juicio oral, o en un procedimiento abreviado o simplificado,
según sea el caso. De esta manera, sólo podrá rebajarse la pena hasta el tramo
comprendido en la mitad superior del grado inferior al mínimo de los señalados por
la ley, y no como ocurre actualmente, que puede rebajarse en toda la escala.

b) Mayor sanción de la reincidencia en los delitos de hurto
y robo.

En los casos de reincidencia en los delitos de hurto y robo,
en los términos del artículo 12 N° 15 y 16 del Código Penal, esto es, haber sido
condenado anteriormente el imputado por delitos de igual o mayor pena y haber
sido condenado el culpable por delitos de la misma especie, el proyecto propugna
regular esa circunstancia permitiendo que el juez determine la pena, dentro del
grado  inmediatamente  superior  al  señalado  por  la  ley,  tratándose  de  simples
delitos  o  en  la  mitad  superior  del  grado  o  en  el  grado  máximo  de  la  pena
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correspondiente, si estuviere compuesta de dos o más grados, pudiendo agravar
efectivamente la pena a imponer.

c)  “Ley  Emilia”  para  condenados  por  robos  en  lugar
habitado, con violencia o intimidación.

Se establece la suspensión de la aplicación de las penas
sustitutivas  que  pudieren  corresponder  para  quienes  ejecuten  estos  delitos,
cuando tienen pena de crimen, por el término de un año.

d)  Elevación  de  penas  para  robos  y  receptaciones
cuantiosas.

Se consigna que cuando lo robado o receptado exceda las
400 UTM siempre se aplicará la pena de presidio mayor en su grado mínimo,
salvo que constituya un delito de robo con violencia o intimidación más grave.

Esta norma pretende atacar a la criminalidad organizada,
pues este tipo de delitos, generalmente es ejecutado por bandas, respecto de las
cuales  es  complejo  –procesalmente-  acreditar  los  elementos  subjetivos  de  las
agrupaciones, asociaciones, grupos o pandillas, imponiéndose penas que no se
condicen con la gravedad del delito.

B.- Modificaciones al Código Procesal Penal.

a)  Aumento  de  las  capacidades  de  investigación  del
sistema penal.

De idéntica  forma,  el  proyecto  pretende entregar  ciertas
facultades  a  operadores  del  sistema  de  persecución  penal  para  investigar  de
mejor manera los delitos.

Así, se aumentan las facultades de la policía para realizar
diligencias de investigación, tales como tomar declaraciones de testigos, ingresar
a  lugares  cerrados  y  registrar  a  los  detenidos.  Asimismo,  se  disminuyen  los
trámites administrativos entregados a Carabineros.

Por otra parte, se impide que ciertas evidencias puedan
desaparecer y se establece que deben sancionarse a los fiscales cuya inasistencia
frustre las audiencias de control de detención.

Además,  se  impide  que  pudiere  verse  frustrada  la
comparecencia de los imputados a la presencia judicial por no adoptarse medidas
cautelares efectivas.

b) Limitación del principio de oportunidad.

Con esta modificación se pretende que no se terminen por
aplicación del principio de oportunidad, limitando las posibilidades de evasión y
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reducción de penas de los delincuentes habituales, dejando a salvo su aplicación
para los primerizos.

c) Modificaciones en el régimen de suspensión condicional
del procedimiento.

De  conformidad  con  el  propósito  de  no  fomentar  la
conducta criminal habitual, manteniendo la posibilidad de otorgar una oportunidad
a los primerizos, se propone restringir la suspensión condicional a casos en que el
imputado no hubiere consentido anteriormente una suspensión condicional o un
acuerdo  reparatorio,  dentro  de  los  cinco  años  anteriores  al  nuevo  hecho
denunciado, como la vía más efectiva para forzar a los operadores a condenar a
quienes  resulten  responsables  de  los  delitos.  El  Informe  de  la  Comisión  de
Expertos  del  año  2003  sugería  una  limitación  similar,  pero  entregada  a  la
apreciación del fiscal y no a criterios objetivos como los que aquí se proponen.

C.-  Modificaciones  a  la  ley  N°  18.216  y  otros  cuerpos
legales.

Las modificaciones a la ley N° 18.216, incorporadas por la
ley  Nº  20.603,  de  2012,  han  provocado  algunos  efectos  inesperados  e
indeseados,  al  ampliar  de  manera indiscriminada las  posibilidades de eludir  la
sanción  en  casos  de  delitos  con  penas  bajas,  instalando  una  sensación  de
impunidad en relación con los simples delitos.

Por  lo  anterior,  se  propone  impedir  que  quienes  han
cometido ciertos delitos contra la propiedad más recurrentes o que afectan a la
población  más  necesitada  puedan  acceder  con  facilidad  a  beneficios
penitenciarios  o  judiciales,  sumando  el  total  de  las  penas  impuestas  para
determinar si corresponde o no su sustitución.

En  segundo  lugar,  se  permite  acceder  a  las  penas
sustitutivas de la ley N° 18.216, en los casos de hurto y robo, sólo a aquellos
condenados respecto de los cuales se haya podido obtener la huella genética de
acuerdo a las previsiones de la ley N° 19.970 que Crea el Sistema Nacional de
Registros de ADN. En este sentido, se incorpora al robo por sorpresa, al robo con
fuerza  en lugar  no  habitado,  al  robo con fuerza  en bienes nacionales  de uso
público y al  robo con fuerza de cajeros automáticos en la disposición, de esta
última ley,  que establece la toma de muestras biológicas como obligatorias en
ciertos delitos.  Así,  también se modifica la  ley N° 19.970,  obligando a que se
tomen las huellas biológicas necesarias para la obtención de la huella genética
tratándose  de  delitos  contra  la  propiedad  por  apropiación  especialmente
relevantes.

D.- Modificación al decreto ley N° 321, de 1925.

A  través  del  presente  proyecto  de  ley  se  plantea  la
modificación  del  decreto  ley  N°  321,  de  1925,  norma  matriz  del  beneficio  de
libertad condicional, estableciendo que quienes han sido condenados por robo con
violencia simple, robo con fuerza en lugar habitado, robo por sorpresa y robo de
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cajeros automáticos, sólo podrán  acceder al beneficio de la libertad condicional
cuando cumplan dos tercios de la pena.

En  este  sentido,  se  debe  recordar  que  bajo  nuestra
legislación los condenados por delitos especialmente relevantes y graves, tales
como parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio,
violación de menores de 14 años,  manejo en estado de ebriedad causando la
muerte,  sólo  pueden optar  a  este beneficio  cuando cumplan dos tercios de la
condena,  por lo que parece razonable incluir  entre estos a los delitos de robo
antes mencionados.

E.- Modificación a la ley Nº 19.970.

Se  modifica  su  artículo  17,  para  incorporar  los  delitos
contra  la  propiedad  entre  aquellos  que  obligan  a  registrar  el  ADN  de  los
condenados.

F.-  Modificación a otros cuerpos legales para liberar a Carabineros de Chile de
labores administrativas.

Se  modifica  la  ley  Nº  18.290,  Ley  del  Tránsito,  para
eliminar el trámite de la constancia policial en casos de accidentes sin lesionados
y, se limita la primera notificación, la que debe practicarse por Carabineros en
procedimientos  seguidos  ante  los  juzgados  de  policía  local,  sólo  en  casos
calificados.

De este modo se liberan cuantiosas horas de labor policial,
para poder destinarlas a la prevención e investigación eficaz del delito.

G.- Consagración legal del Banco Unificado de Datos.

El  Banco  Unificado  de  Datos  ha  podido  establecerse
mediante la labor coordinada de las instituciones involucradas en la persecución
del delito, en el ejercicio de sus competencias. 

H.- Régimen especial de ampliación de establecimientos penitenciarios.

A  efectos  de  cumplir  con  los  estándares  aceptados  de
hacinamiento carcelario y ofrecer reales oportunidades de resocialización a los
internos y, atendiendo las importantes dificultades que la construcción de nuevos
centros de reclusión supone, se propone la ampliación de los existentes mediante
un mecanismo específico, supervigilado por las Comisiones de Hacienda de cada
una de las Cámaras del Congreso.

II.  SÍNTESIS  DE  LA  DISCUSIÓN  EN  LA  COMISIÓN  Y  ACUERDOS
ADOPTADOS.

1.- Debate previo.
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La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, señaló
que  este  proyecto  se  enmarca  dentro  de  la  agenda  conjunta  de  justicia  y
seguridad,  por lo que en esta ocasión corresponde exponer  los contenidos de
dicha agenda conjunta  y  de  ese modo contextualizar  el  proyecto  de ley,  para
remarcar que si bien es una iniciativa central no constituye la única ni es suficiente
por si sola para resolver el problema de la seguridad ciudadana. En este sentido,
destacó que se está abordando este fenómeno tanto desde el punto de vista de la
prevención,  la  investigación  y  persecución,  el  juzgamiento  y  la  condena  y
reinserción.

En  el  ámbito  de  prevención,  el  Subsecretario  de
Prevención del Delito, señor Antonio Frey, expuso los principales aspectos del
Plan  Seguridad  para  Todos,  que  contempla  los  énfasis  y  prioridades
fundamentales de la agenda en materia de seguridad. En este contexto, destacó
en primer lugar la Gobernanza Local de Seguridad (Plan Comunal de Seguridad
Pública), que recoge la necesidad de tener políticas publicas adaptadas para cada
territorio, para hacer de las particularidades de cada uno de ellos, prioridades y
metodologías específicas, con programas adaptados a cada territorio, que aludan
a los  respectivas  actores  locales  y  establezcan instrumentos  e  indicadores  de
gestión en materia de prevención y seguridad pública.

Un  segundo  aspecto  a  destacar  es  la  relación  público-
privado  en  materia  de  seguridad,  en  donde  informó  que  existe  una  serie  de
proyectos que deben ser reactivados, por ejemplo, aquellos que apuntan a una
mejor regulación del mercado privado de seguridad, regulaciones que contemplan
normas para eventos masivos y otras.

Asimismo, indicó que el aspecto de reinserción es también
fundamental, tanto en lo que dice relación con la ejecución de penas, como en el
cumplimiento alternativo de éstas, inserción de jóvenes, etc. También destacó el
trabajo  de  apoyo  a  víctimas,  tema  que  también  se  vincula  al  aspecto  de
reinserción social desde la perspectiva de ellas. 

En el tema de las policías, informó que se ha trabajado en
el  aumento  y  distribución  de  la  fuerza  policial  (Carabineros  y  PDI),  destacó
también el Plan Cuadrante 2.0 que busca racionalizar y focalizar los recursos y un
acercamiento  sistemático  a  la  comunidad,  siguiendo  el  nuevo  modelo  de
integración carabineros-comunidad. En lo referido al Ministerio Público, señaló que
se prevé aumentar el número de fiscales y mejorar la gestión de su trabajo. Y por
último, informó que se ha avanzado también en lo relativo a control y regulación de
armas y explosivos.

La señora Blanco, doña Javiera, reiteró que el sistema
de seguridad ciudadana debe entenderse como un continuo o como un flujo, en
donde  hay  distintas  esferas  o  ámbitos,  tal  y  como se  expone  en  el  siguiente
cuadro:
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Enfatizó que es necesario trabajar de manera sistemática
en cada uno de estos ámbitos para poder revertir los indicadores de criminalidad y
poder cortar este flujo, desde la fase de prevención social y asumiendo que no hay
un factor unívoco que origine la delincuencia, sino que existe una multiplicidad de
factores de riesgo. Explicó que es necesario atender a este conjunto de factores y
también trabajar en las condiciones de disuasión, como por ejemplo la presencia
policial en los territorios. Es por ello que el ámbito de prevención, que busca inhibir
que se cometa el delito, debe atender tanto a los aspectos situacionales como
sociales. Una vez cometido el delito, la pregunta que surge es cómo perseguirlo
de  forma  efectiva,  pero  también  buscando  el  efecto  rehabilitador,  dando  las
herramientas para revertir el daño infringido y avanzar en la rehabilitación.

Dentro de la prevención, aludió al programa 24 horas, que
nace de un modelo sueco, y cuyo objetivo general es contribuir a la superación de
las situaciones de vulneración y/o a la interrupción de conductas transgresoras en
niños  y  adolescentes.  Explicó  que  se  busca  generar  un  flujo  de  información
temprana para que el sistema pueda responder a los casos de jóvenes vulnerados
o  infractores.  El  programa  permite  además  que  exista  coordinación  entre  los
distintos  actores:  municipales,  Ministerio  de  Justicia  e  Interior.  Informó  que  el
Gobierno  ha  comprometido  la  ampliación  de  este  programa  a  un  total  de  36
comunas  y  se  está  trabajando  mancomunadamente  para  este  efecto  con  la
Subsecretaría de Prevención del Delito, SENAME, Carabineros de Chile, SENDA
y demás actores involucrados.

También aludió a los Tribunales de tratamiento de drogas,
proyecto que se ingresara en algunos meses a tramitación.  Explicó que es un
programa  para  responder  a  la  delincuencia  generada  principalmente  por  la
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adicción, incorporando un tratamiento especializado para sujetos infractores de ley
que  tengan  consumo  problemático  de  drogas  y/o  alcohol,  ofreciendo  una
suspensión  condicional  del  procedimiento,  a  condición  de  someterse  a  un
tratamiento de drogas. De esta forma, se logra el objetivo tras este programa, que
no es otro que el de disminuir la reincidencia delictiva.

En  cuanto  a  investigación  y  persecución,  informó  que
están  trabajando  la  agenda  corta  con  tres  objetivos  principales:  (i)  generar
empadronamiento de testigos no solo en hipótesis de situación de flagrancia; (ii)
ampliar  las  hipótesis  de  entrada y  registro  de  lugares  cerrados,  para  evitar  la
destrucción de evidencia (actualmente solo es posible en caso de auxilio de la
víctima y ante signos evidentes de destrucción de la  droga)  y  (iii)  mejorar  las
reglas de control de identidad.

También  en  el  ámbito  de  persecución  se  incluyen  las
órdenes de detención como fundamento para justificar la prisión preventiva y otras
medidas cautelares; y limitar el principio de oportunidad y suspensión condicional
del  procedimiento,  con el  objeto  de  fortalecer  la  persecución  penal.  Asimismo,
existe  un  proyecto  tramitándose  en  el  Senado  que  aborda  la  regulación  de
entrevistas video grabadas para casos de abusos sexuales de menores y evitar la
re victimización de los mismos. Destacó también la aprobación del fortalecimiento
del  Ministerio  Público,  creando  las  Unidades  de  Análisis  Criminal  (UAC),  que
permitirán superar el análisis aislado de casos y avanzar a que sea en base a
información acumulada y la determinación de patrones, perfiles similares, etc.

En materia  de  juzgamiento,  informó que las  normas de
agenda corta apuntan a mejorar las reglas de determinación de pena, (i) limitando
la facultad judicial  en la determinación de la pena concreta; (ii)  aumentando la
sanción penal a los reincidentes; (iii) estableciendo mayor penalidad para robos
sobre  400  UTM y  (iv)  incluyendo  ciertos  delitos  de  mayor  connotación  social
dentro de aquellos que facultan la obtención de huella genética.

También aludió a las reglas de mejoramiento sobre penas
sustitutivas y beneficios, área en la que se prevé: (i) establecer que para sustituir
penas en una  misma sentencia  con más de una  condena,  debiendo sumarse
todas  ellas  y  no  como  sucede  ahora  que  se  dan  las  penas  sustitutivas  por
separado; (ii) limitar la aplicación de reclusión parcial a solo una vez, evitando la
reiteración abusiva; y (iii) incorporar nuevos delitos que deben cumplir 2/3 de la
pena para obtener libertad condicional (robos violentos y en lugar habitado).

En lo relativo a condena y reinserción, señaló que están
trabajando un proyecto que permitirá especializar en Gendarmería las funciones
de custodia y reinserción, proponiéndose la creación del servicio de reinserción
social, para revertir la actual situación en donde la mayor parte de los esfuerzos se
concentra en labores de custodia. Esta política permitirá profesionalizar el rol de
reinserción.

Además, se refirió a la propuesta general de reforma al
sistema penal  adolescente,  en  donde existe  un  proyecto  en curso,  que busca
segmentar y dejar todo lo proteccional del SENAME en manos del Ministerio de
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Desarrollo  Social  y  mantener  en  el  Ministerio  de  Justicia  los  aspectos
infraccionales, a través de la creación del Servicio Nacional de Reinserción Social
Juvenil.

En  cuanto  a  fortalecimiento  institucional,  señaló  que
existen  varios  proyectos  destinados  a  mejorar  los  servicios  del  sector  justicia,
como  el  Servicio  Médico  Legal  y  el  banco  de  ADN;  al  fortalecimiento  de
Gendarmería de Chile en cuanto a construcción y ampliación de nuevas plazas
penitenciarias y en lo relativo al aumento de personal.

Por  último,  la  Ministra  informó  de  las  iniciativas  de
fortalecimiento del Poder Judicial (proyecto de ley sobre tramitación electrónica de
causas y dilación de audiencias y creación de tribunales) y de aquellas destinadas
al aumento de dotación de Carabineros, PDI y Gendarmería; como asimismo el
fortalecimiento  del  Ministerio  Público  con  la  aprobación  de  las  Unidades  de
Análisis Criminal (UAC) y la Fiscalía de Alta Complejidad.

Finalizando, reiteró que es este conjunto de medidas la
forma seria de abordar un fenómeno tan complejo como la delincuencia.

La  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol, planteó
consultas en tres áreas: (i) respecto de los jóvenes, señaló que el punto débil es el
SENAME,  por  lo  que  consultó  por  los  tiempos  previstos  para  las  reformas
institucionales que lo afectan; (ii) respecto de los abogados para víctimas, existía
un proyecto para modernizar las Corporaciones de Asistencia Judicial y crear el
Servicio Nacional de Asistencia Jurídica, por lo que preguntó si se trataría de este
mismo proyecto; y (iii) por último, se refirió a la urgencia de apoyar a Carabineros,
puntualizando que los múltiples proyectos de aumento de planta han generado
situaciones de precariedad en las Comisarías, respecto de su equipamiento, etc.,
por lo que añadió que no basta con aumentar el personal sino que se requiere
también dotarlos de las herramientas necesarias.

El diputado Monckeberg,  don Cristián, hizo alusión a
las palabras finales de la Ministra que indicaron la necesidad de políticas públicas
integrales  y  sistemáticas,  señalando  que  no  obstante  esta  declaración,  este
Gobierno no incluyó estos temas dentro de sus prioridades.  En este contexto,
duda  de  un  verdadero  compromiso  con  una  política  pública  de  seguridad
ciudadana. Señaló que muchas de las ideas tras los programas expuestos ya han
sido  tramitadas  anteriormente  en  el  Congreso,  y  sin  embargo,  no  fueron
retomados por  este Gobierno.  Consideró que estas  dudas son particularmente
preocupantes dado el aumento de delitos y de percepción de inseguridad.

El diputado señor Walker, por su parte, coincidió en que
el Congreso ha hecho un esfuerzo sistemático por abordar estas materias. Aclaró
que  las  cifras  de  victimización  han  disminuido  en  los  últimos  diez  años,  no
obstante es real que existe una fuerte preocupación y una sensación de temor en
la ciudadanía que es necesario abordar. Explicó que este proyecto fue discutido
en profundidad en la Comisión de Seguridad Ciudadana, y esta es una ocasión
adicional para perfeccionarlo. Informó que la Comisión de Seguridad Ciudadana
recibió a múltiples instituciones y a raíz de algunas intervenciones se mejoraron
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aspectos, como por ejemplo al eliminar la regla de pena efectiva de cárcel para
primerizos, entre otras. No obstante, señaló que no hubo consenso respecto del
control de identidad y su ampliación.

El diputado señor Farcas celebró el trabajo del Gobierno
en  este  proyecto  de  ley  y  enfatizó  que  apunta  a  una  de  las  principales
preocupaciones de la ciudadanía. Coincidió con los comentarios que requirieron
de mayor apoyo a Carabineros y PDI, y sobre el proyecto en cuestión manifestó
que es necesario aclarar que pone fin a la denominada puerta giratoria. Por último,
en alusión al  control  de identidad se manifestó a favor de dar facultades a las
policías para lograr avanzar en las múltiples detenciones pendientes.

El diputado señor Chahin señaló que la agenda es muy
contundente,  por  lo  que  duda  que  sea  posible  implementarla  a  cabalidad.
Compartió la preocupación en torno al funcionamiento del SENAME, problema que
no se resuelve con la denominada “agenda corta” y que apunta a una solución
más definitiva de la delincuencia. A su juicio, es urgente abordar la protección de
jóvenes vulnerables, ya que es ahí donde se inicia el camino delictivo. Asimismo,
planteó la preocupación por un seguimiento efectivo de las penas alternativas y
recordó  la  propuesta  de  un  tribunal  encargado  de  hacer  seguimiento  a  las
condenas. En su opinión, es necesario dar otra mirada a la “puerta giratoria” y no
analizar porque “salen” los infractores, sino porque vuelven a entrar, ya que eso
denota fallas graves en la reinserción. Es por ello que llamó a priorizar también las
medidas más de fondo en el área de seguridad.

El  diputado  señor  Ceroni indicó  que  es  un  consenso
transversal la necesidad de combatir la delincuencia, pero se preguntó si no hay
suficientes  elementos  para  combatirla  con  las  herramientas  que  actualmente
existen, en la medida que se apliquen con efectividad. A su juicio, la solución no
debe  ir  en  la  línea  de  aumentar  las  penas,  sino  de  aplicar  efectivamente  las
normas  que  hoy  existen  y  acentuar  la  presentación  de  denuncias.  En  su
experiencia, es necesario fortalecer la presencia de las policías en los barrios y
mejorar la aplicación eficiente de las normas penales que actualmente existen.
Además, recordó que está pendiente el nuevo Código Penal, por lo que se corre el
riesgo de generar normas inconsistentes con el futuro Código en lo que a penas
se refiere.

El diputado señor Trisotti agradeció la presentación de
un plan integral de lo que el Gobierno espera realizar en materia de seguridad
ciudadana.  Señaló  que  la  Comisión  ha  abordado  estas  materias  en  múltiples
oportunidades, y compartió la preocupación de desarrollar un trabajo de frente a la
comunidad, pero de forma realista. Coincidió con la Ministra en que esto no se
soluciona con un solo proyecto, por lo que consultó si existe un cronograma para
la presentación de los diversos proyectos de ley. Puntualmente, solicitó detalles
respecto  del  número  de  cárceles,  ya  que  el  hacinamiento  actual  en  los
establecimientos penitenciarios es muy preocupante.  Por  último,  manifestó  sus
aprehensiones respecto al Plan Comunal de Seguridad Pública, consultando qué
sucede cuando las autoridades locales no toman este desafío con la suficiente
fuerza.
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El  diputado  señor  Squella señaló  que  a  su  juicio  el
proyecto está bien enfocado, pero si no se aprueba la cuarta regla del artículo 449
del  Código Penal  sobre pena efectiva para ciertos delitos,  a su juicio sería un
fracaso, ya que es el punto central del proyecto y es lo que la ciudadanía espera.
Adicionalmente,  solicitó  se  aclare  la  disponibilidad  de  recursos  para  la
construcción de cárceles, ya que el Gobierno no ha sido claro en este punto.

El diputado señor Andrade compartió  la necesidad de
desarrollar  una  política  de  Estado  en  torno  a  la  seguridad,  pero  ello  exige
sustraerse  a  las  presiones  contingentes  o  de  la  coyuntura.  No  obstante,  la
reacción en estos temas suele responder a la  contingencia.  En este contexto,
agradeció la presentación del principio ordenador que informa esta agenda corta.
Asimismo, llamó a considerar los datos prácticos y las estadísticas reales en estos
temas y  recordó el  alto  porcentaje  de  presos que existe  en  el  país.  Sobre  el
proyecto,  planteó  su  preocupación  respecto  de  los  siguientes  temas:  (i)  la
situación de los primerizos; (ii) la situación de los mayores de 80 años; y (iii) la
regulación del control de identidad.

El diputado señor Saffirio planteó que hay medidas de
protección respecto de predios en donde Carabineros ejerce violencia mucho más
allá de la permitida por la ley en los controles de identidad. Es por eso que le
preocupan las normas que buscan fortalecer estas herramientas, porque pueden
dar pie a abusos. Indicó además, que aumentar las dotaciones policiales y su
equipamiento no es suficiente para resolver el problema de la delincuencia.

La  Fiscal  Nacional  del  Ministerio  Público(S),  señora
Solange Huerta, señaló que públicamente han manifestado su opinión favorable a
legislar, en tanto esta es una iniciativa para definir un nuevo marco penal para los
delitos contra la propiedad, fin que a la Fiscalía le parece loable.

Sin embargo, señaló que les preocupa el posible “efecto
mariposa”  de esta  legislación,  es decir,  las  consecuencias que esta normativa
tendrá para el resto del ordenamiento jurídico. A mayor abundamiento, explicó que
existen múltiples sistemas de cumplimiento de penas, luego de la dictación de la
ley N°18.216, sobre responsabilidad juvenil y la llamada Ley Emilia. Estas nuevas
formas  de  cumplimiento  de  penas  alteran  el  sistema  general,  en  tanto  no  se
aplican a todos los delitos. En este sentido, señaló que un fin loable puede generar
efectos contraproducentes.

Respecto  del  régimen  de  cumplimiento  de  pena  para
adultos vs. aquel que rige para adolescentes, indicó que esta modificación podría
generar una enorme brecha entre ambos. El  actual  sistema ya beneficia a los
adolescentes,  pero  luego  de  estas  modificaciones  las  diferencias  serán  aún
mayores  y  eso  podría  generar  el  efecto  indeseado  de  aumentar  la  penalidad
juvenil.

Para graficar  esta situación,  aludió a la  sentencia de la
denominada “Banda de las Chinas”, banda adolescente que cometía robos con
intimidación y que finalmente derivó en sentencias de no más de un año. Añadió
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que este caso implicó un arduo trabajo de la fiscalía,  de las policías y de las
víctimas.

Agregó  que  se  recurrió  de  nulidad  frente  a  la  Corte
Suprema en este caso, pero la Corte confirmó la sentencia.

En este contexto, señaló que si el propósito es evitar la
impunidad y dar mayor sensación de seguridad, este proyecto no tendría ninguna
incidencia en casos como el señalado anteriormente, porque dichos casos tendrán
las mismas penas. 

Es por ello, que fue de la opinión de que este tema se
debería abordar en forma sistemática, no solo para los adultos y no solo para los
delitos contra la propiedad, ya que es un debate que debe darse también para los
delitos cometidos por adolescentes, delito sexuales, etc.

El diputado señor Walker señaló que en la Comisión de
Seguridad Ciudadana el Fiscal Nacional entregó una visión positiva del proyecto
sin  advertir  estos  problemas,  pero  producto  de  una  preocupación  similar  a  la
señalada por la Fiscal, la Comisión rechazó la regla de determinación de pena
siguiendo el modelo de la “ley Emilia” para los primerizos, acogiendo la opinión de
múltiples instituciones. La Comisión de Seguridad Ciudadana rechazó esa regla
precisamente por la preocupación de los primerizos adolescentes, casos en los
cuales es particularmente necesario insistir en la reinserción. Además, consultó
por  la  posibilidad  de  darle  al  Ministerio  Público  la  facultad  de  apelar  de  la
resolución que excluye la prueba en el juicio oral, ya que hay fiscales que han
señalado que sería útil, pero que podría dilatar los juicios.

El diputado  señor  Ceroni,  señaló  que  entiende  y
concuerda con la preocupación por lograr un sistema coherente de penas, pero a
su juicio  dicha armonización  se lograría  a través de la  dictación  de un nuevo
Código Penal. En este sentido, solicito que aclare si su opinión es la de rechazar o
aprobar este proyecto de ley.

El diputado señor Chahin coincidió  en que existe  una
legislación poco armónica en cuanto a determinación de la pena. Respecto del
proyecto, consultó por la opinión de la Fiscal acerca de las reglas que permiten
registros  sin  autorización  previa  y  si  estas  normas  podrían  generar
inconveniencias  al  Ministerio  Público.  Señaló  además,  que  producto  de  esta
iniciativa más causas podrían llegar a juicio oral, dadas las modificaciones a las
salidas alternativas y otras reglas, y esto podría hacernos retroceder respecto de
las  medidas  adoptadas  para  fortalecer  el  Ministerio  Público,  quien  se  vería
nuevamente recargado de juicios.

El diputado señor Coloma, por su parte, consultó por la
apreciación de las penas asociadas a estos delitos cometidos por menores de
edad, si las considera suficientemente disuasivas o si generan incentivos para que
los adultos “encomienden” a menores la ejecución de ciertos delitos.

El diputado señor Squella consultó por dos temas: (i) la
posible apelación del Ministerio Público a la resolución que declara impertinente la
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prueba; y (ii) su apreciación por la disposición legal que obliga al juez de garantía
a  dejar  libre  al  sujeto  si  en  la  primera  audiencia  no  comparece el  fiscal  o  su
ayudante.

El diputado señor Farcas puntualizó que aunque poco
armónico,  este  proyecto  mejora  la  legislación  que  actualmente  rige.
Adicionalmente,  consultó  por  la  regla  de  “la  tercera  es  la  vencida”  y  por  el
tratamiento actual que rige a los antecedentes audiovisuales.

La señora Huerta, doña Solange, reiteró que en general
valoran el proyecto, pero insistió en que la preocupación frente a los delitos contra
la propiedad no se satisface en este proyecto en tanto no aborda los casos de los
adolescentes y eso puede generar la situación indeseable de aumentar la brecha
de penas entre adultos y adolescentes. Respecto de la finalidad de reinserción,
coincidió en que es razonable optar por cumplimientos alternativos en los casos de
primerizos, tanto para adultos como para adolescentes, pero no así en casos de
delincuencia  reiterada.  En  este  contexto,  el  proyecto  puede  generar  el  efecto
indeseado de potenciar la carrera delictual de adolescentes. De ahí la importancia
de abordar sistemáticamente estos delitos, aun cuando no se modifique todo el
Código Penal.

Respecto de la posibilidad de apelación por el Ministerio
Público, señaló que ella existe en casos de violación de garantías y dicha regla no
atrasa  los  procesos,  más  aun  considerando  la  preferencia  que  tienen  estas
causas,  por  lo  que  no  cree  que  se  desbordaría  el  sistema.  Pero  sí  podría
generarse una discusión constitucional si esta norma permitiere solo la apelación
por parte del Ministerio Público. A su juicio, es esta la discusión de fondo en este
debate.  Añadió  que  en  la  práctica,  muchas  exclusiones  por  vulneración  de
garantías se emiten vía resoluciones de impertinencia, pero el Ministerio Público
igualmente las apela y es criterio de la Corte determinar si las admite o no.

En cuanto a las facultades de las policías, la postura del
Ministerio  Público  es  que  efectivamente  estas  facultades  disminuyen  las
posibilidades de dirección de la investigación penal. Lo ejemplificó con un eventual
caso  de  homicidio,  en  que  el  Ministerio  Público  puede  verse  apoyado  por  la
Brigada de Homicidio o por OS9. Con estas facultades,  serán los Carabineros
quienes finalmente decidirán en qué casos actuarán, excluyendo la participación
especializada de la PDI. En este sentido, señaló que podría obstaculizar algunas
investigaciones ya en curso.

Respecto  a  restricciones  de  salidas  alternativas  y
fortalecimiento del Ministerio Público, enfatizó que es necesario considerar estos
aspectos o de lo contrario, el Ministerio Público volverá a estar recargado. Explicó
que el principio base del sistema es seleccionar casos en pos de la eficacia y
eficiencia,  es  ahí  donde  surgen  las  salidas  alternativas.  Si  se  desecha  este
principio, el Ministerio Público requerirá modificaciones adicionales.

Por  último,  sobre  la  primera  audiencia,  señaló  que  el
debate es respecto al tiempo razonable para privar a un sujeto de libertad antes de
ponerlo  a  disposición  del  juez.  En  el  caso  chileno,  se  estimó  que  el  plazo
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razonable es un máximo de 24 horas. Enfatizó que los principios que deben regir
son los de proporcionalidad y en casos en que no llegue el fiscal, podría llamarse
al fiscal regional o determinarse que en casos excepcionalmente graves pueda
omitirse la regla de dejar libre al sujeto si en la primera audiencia no comparece el
fiscal o su ayudante.

El  Subsecretario  de  Justicia,  señor  Ignacio  Suárez,
puntualizó que comparten la preocupación por la situación penal de adolescentes
y  recordó  que  parte  de  los  proyectos  del  Gobierno  dicen  relación  con  la
adecuación de las penas: No obstante, señaló que la instancia de ese debate es
en torno al nuevo Código Penal y el nuevo sistema de Reinserción Juvenil. Este
proyecto, puntualizó, busca atacar los delitos que concentran la preocupación de
la ciudadanía. 

El  Defensor  Nacional,  señor  Andrés  Mahnke,  señaló
que la opinión de la Defensoría en esta ocasión se concentra en el texto aprobado
por la Comisión de Seguridad Ciudadana. En este sentido, señaló que el aumento
de penalidad en el artículo 433 puede presentar problemas de proporcionalidad.
Asimismo,  criticó  la  introducción  del  control  preventivo  de  identidad  por  una
eventual vulneración de garantías. Por otra parte, coincidió con el rechazo de la
cuarta regla de determinación de pena.

En términos generales, destacó el propósito del proyecto,
pero recordó que este propósito debe abordarse también desde la perspectiva de
la  prevención  y  reinserción.  Si  bien  compartió  la  necesidad  de  corregir  las
falencias del sistema de persecución penal, indicó que las cifras, desde 2012 a la
fecha, no arrojan un aumento de la delincuencia, y en cuanto a victimización las
cifras de 2005 a la fecha tampoco son concluyentes si se separan las tentativas de
los delitos. En definitiva, las cifras objetivas no son negativas, sino que son las
cifras  de  percepción  de  inseguridad  las  preocupantes.  Pero  estas  últimas  se
deben a  múltiples  factores,  y  por  lo  tanto,  deberían  abordarse también desde
múltiples  perspectivas.  En  este  contexto,  responder  a  la  criminalidad
principalmente  con  la  privación  de  libertad  es  problemático,  más  aun  en  las
actuales condiciones carcelarias de nuestro país.

Respecto  de  las  penas  sustitutivas  de  la  ley  N°18.216,
señaló  que  es  necesario  evaluarlas  y  determinar  qué  impactos  tienen  en  la
reinserción, ya que pareciera que la privación de libertad no aborda la reincidencia
y  la  resocialización.  Esto  pone  en  duda  el  cumplimiento  de  los  objetivos  del
proyecto a través de la privación de libertad.

Adicionalmente,  destacó  que  existen  ciertas
desproporciones  que  pueden  confundir  a  la  ciudadanía,  además  de  afectar
garantías constitucionales. En esta misma línea, criticó algunas reglas que afectan
las salidas alternativas y el aumento en el régimen de determinación de penas.
Explicó que estas reglas afectan la virtud del sistema de discriminar las posibles
salidas  y  penas  para  cada  caso  y  se  corre  el  riesgo  de  rigidizar  el  sistema.
Respecto de observaciones más específicas de cada una de las normas, informó
que dejarán una minuta con el detalle de sus apreciaciones.
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El  diputado  señor  Chahin consultó  la  opinión  de  la
Defensoría  respecto  del  control  de  identidad preventivo.  Asimismo,  consultó  si
bajo  estas  reglas  que  endurecen  la  penalidad  en  caso  de  reincidencia,  se
reducirían los incentivos para optar a salidas alternativas al juicio oral.

El diputado señor Soto puntualizó que se ha señalado
que el  control  de identidad preventivo existe en otras legislaciones, por lo que
consultó por el derecho comparado en este punto.

El señor Mahnke coincidió en que los imputados tendrán
menores  incentivos  para  optar  por  juicios  abreviados,  lo  que  probablemente
incidirá en más juicios orales. Añadió que la defensoría también se verá recargada
si se deriva en un mayor número de imputados en prisión preventiva.

Respecto del control de identidad preventivo, señaló que
actualmente existen supuestos bastante amplios para llevarlo a cabo, los que no
se limitan a casos de flagrancia.  En este sentido,  extenderlo  aún más vulnera
garantías y no aporta a la paz social y a la menor violencia social. Es más, puede
ser  incluso  contraproducente.  Adicionalmente,  señaló  que  sería  un  foco  de
discriminación, ya que al no existir control hay mayores posibilidades de que se
generen abusos. En cuanto a derecho comparado, indicó que se contempla el
control de identidad, pero en toda legislación se exige algún nivel de indicios que
justifiquen dicho control. En España se exige un indicio que basta con la impresión
del policía de que existe un peligro inmediato, y es la norma más amplia, no existe
una norma sin indicios o antecedentes que justifiquen el control.

El  General  Director  de  Carabineros(S),  General
Inspector  señor  Carlos  Carrasco,  señaló  que  valoran  todo  proyecto  que
fortalezca el rol preventivo policial, destacando especialmente la liberación de las
cargas  burocráticas  que  imponía  la  legislación  de  tránsito  y  de  policía  local.
Respecto  al  control  de  identidad,  manifestó  que  para  Carabineros  es  una
herramienta  preventiva  tremendamente  útil  y  que  no  se  trata  de  la  antigua
detención  por  sospecha,  sino  que  les  permite  desarrollar  de  mejor  manera  la
función  de  su  institución  y  que  en  ese  mismo  sentido  se  estableció  en  la
legislación de eventos masivos, sin haberse registrado excesos.

El  asesor  jurídico  de  Carabineros, Coronel  Jaime
Elgueta, añadió  que  coincide  en  que  este  proyecto  ayudará  a  corregir  las
falencias del proceso de persecución penal, desde la denuncia, recogimiento de
pruebas, actividad de las partes en el proceso, sentencia y cómo hacerlas cumplir.
En este sentido, indicó que los Carabineros, como auxiliares del Ministerio Público,
creen que el proyecto está en la orientación correcta. 

Respecto de lo que atañe a dicha institución, el proyecto
otorga algunas facultades que parecen lógicas, como la de examinar o registrar
vestimenta y vehículos de los detenidos, precisamente para poder recolectar las
pruebas que permitan una persecución penal más eficiente. Respecto del artículo
83, la actual norma es muy restrictiva y se propone ampliarla para permitir que
Carabineros actué y levante declaración de testigos, lo que también permitirá una
colaboración más eficaz en la investigación. 
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En cuanto al  control  de identidad, el  actual artículo solo
alcanza un limitado número de casos. En esta propuesta, se busca reforzar un rol
fundamental de Carabineros, vinculado con la prevención. Precisó que el actual
control  de identidad no permite realizar labor de prevención. Añadió que no se
trata de establecer una herramienta arbitraria,  ya que igualmente deben existir
elementos  objetivos  que  permitan  inferir  si  existen  órdenes  de  detención
pendiente.  Si  además  pudieran  establecerse  mayores  guías  objetivas,  este
artículo podría mejorarse. 

El diputado señor Chahin  precisó que solo el 2% de la
población  comete  delitos.  Si  uno  se  concentra  en  ese  2%,  resulta  necesario
enfocarse  en  el  sistema  de  protección  y  en  las  condiciones  de  la  población
carcelaria.  Sin  embargo,  el  foco  continúa  en  aumentar  la  población  de
condenados. Respecto del  artículo 83, señaló que las órdenes actualmente se
entregan vía telefónica por lo que no entiende que exista demora en este aspecto
y planteó sus dudas respecto a la justificación de una regla para omitir la orden del
Ministerio  Público.  Por  último,  consultó  si  existe  algún  mecanismo  de
accountability o de control de gestión externo en Carabineros.

El diputado señor Ceroni señaló que existe consenso en
el  deseo de combatir  la  delincuencia,  pero  consultó  si  este objetivo no puede
lograrse a través de las herramientas que actualmente existen, mejorando tal vez
el índice de denuncias.

El  diputado  señor  Farcas se  declaró  partidario  de
reforzar el control de identidad, aclarando que no se trata de reponer la detención
por sospecha sino de poder abordar las detenciones pendientes. En ese sentido,
indicó que lo fundamental será cómo se implementaría esta herramienta.

El diputado  señor  Soto puntualizó  que  bajo  la  norma
vigente se realizan un muy importante número de controles de identidad, por lo
que no cree que actualmente existan demasiadas restricciones. Consultó además
si existe alguna herramienta adicional para abordar las detenciones pendientes.

El General Carrasco  señaló que para la aprobación del
presupuesto  anual  de  Carabineros,  se  estimó  necesaria  la  realización  de  una
auditoria  para  determinar  la  rentabilidad  social  de  dicho  presupuesto.  Dicho
informe determinó que las inversiones en Carabineros de Chile son satisfactorias
en cuanto a su rendimiento estimado. También existe un convenio con la PUC,
para  evaluar  el  desempeño  profesional  de  Carabineros,  informe  que  fue
debidamente expuesto con las medidas de mejoría constante de los protocolos de
trabajo de Carabineros.

Respecto del artículo 83, indicó que actualmente existen
dificultades, ya que no obstante las llamadas telefónicas, se reciben con bastante
tardanza las medidas con instrucciones particulares, especialmente tratándose de
casos  menores,  que  hoy  suelen  terminar  archivados.  En  cuanto  a  órdenes
judiciales pendientes, actualmente existen dos unidades piloto para atender a esta
necesidad.
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El  Coronel  Elgueta  acotó  que  en  esta  búsqueda  de
coordinación, existe un convenio con el poder judicial para poder ingresar en las
denominadas “zonas rojas” y poder  hacer viable la actividad judicial  en dichas
áreas. 

Existe también otro convenio macro por concretarse con la
Corporación  Judicial  para  poder  cumplir  las  órdenes  judiciales  efectivamente
vigentes. 

La señora  Huerta,  doña  Solange, indicó  que  existen
instrucciones generales de la Fiscalía para casos de delitos no flagrantes y éstas
no siempre se cumplen, por lo que con las facultades que ya existen se pueden
solucionar  estos  inconvenientes.  Con la  modificación  propuesta,  en  cambio,  la
policía preventiva sería la que concentraría las labores de investigación, con los
consiguientes peligros que ello conlleva.

El  Presidente  del  Instituto  Nacional  de  Jueces  de
Policía Local,  señor Miguel  Aguirre,  destacó los ejes centrales del  mensaje,
entre los cuales mencionó el fortalecimiento de las policías, Ministerio Público, de
la institucionalidad de la prevención, entre otros, indicando que las normas que
afectan a los Procedimientos ante Policía Local no se encuentran en el marco de
las ideas matrices del proyecto.

Precisó que dentro de las modificaciones que se proponen
se  encuentran  aquellas  que  persiguen  liberar  a  Carabineros  de  funciones  de
notificación y recepción de constancias por accidentes sin lesionados y eximir a
los ciudadanos de la realización de constancias que pueden ser reemplazadas por
declaraciones juradas prestadas ante las propias aseguradoras. No obstante, los
medios  establecidos  para  lograr  estos  objetivos  le  merecen  ciertos  reparos,
incluso constitucionales.

A  su  juicio,  las  normas  que  atañen  a  Policía  Local
(artículos  6 y  7  del  proyecto)  merecen ciertos  reparos constitucionales.  Dando
lectura a estas normas, hizo las siguientes observaciones:

a) Respecto a los nuevos N° 20 y 21 del artículo 167 ley
tránsito que establecen nuevas presunciones de responsabilidad en los accidentes
de tránsito: indicó que no se comprende el sentido de esta enmienda, toda vez
que el artículo 168 del mismo cuerpo normativo establece que en todo accidente
del tránsito en que se produzcan daños el o los participantes estarán obligados a
dar cuenta de inmediato a la autoridad policial más próxima, presumiéndose la
culpabilidad del o de los que no lo hicieren y abandonaren el lugar del accidente.
Asimismo,  el  inciso  segundo  de  dicha  norma  señala  que  se  presumirá  la
responsabilidad del conductor que no cumpla lo establecido en el artículo 176 y
abandonare el lugar del accidente. A su vez, el artículo 176 prescribe que en todo
accidente del tránsito en que se produzcan lesiones o muerte, el conductor que
participe en los hechos estará obligado a detener su marcha, prestar la ayuda que
fuese posible y dar cuenta a la autoridad policial más inmediata, entendiéndose
por tal  cualquier funcionario de Carabineros que estuviere próximo al  lugar del
hecho, para los efectos de la denuncia ante el Tribunal correspondiente.
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En consecuencia, señaló que la modificación propuesta no
tiene sentido y es redundante, salvo que prospere la modificación al artículo 168
de la  Ley de Tránsito,  que también sugiere el  proyecto,  según se  explicará a
continuación.

b)  Modificación  al  artículo  168  de  la  ley  tránsito  que
establece la obligación de Carabineros de Chile de formular denuncias y recibir
constancias por accidentes de tránsito:  a este respecto, señaló que les parece
más  adecuada  la  redacción  actual,  ya  que  la  nueva  redacción  establece  la
obligación de dar cuenta de un accidente de tránsito en plural, esto es, referida a
los participantes,  lo  cual  nos refiere a daños en colisión,  pero no a daños en
choque o a volcamientos, entre otros tipos de accidente de tránsito en que hay un
solo  involucrado.  Añadió  que la  nueva redacción  no  distingue  tampoco por  el
resultado, esto es, si a consecuencia del accidente de tránsito se producen daños
materiales o lesiones o muerte de una o más personas, pero hace obligatoria la
denuncia solamente en estas dos últimas hipótesis.  En caso que sólo resulten
daños materiales, Carabineros de Chile formulará la respectiva denuncia siempre
y cuando alguno de los interesados lo solicite. Esto último, en principio, no les
parece reprochable, siguiendo los principios de la justicia restaurativa, puesto que
si  las  partes  logran entre  ellas  una solución  amigable  del  conflicto  que se  ha
generado, no parece razonable que el Estado las sustituya con el objeto de iniciar
un procedimiento judicial que concluya con una sanción para uno o ambos de los
conductores. Sin embargo, con la misma lógica que se ha expresado, manifestó
que debiera reemplazarse, en el inciso primero del artículo 11 de la ley N° 18.287,
que  establece  el  procedimiento  ante  los  Juzgados  de  Policía  Local,  la  frase
“Producida la conciliación, la causa proseguirá su curso en lo contravencional.” En
todo caso, destacó que el artículo 177 de la Ley de Tránsito contiene actualmente
una norma similar a la que se pretende instaurar como inciso primero del artículo
168, por lo que nuevamente la propuesta del Ejecutivo sería redundante. 

Sin perjuicio de lo anterior, señaló que la enmienda, en lo
referente a la facultad de los participantes en un accidente de tránsito de efectuar
la denuncia respectiva ante la autoridad policial más inmediata, cuando sólo se
producen daños materiales, es contradictoria con la reciente modificación de la
Ley de Tránsito por la ley Nº 20.770, que elevó a la categoría de delito (falta o
simple delito)  el  huir  del  lugar  del  accidente,  ya sea que se produzcan daños
materiales o lesiones o muerte de una o más personas, tal como se demuestra por
la  ubicación  del  artículo  195  en  el  título  relativo  a  los  delitos,  cuasidelitos  y
conducción  bajo  la  influencia  del  alcohol,  en  estado  de  ebriedad  o  bajo  la
influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.

Agregó que les parece inconveniente consagrar que en los
casos de accidentes de tránsito Carabineros no pueda proceder al  retiro de la
licencia, permiso provisorio u otro documento para conducir que se haya otorgado
a los participantes, en abierta contradicción con lo que prescriben los artículos 175
y 178 de la Ley de Tránsito.

Finalmente,  respecto  de  la  supresión  de  la  función  de
Carabineros de Chile de recibir las constancias por accidentes de tránsito, para
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efectos del seguro, contenida en el inciso segundo de la norma que se comenta,
indicó que les parece acertado trasladar  este trámite  a las propias compañías
aseguradoras, liberando de esta forma a Carabineros de funciones que no son
estrictamente policiales y que no dicen relación con el inicio de un procedimiento
contravencional ante los Juzgados de Policía Local.

c) Modificación del artículo 171 en el sentido de establecer
la presunción de responsabilidad del peatón que no dé cuenta del accidente de
tránsito a la autoridad policial más próxima: estimó que esta enmienda también es
innecesaria, ya sea si se considera la actual redacción del artículo 168 o la que se
propone  para  dicho  artículo,  puesto  que  en  ambas  situaciones  los  peatones
estarían  obligados  a  denunciar  el  accidente  de  tránsito  que  los  afectare,
presumiéndose su responsabilidad si  no lo  hicieren,  salvo en la  situación muy
particular que ellos no sufrieren lesiones, como podría suceder en la situación del
que cruza sorpresivamente la calle y provoca con ello un accidente de tránsito que
no los afectare, situación que por lo demás está contemplada en el artículo 162.

d)  Eliminación  de  notificaciones,  en  los  procedimientos
seguidos ante los Juzgados de Policía  Local,  por  personal  de Carabineros  de
Chile:  en  este  punto,  enfatizó  que  es  esta  la  materia  que  tiene  especial
preocupación para el gremio, por las graves consecuencias que puede provocar
en nuestro sistema jurisdiccional local a lo largo del país, y por supuestos vicios de
constitucionalidad de la misma, al excluir a Carabineros de una función esencial
según nuestra Carta Fundamental, cual es dar eficacia al Derecho.

En este sentido,  señaló que el  artículo  101 de la  CPR,
dispone  que  Carabineros  de  Chile,  junto  a  la  PDI,  forman  parte  de  la  fuerza
pública, y tiene por objetivo esencial a) dar eficacia al Derecho y b) garantizar el
orden público y la seguridad pública interior. A su vez, el artículo 1° de la Ley N°
18.961 LOC de Carabineros de Chile, hace alusión al objetivo de Carabineros de
Chile de dar eficacia al derecho. 

Explicó que es Policía Local la sede de jurisdicción donde
se desarrolla inicialmente la eficacia del derecho, siendo dichos juzgados donde el
derecho realmente se acerca a la gente. Es por ello que no se explica por qué se
pretende excluir en este nivel la función constitucional de Carabineros de Chile,
puntualizando que dichas funciones no son administrativas. 

En la misma línea, manifestó la preocupación frente a los
efectos que esta enmienda, de ser aprobada, causaría en el funcionamiento de los
Juzgados de Policía Local con jornada parcial, que constituyen la gran mayoría de
esa  clase  de  tribunales  en  el  país.  Explicó  que  muchos  de  esos  tribunales
funcionan en localidades en que Correos de Chile no tiene oficinas o, teniéndolas,
éstas  sólo  funcionan  para  los  efectos  de  que  las  personas  vayan  a  retirar  la
correspondencia a sus dependencias, pero no entregan las cartas por tratarse de
sectores rurales o no tener los medios para ello, con lo cual la regla general de las
notificaciones por carta certificada, contenida en el artículo 18 de la ley N° 18.287,
es  simplemente  letra  muerta,  ante  lo  cual  la  única  forma  de  practicar  las
notificaciones  es  por  intermedio  de  Carabineros  de  Chile,  ya  que,  a  mayor
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abundamiento,  las  municipalidades  respectivas  carecen  de  los  recursos
económicos y humanos para llevar a cabo tal cometido.

En definitiva, estimó que la actual norma es suficiente, no
requiere modificación, y que en todo caso de insistir en generar una revisión de la
misma, se debiera restarla de la dinámica y premura que tiene este proyecto, para
darle el tiempo de maduración necesaria. Adicionalmente, destacó la importancia
de los Juzgados de Policía Local desde la perspectiva criminológica, por cuanto
muchas de los procedimientos de las materias que conoce -entre ellos Ley de
Alcoholes, Ley de Control de Armas, Ley de Seguridad Privada, Conducción sin
Licencia, etc.- son efectivos en el combate de ilícitos más graves, por lo que el
efecto disuasivo de Carabineros en ello es de gran importancia.

En consecuencia, en opinión del Instituto de aprobarse la
enmienda,  ni  Carabineros  de  Chile  ni  la  Policía  de  Investigaciones  de  Chile
podrían cumplir las órdenes de notificación emanadas de los Juzgados de Policía
Local, con lo cual se produciría un grave entorpecimiento en la administración de
justicia por parte de dichos tribunales.

El diputado señor Saffirio solicitó profundizar en torno a
los  argumentos  que  permitirían  sostener  la  inconstitucionalidad  de  liberar  a
Carabineros de estas gestiones. 

Por  su  parte,  el  diputado  señor  Chahin,  destacó  las
observaciones  que  buscan  mantener  la  coherencia  del  ordenamiento  jurídico.
Respecto de jurisdicciones muy pequeñas, o de lugares complejos en términos de
seguridad,  podría  examinarse  la  posibilidad  de  una  norma  excepcional  para
establecer la obligación de los Municipios para realizar estas gestiones y contar
con personal ad hoc para estas funciones. Explicó que si bien la actual norma
establece que la notificación por Carabineros es excepcional,  en la práctica se
recarga a esta institución con este tipo de gestiones.

El  diputado  señor  Squella señaló  que  no  estima  que
exista inconstitucionalidad en esta materia, ya que la norma apunta a mejorar la
persecución  penal  que  también  es  función  esencial  de  Carabineros.  Si  bien
coincidió en que la norma actual encarga notificaciones a Carabineros en forma
excepcional, en la práctica no es así. La reforma en el proyecto busca asegurar
que efectivamente estas notificaciones con fuerza pública sean excepcionales.

El  diputado  señor  Soto,  informó que se  revisará  si  la
Corte  Suprema se  refirió  a  esta  materia,  y  de  lo  contrario  se  le  solicitará  un
pronunciamiento específico sobre esta situación.

La diputada señora Turres, doña Marisol,  coincidió en
que es legítimo excluir a Carabineros de funciones administrativas, pero hizo el
alcance de que en zonas aisladas no hay receptores ni funcionarios disponibles
para hacer estas gestiones. En este sentido, es importante asegurar que no se
afecte el efectivo acceso a la justicia.
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El  diputado  señor  Andrade consultó  porqué  sería
necesario que Carabineros intervenga en una notificación, en circunstancias que
es necesario concentrar el personal de las policías en sus funciones propias de
control de criminalidad. 

El diputado señor Walker explicó que en el seno de la
Comisión  de  Seguridad  Ciudadana,  lo  que  inspiró  esta  modificación  fue
descongestionar  de  labores  administrativas  a  Carabineros,  liberándolos  de
denuncias en materias de seguros y notificaciones, con el propósito de priorizar
las labores de persecución criminal. Ello no obsta a la necesidad de sistematizar
estas modificaciones con el  resto del  ordenamiento, pero en caso de que solo
existan daños materiales es posible prescindir de la intervención de Carabineros.

El  señor  Aguirre señaló  que  estas  modificaciones
merecen mayor discusión y debate, por lo que es de opinión de excluirlas de la
agenda  que  busca  una  rápida  tramitación.  De  todas  formas,  insistió  que  los
Municipios no siempre cuentan con los recursos necesarios para asumir estas
labores,  más aun habida cuenta  de la  amplia  jurisdicción  de los  Juzgados de
Policía  Local,  que  abarca  desde  alcoholes,  control  de  armas,  infracciones  al
tránsito, etc. La presencia de Carabineros en el rol jurisdiccional de policía local
tiene un importante  efecto  disuasivo  y  que prescindir  de  sus funciones podría
afectar seriamente la eficacia del derecho y del control  delictivo en situaciones
larvales. En cuanto a la aludida inconstitucionalidad, explicó que si las decisiones
de los Juzgados Policía Local  no se pueden cumplir,  existirá una situación de
ineficacia del derecho.

La Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana,
señora  Catalina  Mertz,  indicó  que  los  antecedentes  empíricos  muestran  una
duplicación de los gastos destinados a seguridad pública y que se han elaborado
múltiples estrategias y programas destinados a abordar el problema de seguridad.

Explicó que actualmente, frente a imputados procesados
los  resultados  se  correlacionan  con  el  perfil  de  riesgo  de  los  condenados  en
términos del tipo de pena, largo de pena impuesta, y tiempo cumplido. Añadió que
la tramitación caso a caso y el archivo de entre 70 y 85% de las causas por no
tener  imputado  implican  que el  efecto  de  disuasión  general  es  bajo.  Además,
señaló que la  reclusión genera mayor  reincidencia en comparación con penas
alternativas y que el costo alcanza los $19,2 mil millones en régimen, habiendo
pilotos con eficacia probada y que siguen con coberturas marginales después de
10 años.

Señalo que aumentar el  uso de la cárcel  podría reducir
delitos si y solo si incapacita a personas que de lo contrario cometerían delitos
(disuasión  específica),  disuade  a  los  que  potencialmente  cometerían  delitos
(disuasión general) y/o disminuye reincidencia post condena. 

Mencionó que hoy los datos demuestran que quien va a la
cárcel, reincide más y que quienes egresan sin beneficios tienen mayores tasas de
reincidencia que quienes salen con libertad condicional. Si bien hay estudios que
demuestran que en determinados contextos y para delitos específicos, las penas
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pueden disuadir, con las tasas de archivo de casos con imputado conocido y una
tramitación caso a caso –como sucede en el caso chileno- es poco probable que
tenga efecto. 

Respecto  al  proyecto  y  su  articulado,  la  Directora  del
Área de Justicia de la Fundación Paz Ciudadana, señora Ana María Morales,
señaló que las modificaciones al Código Penal reducen los candidatos a las penas
sustitutivas y endurecen las penas aplicables a estos delitos contra la propiedad,
lo  que implica  apostar  por  la  disuasión  general  que,  según  se  explicó,  puede
generar el efecto de mayor reincidencia y mayor victimización (efecto boomerang).
A  su  juicio,  este  tipo  de  modificaciones  debe  efectuarse  en  un  contexto  más
amplio  de  revisión  del  sistema  de  imposición  de  penas,  lo  que  refuerza  la
necesidad de contar con un nuevo Código Penal.

En cuanto a las modificaciones del Código Procesal Penal
destacó las reformas a los artículos 83, 127, 129, 132, 140 y 206 que entregan
herramientas a las policías y fiscalía para una más efectiva persecución penal y su
adecuado juzgamiento.

Respecto a las modificaciones al principio de oportunidad
y suspensión condicional del procedimiento, señaló que son cuestionables, ya que
se trata de salidas que no operan mayormente en delitos contra la propiedad.
Explicó que el principio de oportunidad actualmente se utiliza mayoritariamente en
caso de lesiones,  faltas  y  amenazas,  y  en  menor medida en delitos contra la
propiedad.  Además,  indicó  que  podría  repercutir  seriamente  en  la  eficiencia  y
eficacia de la institución. Igualmente, en el caso de la suspensión condicional del
procedimiento, señaló que es utilizada mayormente tratándose de lesiones, delitos
contra la libertad e intimidad y delitos de la Ley de Tránsito, y puede repercutir
seriamente en la eficiencia y eficacia de la institución.

En cuanto al control  preventivo de identidad (artículo 85
bis), señaló que la regulación propuesta tiene varios problemas. En primer lugar,
no  corresponde  establecer  herramientas  de  prevención  en  el  CPP,  que  debe
concentrarse  en  los  procesos  de  persecución  penal.  Además,  estimó  que  la
redacción es problemática ya que solo entrega atribuciones respecto de órdenes
pendientes, no entregando mayores herramientas de prevención. Señaló, que este
tipo de funciones debe ser regulada para resguardar el orden público, pero bajo
siguiendo criterios de razonabilidad y necesidad en el que se funde su práctica.

La  señora  Mertz,  doña  Catalina, añadió  que  sería
positivo  contar  con  estadísticas  públicas,  para  que  la  ciudadanía  pueda
efectivamente fiscalizar, sobre el uso de esta atribución, mecanismos de queja que
genera y contar con controles administrativos que complementen las herramientas
internas. 

La  señora  Morales,  doña  Ana  María, indicó  que
proponen entregar a una norma especial (artículo aparte o una ley especial de
seguridad ciudadana), la facultad practicar un control de identidad para los fines
de  prevención  del  delito  y  control  orden  público  por  parte  de  las  policías,
facultando  para  el  cotejo  de  órdenes  de  detención  y  registro  de  vestimentas,
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vehículos y equipajes, sometido a la ponderación de criterios de razonabilidad y
necesidad, y que a su vez establezca una rendición de cuentas a la ciudadanía.

Respecto  de  modificaciones  a  penas  sustitutivas  a  la
privación de libertad, señaló que resultan criticables en la medida que aún no hay
evaluación sobre el funcionamiento de esta reforma y busca reducir los candidatos
naturales  para  su  imposición,  lo  que  puede  generar  en  definitiva  mayor
reincidencia. Añadió que especialmente compleja resulta la modificación al artículo
33 en la medida que restringe su aplicación en los casos de robos, no sólo para
los casos de penas mixta, si no de la ley en general, sin siquiera distinguir si se
trata de primerizos o reincidentes.

Finalizando,  sobre  las  modificaciones  a  la  libertad
condicional,  estimó  que  existe  una  desproporcionalidad  al  hacer  aplicable  las
limitaciones  que  rigen  para  delitos  especialmente  graves,  como ciertos  delitos
contra la vida o ciertos delitos sexuales contra menores de edad, entre otros. Más
aún cuando los datos empíricos muestran que la libertad condicional es efectiva.

La diputada  señora  Turres,  doña  Marisol, reflexionó
acerca de los datos señalados relativos a la menor reincidencia para condenados
que  tuvieron  beneficios,  planteando  que  debe  distinguirse  si  dicha  menor
reincidencia  se  debe  al  menor  tiempo  en  reclusión  o  a  las  circunstancias
atenuantes que permitieron dichos beneficios en primer lugar.  En este sentido,
llamó a mayor análisis de estas conclusiones.

El diputado señor Walker agradeció la presentación de
Paz Ciudadana y recalcó que fruto de estas observaciones se rechazó la regla
cuarta que establecía una norma similar a la “ley Emilia” respecto de delitos contra
la propiedad. Explicó que este proyecto busca atacar la sensación de inseguridad
e impunidad que existe en la ciudadanía. En este contexto, llamó a pronunciarse
respecto a la propuesta del Ejecutivo en cuanto al control preventivo de identidad. 

El diputado  señor  Squella se  pronunció  en  términos
similares a la diputada Turres en el sentido de cuestionar la conclusión de que la
cárcel produce mayor reincidencia. Adicionalmente, consultó respecto a estudios
que analicen el rol preventivo de la pena, particularmente de la función preventiva
general de ella. Por último, preguntó por iniciativas de la Fundación que apunten a
propuestas para efectivamente combatir la delincuencia.

El diputado señor Chahin celebró la  eliminación de la
regla cuarta de la determinación de la pena (similar a la “ley Emilia”). Coincidió
también en la necesidad de excluir del CPP las normas sobre control preventivo,
pero puntualizando que debe establecer condiciones objetivas. En cuanto a las
normas propuestas de determinación de la pena, señaló que bajo este proyecto
los  incentivos  para  colaborar  y  optar  por  salidas  alternativas  serán  menores,
generándose  mayor  número  de  juicios  orales  con  la  consiguiente  recarga  del
sistema  procesal  penal.  Esto  implicará  que  las  iniciativas  para  fortalecer  las
plantas  de  las  policías  y  del  Ministerio  Público  serán  insuficientes,  generando
importantes efectos sistémicos. Por último, destacó que lo que se requiere es un
mejor sistema de reinserción y esta iniciativa va en contra de esa idea.
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El diputado señor Farcas, coincidió en que es importante
atender a la reinserción, pero defendió el control preventivo de identidad, en tanto
estimó  que  es  una  herramienta  necesaria  para  fortalecer  el  rol  preventivo  de
Carabineros.

El diputado Monckeberg, don Cristián, consultó por la
opinión del Ejecutivo respecto de estos debates. En cuanto al control de identidad,
señaló que es una norma que ha sido modificada múltiples veces, lo que denota
cierta  insuficiencia  de  la  misma.  En  este  sentido,  consultó  si  comparte  la
apreciación de que la nueva norma derogaría el actual artículo 85 del CPP. 

El diputado señor Andrade llamó a considerar en este
debate  las  actuales  condiciones  carcelarias,  destacando  la  sobrepoblación  de
reclusos  y  lo  complejo  que  puede  ser  aumentar  el  número  de  condenados
privados de libertad. 

El diputado señor  Soto llamó la  atención respecto del
alto número de denuncias sin imputado conocido. Sobre esta materia, consultó
sobre el derecho comparado y el nivel que existe en otros países. Sobre el control
preventivo  de  identidad,  insistió  en  que  el  artículo  85  bis  implica  derogar
tácitamente el actual artículo 85 CPP.

La señora Mertz, doña Catalina, señaló que existen muy
pocos estudios sobre reincidencia,  pero siendo descriptivos, es posible señalar
que  aquellos  que  reciben  penas  alternativas  reinciden  menos,  y  son  estas
personas quienes bajo este proyecto recibirán penas privativas de libertad. Por
otra parte, la experiencia internacional indica que el sistema de penas alternativas
tiene mejores tasas de resultado que las penas de cárcel. Precisó que estos datos
no  entregan  conclusiones  de  causalidad,  pero  sí  describen  una  realidad.  En
términos  del  rol  preventivo  de  la  pena,  los  estudios  muestran  que  existiendo
certeza  se  puede  dar,  pero  en  este  proyecto  no  se  mejora  la  certeza  de  la
aplicación de la pena, sino que se aumenta su magnitud. Respecto de propuestas
específicas  de  la  Fundación,  señaló  que  se  ofrecen  a  hacer  llegar  sus
recomendaciones, que han sido entregadas a todos los Gobiernos.

Explicó  que  los  resultados  del  sistema  chileno  en  los
delitos contra la propiedad no son satisfactorios, considerando que se trata de un
ámbito criminal relativamente acotado en cuanto a lugares en donde se cometen,
lugares de reventa, etc., por lo que se requiere pasar de la mirada caso a caso a
una mirada más sistémica.

La señora  Morales,  doña  Ana  María, mencionó  que
respecto de la propuesta del Ejecutivo relativa a control de identidad, se asemeja
más a la mirada de la Fundación, en tanto creaba un artículo nuevo en el marco
de esta ley para regular esto. No obstante, hacía falta incorporar mecanismos de
accountability respecto de los organismos que ejecutan estos controles y explicitar
las facultades de registro de vehículo,  equipaje y vestimentas. También podría
mejorarse la descripción de lugares en donde desarrollar esta facultad. Pero indicó
que es una redacción, que aunque perfectible, es preferible al artículo 85 bis.
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En cuanto a la presión al sistema penal, coincidió en que
reducir  las  salidas  alternativas  puede  efectivamente  impactarlo.  Pero
adicionalmente, puede afectarse muy fuertemente el sistema penitenciario, que ya
está presionado considerablemente. Es por ello que insistió en la necesidad de
generar una institucionalidad encargada de la reinserción. Apoyó también la idea
de un juez de ejecución de pena.

El  Director  General  de  la  Policía  de  Investigaciones
(PDI), señor Héctor Espinosa,  expresó que el sistema procesal penal ya está
suficientemente maduro y cada actor tiene claro su rol, siendo el Ministerio Público
quien dirige la investigación criminal  y la PDI la encargada de llevarla a cabo.
Enfatizó que si bien la PDI realiza ciertas funciones preventivas, su rol principal es
la investigación propiamente tal.

Sobre el  proyecto,  se refirió  al  artículo  83 que trata las
actuaciones de la Policía sin  orden previa.  Explicó que luego de analizar esta
norma,  concluyeron  que  no  les  parece  necesario  desde  el  punto  de  vista
investigativo, ya que la PDI realiza sus diligencias en contacto directo y fluido con
el  fiscal.  Además,  esta  norma  tendría  la  desventaja  de  limitar  la  facultad  del
Ministerio  Público de dirigir  la  investigación con la policía  que le  parezca más
conveniente  y  adicionalmente,  podrían  producirse  obstáculos  y  réplicas  en  la
investigación criminal.

Respecto del  artículo  85 relativo a control  de identidad,
indicó  que  la  actual  norma  es  suficiente,  ya  que  les  permite  realizar  incluso
controles masivos, por lo que estimó que no se requieren mayores facultades, que
pueden generar el riesgo de eventuales abusos.

La asesora Jurídica de la PDI, señora Rosana Pajarito,
complementó  lo  anterior  señalando  que  respecto  del  artículo  83,  anteriores
proyectos  ya  habían  sido  rechazados  por  presentar  problemas  de
inconstitucionalidad, ya que interfiere  en la dirección de la investigación que le
compete a los fiscales. Reiteró que podrían producirse duplicidad de funciones
entre las policías, por lo que sugirió precisar el alcance de la frase “identificar en el
menor  plazo  posible  a  los  testigos  y  consignar  las  declaraciones  que  éstos
prestaren voluntariamente”, limitando el período de tiempo a 12 horas (artículo 130
letras  d)  y  e)  o  24  horas  (artículo  176).  Adicionalmente,  indicó  que  existen
Instrucciones  Generales  del  Ministerio  Público  respecto  a  las  actuaciones
autónomas de las policías (Oficio 170 del año 2000).

Respecto del control de identidad preventivo (artículo 85
bis), señaló que la actual norma identifica claramente las hipótesis que permiten la
procedencia del control, siendo situaciones suficientemente amplias y que abarcan
una función preventiva e investigativa. A su juicio, agregar un control de identidad
preventivo  podría  generar  confusiones.  Es por  ello  que sugirieron  modificar  el
actual artículo 85, para evitar problemas de interpretación, a fin de incorporar otras
hipótesis  en que podría  realizarse el  control  de identidad,  vinculadas a  “casos
fundados”, tales como la existencia de indicios o antecedentes que permitan inferir
que una o más personas registran órdenes de detención pendientes, o en casos
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de grandes aglomeraciones, espectáculos públicos, atentados terroristas, etc., lo
que descartaría el capricho o la subjetividad, que fue la razón de la eliminación de
la detención por sospecha. 

En relación con la detención judicial (artículo 127), señaló
que la Comisión de Seguridad Ciudadana eliminó el párrafo segundo del proyecto
original, que regulaba el reconocimiento por parte del imputado en los hechos. A
su juicio,  debería reponerse dicho párrafo,  ya que si  se suprime se elimina la
hipótesis de que el imputado confiese, y no obstante ello, deberá ser puesto en
libertad.  También  deja  fuera  imputados  cuya  participación  se  sospeche  por
pruebas  científicas,  pruebas  audiovisuales,  etc.  Respecto  del  reconocimiento
fotográfico o rueda de personas, explicó que bastaba eliminar la referencia “en los
términos de este Código”, en tanto el Código no regula esta situación. 

Asimismo, consideró redundante establecer el registro de
vestimentas, equipajes y vehículos en caso de flagrancia (modificación al artículo
129), ya que reitera una facultad que actualmente se regula en el artículo 89. No
obstante, señaló que sería aconsejable modificar esta última norma, agregando la
detención por “motivos de seguridad” y no solamente “cuando existieren indicios
que  permitieren  estimar  que  oculta  en  ellos  objetos  importantes  para  la
investigación”.  Además,  indicó  que  debe  mantenerse  la  coherencia  con  lo
dispuesto en los artículos 85 y 134, relativos a casos de menor gravedad, en que
no se exigen otras condiciones para el  examen (control de identidad y faltas y
simples delitos que no admiten detención).

Respecto de la detención por flagrancia (inciso quinto del
artículo 129), se incluye una modificación que permite, en el mismo acto, registrar
el lugar e incautar la evidencia que encuentre. Sobre este punto, indicó que debe
armonizarse con el artículo 215 CPP, que no permite incautar en forma inmediata
los objetos, documentos o instrumentos que permitieren sospechar la existencia
de un hecho punible distinto, a pesar de haber ingresado al domicilio en virtud de
una orden judicial. Sugirió acoger la propuesta contenida en el Boletín N°8810-07,
que proponía reemplazar en el artículo 215 del CPP la frase “podrán proceder a su
incautación previa orden judicial. Dichos objetos o documentos serán conservados
por  el  fiscal”  por  “podrán  proceder  a  su  incautación  debiendo  dar  aviso  de
inmediato al fiscal, quien los conservará”.

Sobre  la  comparecencia  judicial  regulada  en  el  artículo
132 CPP, se sugiere que se reponga la propuesta del  Boletín N°8810-07, que
modificaba el inciso 1° de dicho artículo, con el objeto de que, sin perjuicio de dar
cuenta al Fiscal Regional, el juez de garantía pudiera suspender la audiencia por
un  plazo  breve  y  perentorio,  no  superior  a  dos  horas,  a  fin  de  permitir  la
concurrencia del fiscal o de su abogado asistente, evitando de esta forma que la
mera  ausencia  de  los  representantes  del  Ministerio  Público  implique,
automáticamente, la liberación del detenido, como acontece hasta ahora.

Se refirió también a la modificación de los requisitos de la
prisión preventiva (artículo 140), que permite considerar que existe un peligro de
que el imputado se dé a la fuga cuando registre una o más órdenes de detención
judicial  pendientes y llama a tener en consideración la existencia de reiteradas
detenciones anteriores. Al respecto, señaló que la consideran una herramienta útil
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para decretar la prisión preventiva de aquellas personas que hacen del delito su
profesión  habitual,  ya  que  si  el  imputado  fuera  dejado  en  libertad,  es  posible
presumir que eludirá la acción de la justicia. Precisó además, que es una norma
que no obliga al juez de garantía, pero le entrega un nuevo criterio para decidir.

Apoyó también las  modificaciones a los  artículos  170 y
237 (principio de oportunidad y suspensión condicional del procedimiento), ya que
estimó que contribuyen a evitar el fenómeno de la “puerta giratoria”.

Destacó también la necesidad de perfeccionar la norma de
entrada y registro sin autorización judicial  previa (artículo 206),  explicando que
actualmente se produce el contrasentido de que aún en casos en que pueden
existir indicios o sospechas de que en el interior del recinto se está perpetrando el
delito, la policía no pueda ingresar al lugar y tenga que esperar un período de
tiempo, que puede ser fundamental para evitar la consumación del ilícito, mientras
se obtiene  la  respectiva  autorización  judicial.  Ellos  proponen  que  la  redacción
señale que se autoriza la entrada y registro en lugares cerrados sin autorización u
orden cuando las personas que se encontraren en el interior reclamaren auxilio o
cuando existan indicios que permitan suponer razonablemente que en el recinto se
está cometiendo un delito o que se está procediendo a la destrucción de aquellos
objetos, documentos e instrumentos a que hace referencia el inciso primero del
artículo 187.

En seguida, se refirió a la propuesta del proyecto de ley de
consagrar  a  nivel  legal  el  Banco  Unificado  de  Datos  (BUD),  el  cual  ya  fue
aprobado por la PDI mediante Resolución Exenta N° 43, del  20 de febrero de
2015, y se encuentra actualmente en etapa de implementación. Explicó que esta
materia  ya  fue  abordada  por  la  ley  N°  20.253,  en  su  artículo  3°,  que  dejó
entregado a un reglamento la administración y funcionamiento de ese banco de
datos, por lo que se sugiere armonizar el proyecto de ley con la norma citada,
puesto que podrían existir problemas de interpretación.

Por  último,  sobre  el  procedimiento  ante  Juzgados  de
Policía  Local,  se  propone,  a  fin  de  evitar  problemas de interpretación,  que se
señale expresamente que en ningún caso podrá encomendarse a la Policía de
Investigaciones de Chile la práctica de tales notificaciones. 

El  Consejero  del  Instituto  Nacional  de  Derechos
Humanos (INDH), señor Manuel Núñez, señaló que algunas normas del proyecto
les merecen ciertos reparos. Explicó que el INDH, entregó dos documentos, uno
sobre  las  ideas  generales  relativas  a  este  proyecto  y  otro  específico  sobre  la
detención preventiva. Sobre el primer punto, señaló que les preocupa el énfasis
que pone en los delitos contra la propiedad, en circunstancias que existen otros
delitos que merecen atención, además de estos últimos. Añadió que les inquieta,
también, que el Ejecutivo haga suyo el concepto de “puerta giratoria”, siendo un
concepto altamente controvertido. 

Agregó que les preocupa también el potencial aumento de
la población carcelaria, y en este punto, complementó señalando sus reparos ante
la norma transitoria que busca acelerar la construcción de cárceles, relevando al



35

Estado de los requisitos generales medioambientales aplicables a estos proyectos,
ya que implicaría otorgarle un beneficio indebido y, además, innecesario ya que la
ley  N°19.300  sobre  Bases  Generales  del  Medio  Ambiente,  prevé  un  régimen
especial  de  evaluación  de  proyectos  urgentes  (artículo  15  de  dicho  cuerpo
normativo).

Adicionalmente,  compartió  las  prevenciones  de la  Corte
Suprema respecto al régimen especial de determinación de pena establecidos en
los artículos 449 y 449 bis del Código Penal, ya que en un derecho penal moderno
corresponde a los jueces determinar la pena para cada caso concreto, más allá de
estas reglas especiales que limitan la función judicial.  Asimismo, compartió las
prevenciones de la Defensoría en cuanto a las modificaciones establecidas en el
artículo 83 del Código Procesal Penal.

Sobre  el  control  preventivo  de identidad introducido  por
este proyecto en el artículo 85 bis, señaló que coincide con la apreciación de la
PDI  en  términos  de  la  suficiencia  del  actual  artículo  85,  siendo  innecesario
establecer un control preventivo adicional. Agregó que el INDH ya expresó sus
preocupaciones con una iniciativa similar presentada durante el Gobierno anterior.
Explicó que dado que la regla del 85 bis tiene menos presupuestos que el artículo
85 actualmente vigente, la norma propuesta generaría la no aplicación del artículo
85,  que  establece  hipótesis  concretas  de  aplicación.  Señaló  que  las  cuentas
públicas de Carabineros de Chile informan de un elevado número de controles de
identidad (en los últimos tres años el  promedio fue de 2.122.554 controles de
identidad  anuales),  por  lo  que  no  entiende  porqué  sería  insuficiente  la  norma
vigente. Por último, les preocupa la evolución que ha tenido el  artículo 85 que
surgió luego de la  derogación de la  denominada “detención por sospecha” del
Código de Procedimiento Penal. Luego se incorporó en el Código Procesal Penal
y posteriormente ha sido modificado a través de la ley N°19.942, luego por la ley
N°20.253, etc., modificaciones que han ido ampliando esta norma cada vez más.

Sobre el artículo 140, que modifica las condiciones para
ordenar la prisión preventiva, señaló que el INDH ya expresó su preocupación por
la redacción actual del artículo 140, ya que basta para entender que el imputado
constituye  un  peligro  para  la  sociedad  la  existencia  de  condenas  anteriores,
aunque éstas se encuentren cumplidas. La legislación actual no distingue si  la
prisión  preventiva  se  justifica  por  la  existencia  de  órdenes  pendientes  y/o
cumplidas.  A su  juicio  esta  norma constituye  un retroceso respecto  de lo  que
antiguamente regulaba el Código de Procedimiento Penal que exigía que dichas
órdenes estuvieran pendientes de cumplimiento. 

También les preocupa la posible interpretación de que la
sola existencia de detenciones anteriores, otorgue facultades al juez respecto de
la prisión preventiva.  En este punto,  recordó los criterios que entregó la  Corte
Interamericana de Derechos Humanos en el  caso “Norín  Catrimán y  otros  vs.
Chile”1,  en donde señaló que la justificación de la prisión preventiva no puede

1 Corte IDH. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs.
Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279. Disponible en:
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_279_esp.pdf 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_279_esp.pdf
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residir  en  fines  preventivos  generales  o  especiales,  que  es  precisamente  la
finalidad que tienen estas propuestas de modificación. 

Por  último,  se  refirió  a  las  modificaciones  a  la  ley
N°18.216, advirtiendo que la ley fruto del proyecto en análisis entraría en vigor
inmediatamente publicado en el Diario Oficial, y advirtió que ya sucedió con leyes
anteriores que modificaron dicha ley que generaron un efecto pernicioso en los
tribunales, en tanto los defensores solicitaron que la norma –al ser más favorable-
se aplicará inmediatamente a las personas que estaban cumpliendo condena y las
Cortes de Apelaciones tuvieron respuestas disímiles a estos recursos de amparo.
En este caso, el proyecto hace más restrictiva la procedencia de los beneficios
establecidos en la  ley N°18.216,  y  dado que esta ley no se limita  a aspectos
administrativos  de  cumplimento  de  la  pena,  sino  que  contiene  elementos
sustantivos de la pena –que resultan ser más gravosos-, surge la imposibilidad de
aplicación retroactiva. 

El  Juez  de  Garantía  de  Santiago,  señor  Rodrigo
Carvajal,  en representación de la  Asociación Nacional  de Magistrados,  se
refirió al proyecto en términos generales, señalando que lo que refleja el debate en
torno al mismo es que existen dos posturas antagónicas de plantear las relaciones
entre individuo y Estado. 

Por un lado, existe una visión recelosa del Estado que ve
la  entrega  de  facultades  como una situación  de riesgo,  postulando un  control
criminal eminentemente formalizado y que plantean una corresponsabilidad de los
delitos contra la propiedad entre el individuo y el Estado, que no ha podido otorgar
las condiciones sociales adecuadas. Para esta postura, las soluciones frente al
problema de la delincuencia son solo a largo plazo. Para la otra postura, también
existe una disociación entre el individuo y el Estado ya que se asume una postura
de derecho penal del enemigo. 

A su juicio, ambas posturas resultan inadecuadas, ya que
desde una perspectiva constitucional debe enfrentarse la delincuencia de forma
efectiva,  pero  no  a  cualquier  precio.  Enfatizó  que la  justicia  penal  no  es  solo
meramente correctiva, también hay efectos distributivos, indicando que el efecto
de la pena no recae solamente sobre el imputado, sino sobre todo su entorno.

En su opinión, un proyecto como este debiese distinguir
modalidades ejecutivas de estos delitos, por ejemplo, separando casos de hurto
de otros eventos de criminalidad seria. Explicó que el denominado “robo hormiga”
actualmente colapsa al Ministerio Público, que muchas veces debe llevar a cabo
juicios  desatendiendo  casos  más  graves.  Continuar  recargando  al  Ministerio
Público, aun cuando se refuercen sus plantas, no necesariamente es la solución a
este problema. 

Sobre los aspectos procesales, señaló que las facultades
de  las  Policías  deben  ser  complementadas  con  incentivos  que  fortalezcan  el
aspecto social de este rol, de modo tal que sea atractivo formar parte de estas
fuerzas policiales, por lo que llamó a reforzar,  por ejemplo, las capacitaciones.
Respecto  de  las  modificaciones  al  Código  Procesal,  advirtió  que  la  actual
desconfianza no es principalmente normativa,  sino  respecto de las  agencias  y
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operadores que aplican las normas, lo que explica la critica a algunas de estas
nuevas facultades. 

El diputado señor Chahin consultó a qué se refiere la
PDI con “motivos de seguridad”, al momento de analizar las facultades para el
examen de vestimentas y vehículos. Asimismo, consultó al  Magistrado Carvajal
respecto de las modificaciones al principio de oportunidad y salidas alternativas, lo
que podría generar una presión sistémica al sistema penal y producir el elemento
no deseado de más juicios orales, en circunstancias de que el Ministerio Público
no siempre tiene los elementos para ir a juicio.

El diputado  señor  Walker coincidió  con  el  Magistrado
Carvajal  en  la  necesidad  de  encontrar  un  equilibrio  entre  las  demandas
ciudadanas,  el  cumplimiento  efectivo  de  las  penas  que  dictan  los  jueces  y  el
respeto de las debidas garantías de los imputados.

El  diputado  señor  Andrade señaló  que de acuerdo al
informe del INDH, el control preventivo sería incluso una regresión respecto de la
detención por sospecha, por lo que solicitó mayores antecedentes respecto de
esta apreciación. Coincidió también en que efectivamente existe la tendencia en
nuestra sociedad de creer que los problemas se resuelven principalmente a través
de  nuevas normas  legales  y  eso  no es  siempre  así.  Durante  su  intervención,
consultó además al Director de la PDI si las normas de este proyecto sirven para
abordar  el  problema de calidad de  la  prueba  y  solicitó  mayores  antecedentes
respecto del denominado derecho penal del enemigo.

El  diputado  señor  Squella consultó  al  Consejero  del
INDH  por  la  indicación  que  buscó  introducir  el  criterio  de  edad  del  imputado
(mayores de 80) para efectos de la aplicación de la ley N° 18.216.

El  diputado  señor  Soto consultó  por  el  derecho
comparado relativo a normas de control  de identidad, ya que se ha dicho que
existe una norma similar al control preventivo de identidad en muchos países, sin
embargo,  según  su  análisis  casi  todas  las  normas  aludidas  incluyen  criterios
objetivos y controles a esta facultad.

El señor Espinosa  señaló que respecto de la flagrancia,
las normas del proyecto podrían facilitar la actuación de la PDI, en tanto podrían
incautar pruebas obtenidas a raíz de investigaciones de otros delitos. A su juicio,
el rol de las policías es crucial para lograr la aplicación de penas efectivas, ya que
la investigación es determinante para conseguir  una condena.  Es por eso que
celebra  el  otorgamiento  de  mayores  facultades  de  investigación,  pero  estas
facultades no deben ser autónomas, sino que se requieren controles.

La  señora Pajarito,  doña  Rosana,  explicó  que  los
registros por “motivos de seguridad”, aluden a aquellos casos en que el registro
pueda verse justificado por razones de seguridad del propio policía.

El señor Carvajal señaló que si el sistema procesal penal
se ve sobrepasado de casos, efectivamente puede producirse un colapso. Es por
ello que la selección de casos es crucial, enfatizando que se requieren soluciones
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diferenciadas, no pudiendo ser la privación de libertad la única respuesta. Explicó
que para el éxito de los juicios, se requiere una víctima interesada, por lo que ir a
ultranza  hacia  la  pena  privativa  de  libertad  sin  considerar  estos  aspectos  es
complejo. Explicó que el derecho penal del enemigo, surgido en Alemania en la
época de entreguerras y consiste en que ve al individuo como un enemigo que
debe ser neutralizado.

El señor Núñez advirtió que efectivamente existen otros
países  con  leyes  de  seguridad  que  incluyen  regulaciones  preventivas.  Sin
embargo, todas estas normativas contienen –con mayor o menor precisión- ciertas
hipótesis  de hecho que condicionan el  ejercicio  de dichas facultades.  De esta
forma,  España  expresamente  excluye  la  aplicación  discriminatoria  de  estas
herramientas. En similar sentido, los tribunales alemanes han establecido ciertos
criterios de control. En el caso chileno, esto se agrava por la ausencia de controles
interiores y exteriores (por parte del Ministerio del Interior) a las actividades de
Carabineros, según ha constatado el Informe del INDH. Explicó que la regla del
artículo  85  bis,  efectivamente  es  más  amplia  que  la  antigua  detención  por
sospecha, y dado que consideran que el artículo 85 es suficiente, la introducción
de la figura del artículo 85 bis no cumpliría con el requisito de una limitación de
derechos basada en “las necesidades de una sociedad democrática”, según los
estándares de DD.HH.

Por último, respecto a las normas que introducen el criterio
de edad en la ley N°18.216, indicó que las penas deben adecuarse a estas y otras
condiciones objetivas. Respecto de las exclusiones de los beneficios de penas
alternativas para ciertos delitos,  señaló que el  derecho internacional  no regula
exclusiones como estas.  El  derecho internacional  de  los  DD.HH exige que no
exista  impunidad  tratándose  de  estos  delitos,  pero  no  existe  una  prohibición
expresa para acceder a beneficios en el cumplimiento de las penas.

El  Presidente  de  la  Asociación  Nacional  de
Suboficiales y Gendarmes, señor Joe González, señaló que este proyecto es
de sumo interés para ellos, para poder dar un matiz humano a esta iniciativa que
debería enfatizar en la reinserción y rehabilitación de los delincuentes.

En la actualidad, el aumento de la población carcelaria es
crítico.

Añadió que, según un informe de 2009 Gendarmería no
debería  tener  funciones  de  seguridad  y  de  rehabilitación.  A  su  juicio,  ese
diagnóstico es errado, ya que Gendarmería es la institución adecuada para estas
labores, pero para ello se requiere superar el abandono de la política penitenciaria.

Respecto del proyecto, dio lectura a declaraciones de la
Presidenta y del Ministro de Justicia al momento de su presentación, criticando el
discurso  que enfatiza  únicamente  el  castigo  efectivo.  A su  juicio  es  necesario
sostener una verdadera política penitenciaria. Señaló que en el país aún no se
comprende  el  verdadero  paradigma  de  la  delincuencia  y  se  establecen  solo
medidas de encarcelamiento, dejando de lado el sistema penitenciario. Es por ello
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que solicitó una verdadera reforma penitenciaria, que aborde la reincidencia y la
seguridad al interior de los recintos.

Adicionalmente,  manifestó  sus  dudas  respecto  de  la
posibilidad  de  establecer  nuevos  recintos  penitenciarios,  dado  el  estado  de  la
economía actual. A continuación, entregó cifras en torno al sistema penitenciario,
destacando que actualmente el 50% de las sentencias establecen penas privativas
de  libertas  y  el  90%  de  las  solicitudes  de  prisión  preventiva  se  acogen.  No
obstante, solo el 3,48% del presupuesto se destina a reinserción. En su opinión es
fundamental revertir esta situación e invertir en educación y reinserción.

Añadió que se requiere establecer una Subsecretaría de
Asuntos Penitenciarios, pues no es posible continuar con la debilidad institucional
de Gendarmería. Explicó que se requiere una restructuración urgente de las tres
plantas  de  Gendarmería,  ya  que  actualmente  no  solo  deben  soportar  las
agresiones de  los  reclusos,  sino  que además están en  una  situación  de  total
precariedad  respecto  de  sus  plantas,  lo  que  los  deja  en  una  muy  delicada
situación funcionaria.

El diputado  señor  Squella señaló  que  comprende  la
preocupación  por  la  situación  de  los  recintos  penitenciarios,  pero  defendió  el
involucramiento  de  privados  en  los  centros  de  trabajo.  Sobre  la  privación  de
libertad,  llamó a  precisar  qué delitos  se  estima que no deberían  pasar  por  la
cárcel, ya que existe la legítima preocupación de la ciudadanía y de las víctimas
por lograr penas efectivas.

El diputado señor Andrade sostuvo que todos los delitos
graves deberían sancionarse con cárcel, pero el cuestionamiento es en qué cárcel
y qué le ofrecemos como sociedad a aquellos que deben purgar esos delitos. En
este sentido, no cree que la pregunta sea qué delitos merecen cárcel, sino cómo
organizar los recintos penitenciarios para que no suceda lo que sucede hoy en que
la reincidencia alcanza el 60%.

El diputado señor Ceroni destacó la labor fundamental
que realiza Gendarmería, por lo que es muy importante mejorar sus condiciones
de trabajo, pero en este tema el Ejecutivo tiene la iniciativa. Por otro lado, el nivel
de delincuencia actual también impone presiones y en este sentido, consultó por
su apreciación de esta iniciativa.

El diputado señor Chahin aclaró que este proyecto no
pretende solucionar el problema de la delincuencia, sino mejorar la persecución
policial.  No  obstante,  coincidió  en  que  es  también  urgente  abordar  la  política
penitenciaria y enfrentar la otra “puerta giratoria” que es la reincidencia y elaborar
una agenda de mayor largo plazo.

El diputado señor  Saffirio llamó la  atención  sobre  las
altas cifras de quienes actualmente están privados de libertad, en circunstancias
que existen 60 mil órdenes de detención pendiente. En este sentido, señaló que si
las normas en el proyecto generan que solo un 5% de dichas órdenes pendientes
se traduzcan en penas privativas de libertad, habría 3 mil presos más. Si a eso se
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suman las normas que restringen la suspensión condicional  del  procedimiento,
podemos generar un caos en el sistema.

El  Subsecretario  de  Justicia,  señor Ignacio  Suárez,
señaló que los temas gremiales de Gendarmería están siendo atendidos dentro
del  contexto  de  contracción  económica  por  la  que  atraviesa  el  país.  Además,
informó que esta agenda corta también se ha analizado desde esta perspectiva y
aclaró  que  el  aumento  de  reclusos  no  debería  ser  explosivo,  ya  que  deben
realizarse los juicios, y eso entrega cierto tiempo para ir resolviendo todos estos
aspectos. Adicionalmente, destacó el efecto de prevención que se busca generar
con estas normas. Por último, mencionó la creación del Sistema de Reinserción
Social que acompañará este proyecto.

El diputado  señor  Squella añadió  que  el  artículo
transitorio también aborda la construcción de nuevos recintos penitenciarios.

El  diputado  señor  Soto consultó  por  los  plazos  de
presentación  del  proyecto  sobre  el  Sistema  de  Reinserción  Social.  Además,
consultó sobre programas de ampliación de los recintos penitenciarios, ya que el
proyecto también restringe los beneficios de cumplimiento de pena.

El señor González señaló que a pesar de ser una agenda
corta, se debería atacar el principio de la delincuencia y la reincidencia, y en este
sentido, expresó su decepción frente a este proyecto. Enfatizó que actualmente es
imposible  lograr  la  rehabilitación  dadas  las  circunstancias  de  los  recintos
penitenciarios. Explicó que el ocio genera violencia, que hay muy poco trabajo y
aunque existen talleres estos son muy limitados.  En su opinión,  este  proyecto
tiene  el  riesgo  de  sobrecargar  a  Gendarmería  en  un  sistema que  ya  está  en
situación crítica.

2.- Acuerdos adoptados.

Cabe  hacer  presente  que  la  Sala  de  la  Corporación
acordó,  en  su  sesión  126ª,  de  10  de  marzo  de  2015,  se  le  remitiera  a  esta
Comisión  el  proyecto  en  informe,  una  vez  despachado  por  la  Comisión  de
Seguridad Ciudadana, a fin de que se pronunciara acerca del texto del proyecto
aprobado  por  ella.  En  ese  sentido,  vuestra  Comisión  adoptó  los  siguientes
acuerdos:

Artículo 1°

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Fuenzalida, don Gonzalo;
Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo, formularon
indicación para incorporar un numeral 1) nuevo, pasando el actual a ser 2) y así
sucesivamente:

“1) Intercálese en el Título VI, Libro Segundo del Código
Penal, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter:
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1 ter. Atentados contra los miembros de las Policías.

Artículo 268 sexies.-  El que matare a un policía o a un
miembro  de  Gendarmería  de  Chile  que  se  encontrase  en  el  ejercicio  de  sus
funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a
presidio perpetuo calificado.

Cuando  las  conductas  señaladas  en  el  inciso  anterior,
fuesen cometidas por sujetos ocultando su identidad o por sujetos que actuaren en
grupo, en despoblado, o mediando recompensa, se aplicará el  máximum de la
pena asignada.

Artículo 268 septies.- El que hiera, golpee o maltrate de
obra a un policía o a un miembro de Gendarmería de Chile en ejercicio de sus
funciones, será castigado:

1°. Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si
de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil  para el  trabajo,
impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.

2°.  Con presidio  menor en su grado máximo a presidio
mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o
incapacidad para el trabajo por más de treinta días.

3°. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le
causare lesiones menos graves.

4°. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de
dos a diez unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves o no le
produce lesión alguna.

Artículo  268  octies.-  Las  penas  establecidas  en  los
artículos 395 y 396, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un
miembro  de  las  policías  o  de  Gendarmería  de  Chile  en  el  ejercicio  de  sus
funciones.

Artículo 268 nonies.- El que amenazare en los términos de
los artículos 296 y 297 a un policía o a un miembro de Gendarmería de Chile, con
conocimiento  de  su  calidad  de  tal,  sufrirá  el  máximum  de  la  pena  en  ellos
señalada.

Artículo 268 decies.- El que a sabiendas del carácter de
policía o de gendarme de la víctima, y en razón de ello, le causare la muerte o le
infringiere  lesiones,  se  le  aplicará  el  mínimum de las  penas señaladas en los
artículos  268  sexies,  268  septies  y  268  octies,  cuando  el  ofendido  no  se
encontrase en ejercicio de sus funciones.”.”.

El diputado señor Andrade señaló que el Ejecutivo iba a
presentar una modificación al Código de Justicia Militar y en este sentido llamó a
reflexionar sobre el  monopolio del  uso de la fuerza por parte de las policías y
poder regular también eventuales abusos de dichas facultades.
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El diputado señor Farcas también se refirió al monopolio
del uso de la fuerza por parte de la Policía, en el sentido de recoger una agravante
cuando se les ataca, por lo que se manifestó de acuerdo con esta indicación.

La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, precisó
que en ningún caso se trata de establecer  una discriminación en favor de los
policías y recordó que el propio Código Penal recoge atentados contra la autoridad
para proteger a quienes están más expuestos en función de su cargo. Explicó que
el Ejecutivo ha propuesto incorporar estos cambios en el Código de Justicia Militar
e informó además que están trabajando en un nuevo Código Penal para armonizar
el  conjunto  de  penas,  donde  será  posible  recoger  las  lesiones  que  puedan
cometer las policías. Adicionalmente, el Ejecutivo está patrocinando una moción
del diputado Gutiérrez para tipificar el delito de tortura.

El  diputado  Monckeberg,  don  Cristián,  señaló  que
desde hace muchos años se habla de un nuevo Código Penal, por lo que no cree
que sea argumento suficiente para evitar ciertos debates. Precisó que la indicación
agrega figuras nuevas a las que actualmente existen en el  Código de Justicia
Militar  (ataques  a  policías  que  no  están  en  servicio)  y  que  sería  conveniente
añadir. Recordó además que ya se ha intentado en otras ocasiones regular esto
en el Código Penal y sacarlo del ámbito de la Justicia Militar.

La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que de
aprobarse esta norma, podría quedar vigente junto a la figura del maltrato de obra
a Carabineros y eso podría generar problemas de aplicación.

El diputado señor Andrade consultó si estas normas se
aplicarían a Gendarmería, que también exponen su integridad física.

El diputado señor Chahin propuso dejar pendiente esta
votación hasta que se analice la indicación del Ejecutivo sobre Justicia Militar.

La señora Blanco,  doña Javiera,  aclaró  que el  nuevo
Código Penal será presentado durante este semestre. Respecto a la inclusión de
Gendarmería, señaló que les parece muy pertinente incluirlos en los delitos contra
la autoridad en el Código Penal. En cuanto a las dudas planteadas por la diputada
Turres,  señaló  que la  indicación  regula  precisamente  el  maltrato  de  obra  y  lo
extiende también a la PDI.

El diputado señor Pérez, don Leopoldo, señaló que la
nueva  indicación  no  es  idéntica  a  las  normas  ya  aprobadas  en  el  Código  de
Justicia Militar, ya que incluye a agentes que no se encuentran en servicio, por lo
que consultó si habría voluntad para incorporarlo también en las disposiciones del
Código de Justicia Militar.

La asesora  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública, señor Nelly Salvo, señaló que es precisamente el ejercicio del cargo lo
que determina la  mayor  gravedad de la  penalidad,  por  lo  que el  Ejecutivo no
concuerda con la extensión de esta indicación.
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El  diputado  señor  Pérez,  don  Leopoldo, en  cambio,
consideró que aun cuando no estén en ejercicio del  cargo,  estos agentes son
policías  de  forma  permanente  por  lo  que  correspondería  protegerlos  en  todo
momento, ya que no es un trabajo con una jornada regular de ocho horas diarias.

Sometida a votación la indicación se rechazó por 6 votos a
favor y 6 en contra.  Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña
Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Pérez, don Leopoldo;
Saffirio,  don  René;  Squella,  don  Arturo  y  Trisotti,  don  Renzo.  Votaron  por  la
negativa  los  diputados  señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;  Andrade,  don
Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad, Soto, don Leonardo y Walker,
don Matías.

*****************

N°1

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
sustituirlo por el siguiente:

“1) Reemplázase el artículo 433 por el que sigue:

“Artículo  433.-  El  culpable  de  robo  con  violencia  o
intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar
antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de
cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1°.  Con presidio  mayor  en su grado máximo a presidio
perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere, además,
homicidio o violación.

2°.  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio  a  presidio
perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo se cometiere, además,
alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1°.

3°  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio  a  máximo,
cuando las  víctimas fueren retenidas bajo rescate o por  más de un día,  o  se
cometieren lesiones de las que trata el N° 2° del artículo 397.”.”.

El diputado  señor  Chahin explicó  que  la  indicación
distingue el robo con homicidio o violación, del aquel que se comete con lesiones,
lo que tiene pleno sentido.

El diputado señor Ceroni señaló que es una indicación
muy similar a una presentada por él, salvo en lo que dice relación con la violación.

El asesor de la Bancada del Partido Socialista, señor
Enrique  Aldunate señaló  que  las  reglas  de  determinación  de  pena  tienen
distorsiones en nuestro sistema (artículo 450 del Código Penal que castiga como



44

consumados estos delitos desde que se encuentren en grado de tentativa) y esta
regla  añade una nueva norma especial  que podría  continuar  complejizando el
sistema.

El diputado señor Farcas llamó a regular el tratamiento
de  los  delitos  frustrados,  hipótesis  que  es  abordada  en  la  indicación  que  ha
presentado.

El diputado señor Squella estuvo de acuerdo con esta
indicación, y si bien existe una distorsión en la pena aplicable al homicidio simple y
aquella correspondiente al robo con violación, aclaró que dicha distorsión ya existe
actualmente en el sistema. Es por eso que es necesario abordar el Código Penal
en  forma sistemática,  pero  no por  ello  vamos a  esperar  a  dicho proyecto  sin
legislar ni avanzar en estos temas.

El diputado señor Andrade consultó si  la intención del
Ejecutivo es considerar más grave al robo con violación que al homicidio simple.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera, explicó  que  el  símil
debe hacerse con otros tipos penales pluriofensivos.

El diputado señor Coloma señaló que la solución podría
ser aumentar la pena correspondiente al delito de homicidio simple, para poder así
armonizar las penas impuestas en este proyecto.

El diputado señor Soto aclaró que los delitos frustrados
estarían  regulados  por  el  artículo  450,  en  donde  se  aclara  que  se  entienden
consumados desde su sola tentativa. En cuanto a la armonía de las penas, llamó a
mantenerse dentro de las ideas matrices de este proyecto, que se enmarca en los
delitos contra la propiedad. 

El diputado señor  Chahin coincidió  en que aún existe
una desproporción, que se agrava con las normas de determinación de la pena.
Por  ello,  propuso  realizar  las  siguientes  correcciones  en  esta  indicación  del
Ejecutivo que propone un nuevo artículo 433 del Código Penal:

a)  Reemplazar  en  el  N°  2  del  nuevo  artículo  433  las
expresiones  “presidio  perpetuo  calificado”  por  “presidio  mayor  en  su  grado
máximo” y agregar a continuación de la expresión “N°1” la frase “o cuando las
víctimas fueren retenidas bajo rescate o por más de un día.”.

b) Eliminar en el N° 3 del nuevo artículo 433 las frases “o
máximo,” y “las víctimas fueren retenidas bajo rescate o por más de un día, o”.

El Ejecutivo se mostró de acuerdo con esta corrección.

El diputado  señor  Gutiérrez coincidió  en  que  sería
necesario  ajustar  estas  penas  para  lograr  la  debida  armonía,  y  en  esta  línea
coincidió con la propuesta del diputado Chahin y no con la propuesta de aumentar
aún más la pena del homicidio simple.
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El diputado señor Walker, precisó que existe un proyecto
actualmente en el Senado que no hace la distinción de la retención por 24 horas
cuando se regula el  denominado  secuestro express.  Es por  eso,  que propuso
señalar "retención por el tiempo mayor al necesario para cometer el delito". 

En ese sentido, la diputada señora Turres, doña Marisol y
los diputados señores Andrade,  don Osvaldo;  Chahin,  don Fuad;  Coloma, don
Juan  Antonio;  Farcas,  don  Daniel;  Gutiérrez,  don  Hugo  y  Monckeberg,  don
Cristián,  formularon  indicación  para  para  sustituir  en  el  nuevo  artículo  433  la
expresión “o por más de un día” por la siguiente “por un lapso mayor a aquel que
resulte necesario para la comisión del delito”.

Sometida  a  votación  la  indicación  del  Ejecutivo,
conjuntamente con la primera propuesta formulada por el diputado señor Chahin
(letra a)) se aprobaron por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por
la afirmativa la señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don
Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio;
Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don
René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don
Matías.

Sometida a votación la segunda propuesta del  diputado
señor  Chahin  (letra  b)),  se  aprobaron  por  9  votos  a  favor  y  4  abstenciones.
Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni,
don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Farcas,  don  Daniel;  Gutiérrez,  don  Hugo;
Monckeberg, don Cristián, Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don
Matías. Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Sometida a votación la indicación de la diputada señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don
Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;  Farcas,  don  Daniel;  Gutiérrez,  don  Hugo  y
Monckeberg,  don  Cristián,  se  aprobó  por  la  unanimidad  de  los  diputados
presentes. Votaron por la afirmativa la señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;
Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg,
don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti,
don Renzo y Walker, don Matías.

*******************

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián,  formularon
indicación para incorporar un numeral 2) nuevo, pasando el actual a ser 3) y así
sucesivamente:

“2) Incorporase un artículo 441 del siguiente tenor:

“Artículo 441.-  Las conductas sancionadas en el  artículo
anterior serán castigadas con la pena de presidio mayor en su grado medio, si al
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momento de la perpetración de delito se encontrasen moradores al  interior  del
inmueble o en sus dependencias,  o  cuando el  delincuente  inutilizase alarmas,
cámaras, o cualquier otro medio de vigilancia o protección.

Para  efectos  de  lo  señalado  en  el  inciso  anterior,  se
entenderá  comprendido  dentro  del  concepto  de  medio  de  protección  a  los
animales destinados para el resguardo del inmueble o sus dependencias.”.”.

El  asesor  de  la  Bancada  de  Renovación  Nacional,
señor Pablo Celedón, explicó que la indicación busca aumentar la pena cuando
el  robo  a  lugar  habitado  se  realice  con  moradores  al  interior  del  inmueble.
Adicionalmente, se busca aumentar el  costo de estos delitos,  en el  sentido de
proveerse de medios de protección, ya que estos serán también un elemento a
considerar en la punibilidad. Añadió que esto se ha discutido en otras ocasiones,
siendo rechazado en Sala por razones que escaparon de esta disposición.

El diputado señor Walker explicó que el robo con fuerza
en las cosas distingue entre lugar habitado o destinado a la habitación, lo que
tiene sentido, pero consultó si el aumento de pena sería armónico con el resto de
las reglas del robo.

La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que la
indicación no distingue si existe amenaza o intimidación a los moradores, lo cual
puede complicar la interpretación que distingue robo con intimidación vs. robo con
fuerza en las cosas.

El diputado señor Andrade señaló que la destrucción de
los medios de protección es parte integrante del tipo, en tanto se configura un robo
y  no  un  hurto.  Coincidió  también  en  que  es  necesario  distinguir  si  existe
intimidación  o  no.  También  planteó  su  incomodidad  respecto  al  término
"dependencias", ya que robos en estacionamientos, por ejemplo, quedarían dentro
de este tipo penal.

El diputado señor Chahin señaló que es necesario evitar
la tentación de aumentar penas indiscriminadamente y generar nuevos tipos. En
este caso, podría darse la inconsecuencia de que el robo en lugar habitado tendrá
la misma pena que quienes cometiendo un robo provoca además lesiones que
causan incapacidad. Eso genera distorsiones en los incentivos y desproporciones
en las penas.

El diputado señor Gutiérrez también consideró excesiva
la construcción de este nuevo tipo penal.

El diputado  señor  Squella señaló  que  efectivamente
analizaron este tipo en otro proyecto de ley, y personalmente llegó a la conclusión
que el mejor camino para sancionar los delitos contra la propiedad es atender sus
versiones más graves, que a su juicio se da cuando existe robo en las casas. Para
hacer más dura la sanción, en su momento se propuso incluir este tipo dentro de
la figura de exclusión de cumplir penas en libertad (actualmente solo se excluye en
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caso de reincidencia), por lo que fue de la opinión de excluir de la aplicación de la
ley 18.216 cuando exista condena por el tipo del artículo 440.

El  señor  Aldunate,  aclaró  que  el  actual  artículo  440
menciona las hipótesis para llevar a cabo el delito (escalamiento, uso de llaves
falsas u otros instrumentos, seducción de los moradores), y efectivamente no se
considera el  daño a los animales,  pero consideró problemático el  aumento de
penas previsto en el tipo planteado.

La  asesora  del  Ministerio  de  Justicia,  señora  Nelly
Salvo, señaló que este tipo penal presenta varios problemas desde el punto de
vista técnico, ya que sube la pena cuando hay moradores en circunstancias de
que  el  tipo  parte  de  esa  base.  Adicionalmente,  agrega  un  medio  comisivo  y
aumenta  la  pena  en  función  de  esto,  confundiendo  conceptualmente  robo  del
hurto. Y por último, podría generarse un concurso que eventualmente termine en
una pena menor.

Sometida a votación la indicación se rechazó por 5 votos a
favor, 6 en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa la diputada señora
Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votaron en
contra  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;
Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René y Soto, don Leonardo.
Se abstuvieron los diputados señores Farcas, don Daniel y Walker, don Matías.

****************

N°2

Se acordó debatir y votar los artículos 449 y 449 bis del
Código Penal, propuestos en este numeral, en forma separada.

Artículo 449 (N°2) del artículo 1°)

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
reemplazar el artículo 449, propuesto en este numeral 2), por el siguiente:

“Artículo  449.-  Para  determinar  la  pena  de  los  delitos
comprendidos en los párrafos 1 a 4 bis y en el artículo 456 bis A, con excepción de
aquellos contemplados en los artículos 438, 448 inciso 1° y 448 quinquies, no se
considerará  lo  establecido  en  los  artículos  65  a  69  del  presente  Código  y  se
aplicarán las reglas que a continuación se señalan:

1ª. Dentro del límite del grado o grados señalados por la
ley como pena al delito, el tribunal determinará la cuantía de la pena en atención al
número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes concurrentes, así
como  la  mayor  o  menor  extensión  del  mal  causado,  fundamentándolo  en  su
sentencia.
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2ª.  En  el  caso  de  un  condenado  por  simple  delito,
reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los
numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la pena de
conformidad a lo dispuesto en la regla anterior, dentro del grado inmediatamente
superior  al  señalado  por  la  ley.  En  el  caso  de  un  condenado  por  crimen,
reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los
numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la pena de
conformidad a lo dispuesto en la regla 1ª, excluyendo el grado mínimo de la pena,
si ésta es compuesta o la mitad inferior, si consta de un solo grado.”.

La diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo,
formularon indicación para agregar al artículo 449 el siguiente inciso final:

“En el caso que los condenados por los delitos del párrafo
2 del presente título, en los cuales concurra la circunstancia agravante del artículo
12 N° 6,  y  que merezcan pena de crimen,  la  ejecución de la  pena sustitutiva
quedara en suspenso por un año, debiendo cumplir el condenado, durante dicho
plazo, de manera efectiva la pena privativa de libertad impuesta en la condena”.

El diputado señor Soto señaló que la indicación excluye
ciertos delitos de las reglas especiales de determinación de la pena.

La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, explicó
que  se  buscó  fijar  con  mayor  exactitud  la  pena  para  el  delito  determinado.
Además, se estableció una segunda regla para las reincidencias de simples delitos
y crímenes. La regla 3 se eliminó porque se consideró que se trataba de normas
procedimentales, por lo que se le incluyó más adelante.

La asesora de dicha secretaría de Estado, señora Nelly
Salvo, aclaro que se excluye la  extorsión,  el  hurto  de hallazgo en su primera
hipótesis y el robo de crines, pelos y otras partes de animales.

El diputado  señor  Ceroni consultó  si  esto  implica
suavizar las normas de determinación de pena tal y como se despacharon en la
Comisión de Seguridad Ciudadana.

La señora Blanco, doña Javiera, aclaró que respecto de
los delitos contra la propiedad se mantiene la regla, pero se excluyen estos tres
tipos que no son de alta connotación social.

El diputado señor Squella señaló que este artículo es el
corazón de este proyecto y ha sufrido múltiples modificaciones. En este sentido,
lamentó la eliminación de la original regla N° 4, que buscaba penas efectivas por
un año. Es por eso que han presentado una indicación para reponer dicha regla,
en su redacción original por el propio Ejecutivo.

El asesor de la Bancada del Partido Socialista, señor
Enrique Aldunate, señaló que la regla del artículo 450 ya establece un desnivel
para estos delitos. Además, se aprobó un aumento de penalidad, y adicionalmente
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surgen  las  reglas  de  determinación  de  la  pena.  A  su  juicio,  esta  manera  de
afrontar  estos  delitos  coincide  con  la  creación  de  un  derecho  procesal  del
enemigo.

El diputado señor Chahin coincidió en que aquí reside la
idea matriz del proyecto, en tanto se busca que las penas previstas para estos
delitos efectivamente se cumplan. Pero precisó que el objeto es atacar el caso de
reincidentes  y  no  de  los  primerizos.  Añadió  además  que  todos  los  expertos
coinciden en las ventajas de los cumplimientos alternativos de la pena, por lo que
respaldó la decisión de la Comisión de rechazar la regla cuarta que aplicaba una
"Ley Emilia" a primerizos.

El diputado  señor  Ceroni consultó  si  el  Ejecutivo
considera que las atenuantes y agravantes deben correr de manera especial para
los  delitos  contra  la  propiedad,  lo  cual  puede  generar  resultados
contraproducentes.

El diputado señor Walker respaldó la eliminación de la
cuarta  regla  y  recordó que la  propia  Fundación Paz Ciudadana insistió  en  no
aplicar  penas  efectivas  a  los  primerizos  para  no  generar  efectos  de  contagio
criminológico. Coincidió en que este es el corazón del proyecto y consideró que
efectivamente se requieren reglas especiales para los reincidentes de estos delitos
que son los más ocurrentes en nuestra sociedad. Coincidió además que la anterior
regla cuarta habría generado un colapso en el sistema penitenciario. 

El  diputado  señor Squella señaló  que  el  debate  ha
girado en torno a cómo se sancionan los  delitos  contra  la  propiedad y  se  ha
insinuado que será en forma más fuerte que los delitos en contra de las personas.
La  disociación  resulta  sorprendente,  pues  los  delitos  en  todo  el  ordenamiento
jurídico responden a atentados en diversas esferas de la persona y, en este caso,
se privilegia la propiedad frente a la vida o la integridad. Agregó que el Gobierno
en su indicación no repone el corazón del proyecto, esto es la regla 4, la que se
cayó en la Comisión de Seguridad Ciudadana. Es importante que los condenados,
sin perjuicio de ser primerizos, pasasen un período cierto en la cárcel.

Añadió que de las 370.000 denuncias por delitos de robo,
solo el 7% llegó a una condena, todo lo demás, eventualmente cuando en el futuro
sean condenados no serán tenido en cuenta la situación previa. Se ha planteado
la contaminación a los primerizos, pero hace cuestión que sus primeras condenas
fuesen el primer acercamiento al mundo delictual o al sistema general. A su juicio,
y para la mayoría de los chilenos, cabe hacer aplicable la regla para estos casos al
igual  que para un caso de cuasidelito con lesiones gravísimas, ni  siquiera con
resultado de muerte. Así,  no se puede hacer ni más ni menos que para la ley
Emilia.

La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que se
ha planteado en diversas comisiones de la Cámara, por ejemplo, en lo relativo a la
responsabilidad penal adolescente, cuándo una persona condenada debía cumplir
la pena en un sistema cerrado. Para algunos, parece absurdo que el sujeto sea
condenado, pero cumpla en libertad y para otros, también lo es si  se priva de
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libertad al que hurta un celular, pero la cuestión es cuántos celulares tendría que
hurtar  para  que  sea  condenado,  generándose  una  eterna  discusión.  El  robo
implica  violencia  contra  las  personas,  generando  una  sensación  de  miedo  e
inseguridad, ya sea porque los violentaron en la calle o en su casa, siendo los
delitos de mayor frecuencia.

En el mundo delictual, la única sensación de sanción es
cuando cumplen con cárcel efectiva.

El diputado señor Andrade señaló que la disputa no es
entre  delitos  contra  la  propiedad  y  delitos  contra  las  personas,  sino  entre  la
propiedad y la vida. Es bueno precisarlo, porque si no queda una sensación falaz,
la propiedad es importante, pero se le da un carácter sacrosanto.

Le  parece  razonable  precisarlo,  pues  si  no  ocurre  una
distorsión de la discusión.

Añadió que hay un nuevo concepto, cual es el de asumir
que hay una mayor preocupación por los delitos que generan más susto en la
gente. Entiende el punto, pero si la doctrina jurídico penal tiene que abocarse al
miedo de la gente, se distorsiona la dogmática.

Muchas veces se ha argumentado que no hay que hacerle
tato caso a la calle, para desestimar las reformas estructurales. En ese sentido,
habría que aplicar el mismo criterio, para ser coherente en todo y en esto también.

La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que la
cuestión a debatir es lo que dice relación con los delitos más frecuentes y que
ellos son la razón que tiene a la gente atemorizada.

El diputado señor Ceroni señaló que reponer la regla 4,
estableciendo que la pena se cumpla efectivamente, sería un error, dado que ser
trata  de  personas  que  pueden  cumplir  penas  alternativas.  Lo  que  se  está
generando es el envío de personas en la cárcel y no rehabilitarlas. Se propiciaría
más la delincuencia, pues al ingresar, aprenderían a delinquir más.

El diputado señor Pérez, don Leopoldo, discrepó de lo
planteado  por  el  diputado  Andrade,  pues  el  tema de  seguridad  ciudadana  es
sensible, son las encuestas oficiales del Gobierno las que están dando cuenta de
la situación. No es una cuestión comparable con la reformas gubernamentales, y
se quiera o no, las personas afectadas por los delitos contra la propiedad tienen
temor.

El  diputado  señor  Squella señaló  que  faltaban
argumentos y se veía confusión en el tema, pero acá se está hablando de penas
de crimen, no de penas bajas, y que además se le ha agregado la agravante de
abuso  de  la  posición.  En  esos  casos  únicamente  se  dispondrá  que  antes  de
aplicar la ley N°18.216, el condenado deba cumplir un año de pena efectiva. Lo
anterior,  pues  en  las  denuncias  sobre  la  materia,  sólo  el  7%  termina  siendo
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condenado. No puede salir gratis robar, no puede salir gratis que el sujeto viva de
la apropiación de las cosas de los demás a través de la fuerza.

El diputado señor Walker funda su voto en contra de la
indicación de la diputada Turres, por los mismos argumentos de la fundación Paz
Ciudadana, que hace propios. Fueron ellos los que insistieron en la impertinencia
de  esta  regla  cuarta,  que  lamentablemente  fue  ingresada  por  el  Ejecutivo.
Afortunadamente la nueva ministra de Justicia sugirió su rechazo, pues aprobarla
aumentaba la contaminación criminológica.

Añadió que el juez tendrá la misma libertad para evaluar,
según las circunstancias del caso, si el sujeto es acreedor de la ley N°18216. La
cuestión es que el  juez pueda apreciar  cuál  es  la  situación  para el  imputado.
Lamentablemente no hay jueces de ejecución de pena, cuestión que planteó en su
oportunidad la ex senadora Alvear, que serviría para hacer un mejor control de
este tema.

El  diputado  señor Andrade respaldó  el  rechazo  de la
indicación, por la argumentación planteada por la Fundación Paz Ciudadana, pero
otras  organizaciones  también  lo  plantearon,  incluso  los  funcionarios  de
Gendarmería.

Agregó que ha quedado establecido que las personas que
cumplen penas alternativas se rehabilitan, pero un altísimo porcentaje de quienes
cumplen en sistema cerrado, reinciden. Paradójicamente, la indicación tiene como
efecto práctico que a los primerizos, a los que el magistrado obligadamente debe
mandarlos un año a prisión, se le estaría ingresando a la red delictual, con lo que
la legislación aplicable estaría fomentando el delito.  Esa es la información que
arrojan los datos,  se vieron los videos de la  cárcel,  ese es el  modelo que se
ofrece, se estimulará la formación de "caneros" desde la legislación.

Agregó que, incluso, en la aplicación de la ley Emilia ya se
encontró la manera de evitarla, sumando los tiempos de las medidas cautelares,
por lo que tal legislación no logra su cometido.

La diputada señora Turres,  doña Marisol, señaló que
hace un año se votó la ley Emilia, donde una figura de cuasidelito, cual es la de
causar un daño sin la intención, tiene una pena efectiva en que la persona paga
parte de su condena privado de libertad. Acá, de lo que se trata no es de hurtos
cualquieras, sino de robo con violencia en las personas, sancionados con penas
de crimen. A nadie le gusta que no haya rehabilitación, pero se prefiere que los
sujetos estén al menos un año sin hacer daño a las familias chilenas.

El diputado señor Chahin señaló que la ley Emilia no se
refiere  a  un cuasidelito,  sino  a un delito,  cual  es  la  conducción  en estado de
ebriedad con resultado de muerte, no es una mera falta a la ley del tránsito. Pero
acá  diversas  instituciones  manifestaron  el  problema  que  generaría  en  el  ya
colapsado sistema penitenciario la aprobación de esta regla. A los reincidentes,
que cumplan sus condenas, pero a los primerizos conviene que se les permita
cumplimientos alternativos.
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Añadió que le parecía sorprendente que en la Comisión de
Economía se discutiera el delito de colusión, el que afecta a miles de personas,
pero la UDI se opusiera a que en dicho caso tuviera cumplimiento efectivo de la
pena, junto con sumarle una serie de atenuantes en favor de los delincuentes de
cuello y corbata. Acá se debe tener un mínimo de coherencia.

El  diputado  señor Farcas señaló  que  tenía  una
contradicción, pues entendía la necesidad de enviar una señal efectiva contra la
delincuencia, pero le hacía fuerza el argumento de la contaminación criminológica.
En tal sentido, aprovechó de consultar al Ejecutivo sobre el tema de la gradualidad
de las penas y si acaso el proyecto y la regla 4, al cambiar la penalidad, afectan el
tema.

Mencionó que la ley Emilia alteraba la cultura social en el
tema. Si se ve cuantos hoy conducen bajo la influencia del alcohol, la cifra ha
disminuido, y ello ha sido un éxito.

Recordó sus visitas a centros del Sename, los cuales son
centros de reclusión y no un lugar de paseo. Si se promete reinserción, hay que
tener  presente  que  algunos  habría  que  insertarlos,  pues  nunca  han  estado
insertos  en  la  sociedad.  A  esas  personas  hay  que  apoyarlas,  hay  que  darles
alternativas, destinando los recursos que sean necesarios.

El diputado señor Coloma aclaró que la conducción en
estado de ebriedad es un delito pero sin pena aflictiva y la ley Emilia lo convirtió en
una cuestión de cumplimiento efectivo.

Añadió que el propio título del proyecto da cuenta de su
objetivo, cual es mejorar la efectividad en la persecución y cumplimiento en los
delitos de robo, hurto, etc.

Agregó que de lo que acá se está hablando es del robo
con violencia e intimidación a las personas, con una agravante que es la fuerza
que  inhiba  la  defensa.  No  es  de  hurto  ni  una  cuestión  callejera,  no  se  trata
exclusivamente del miedo de la gente. En el fondo hay un problema gravísimo en
materia  de seguridad,  en que el  delito  de que se trata no es una decisión no
premeditada del delincuente, por ello, la cuestión es que exista un mínimo de pena
que cumpla. Estimó que debía mirarse en el contexto del que se habla. Este tipo
de delitos es el que genera mayor temor social y se debe tomar una decisión de
fondo, si  la señal será potente o se hacen los tontos. Este es un proyecto del
Ejecutivo,  la  regla  se  perdió  estrechamente  en  la  Comisión  de  Seguridad
Ciudadana.

Mencionó  que  acá,  la  indicación  sólo  replica  lo  que  el
Ejecutivo planteó hace dos meses. La cuestión es definirse, saber de qué lugar
argumenta cada cual. La gente está aburrida de que a los sujetos se les detenga y
al día siguiente salgan libres.
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El diputado señor Pérez lamentó que un mensaje bien
intencionado de la Presidenta de la República no sea apoyado por sus propios
parlamentarios. La Presidenta no se equivocó al firmar el proyecto, ya que le dio
cierta tranquilidad a la ciudadanía. Si la teoría hoy es empatar, y los de cuello y
corbata se coluden, entonces que tengan que ir a la cárcel.

Manifestó que si la decisión depende del costo de mandar
a la cárcel a un primerizo, primero hay que definir qué es un primerizo. Esta es
una ley que la ciudadanía está esperando, es una cuestión para apaciguar a la
comunidad, tanto a los que votan por la Alianza o la Nueva Mayoría.

El  diputado  señor Ceroni señaló  que  los  argumentos
planteados, a raíz de la propuesta de la regla 4, estarían sugiriendo que se estaría
en contra del proyecto, ya que este pretende endurecer las penas en relación a los
robos, hurtos y receptación. Sin embargo, el proyecto acepta que se alteren las
reglas habituales en cuanto a atenuantes, a fin de tener una postura distinta en su
normal juego, lo que produce que las penas resulten más altas que los delitos en
contra las personas. Las modificaciones dan cuenta de la actitud de combatir la
delincuencia.

Sin embargo, lo que se tiene que tener claro es que se
debe  instar  por  la  reinserción,  junto  con  darle  seguridad  a  la  ciudadanía.  Sin
embargo, cumplir encerrado no generará tal situación de seguridad.

El  diputado  señor Soto señalo  que  se  ha  tratado  de
legislar en base a la evidencia, y ella indica que dos tercios de los que cumplen
encerrados  reinciden.  En  cambio,  respecto  de  quienes  cumplen  en  medios
alternativos, baja a un tercio la posibilidad de reincidencia. No se puede dar un
tratamiento igual al reincidente que al primerizo. Por ello, rechazaría la indicación,
pues va contra de la referida evidencia.

Aprovechó  de  consultar  sobre  el  nuevo  servicio  de
reinserción social, pues es fundamental cortar las carreras delictivas.

La Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, señaló
que no creía que alguien pudiera estimar que a través de un proyecto se quiera
aumentar la criminalidad. Como cualquier otra política pública, se toma evidencia
de lo que ha resultado en otros lugares, y ello se ha hecho en este proyecto y sus
ajustes.  Estos  responden a estos desafíos,  y  la  cuestión  es ser  más eficiente
contra los reincidentes. Los primerizos explican una canasta menor de los delitos
en el país, ya que la mayoría son reincidentes. Por ello se agravan las penas y se
da más certeza en el caso de estos últimos.

Sometida  a  votación  la  indicación  del  Ejecutivo,  que
propone un nuevo artículo 449, se aprobó por la unanimidad de los diputados
presentes. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los
diputados  señores Andrade,  don Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don
Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;  Farcas,  don  Daniel;  Pérez,  don  Leopoldo;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo, Trisotti, don Renzo y
Walker, don Matías.
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Sometida a votación la indicación de la diputada señora
Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Coloma;  Squella  y  Trisotti,  se
rechazó por 5 votos a favor y 8 en contra. Votaron por la afirmativa la diputada
señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votaron por la
negativa  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;
Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René;
Soto, don Leonardo y Walker, don Matías.

Artículo 449 bis (N°2) del artículo 1°)

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
reemplazar el artículo 449 bis, propuesto en este numeral 2), por el siguiente:

“Artículo 449 bis.- Se impondrá la pena de presidio mayor
en  su  grado  mínimo  cuando  la  cuantía  de  lo  robado  o  receptado  exceda  de
cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a menos que el hecho constituya
uno  de  los  crímenes  señalados  en  el  párrafo  2°  anterior,  en  cuyo  caso  se
impondrá la pena prevista para cada delito, con exclusión de su grado mínimo.”.

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Monckeberg,  don  Cristián;  Saffirio,  don  René  y
Walker,  don Matías,  formularon indicación para reemplazar  el  artículo  449 bis,
contenido en este numeral 2) por el siguiente:

“Artículo  449  bis.-  Tratándose  del  delito  previsto  en  el
artículo 456 bis A, se impondrá el  grado máximo de la pena establecida en el
inciso primero de la referida disposición, si  el  valor de lo receptado excede de
cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

El juez podrá aumentar la pena en un grado si el delito
fuere cometido por una agrupación u organización la que se calificará en atención
a la cantidad de sus miembros, su dotación de recursos y medios, así como su
capacidad  de  planificación  e  incidencia  sostenida  en  el  tiempo.  Cuando  la
organización se hubiere formado a través de una persona jurídica, se impondrá,
además, como consecuencia accesoria a la pena impuesta sobre los responsables
individuales, la disolución o la cancelación de la personalidad jurídica.”.

La señora Blanco, don Javiera, señaló que la indicación
persigue  generar  un  agravamiento  de  la  pena  en  caso  que  el  objeto  supere
400UTM, salvo que la otra pena sea más gravosa.

Sin  embargo,  la  indicación  de  los  diputados  Andrade  y
Saffirio  complementaría  la  del  Ejecutivo,  pues  se  trataría  de  organizaciones
bastante  sofisticadas,  y  la  respuesta  penal  debiese ser  más dura.  Así,  lo  que
cabría es referirse únicamente a las receptaciones y no al robo, pues el robo no
alude al monto, como si ocurre en el hurto o la receptación.

Sometida  a  votación  la  indicación  de  los  diputados
señores Andrade, Chahin; Monckeberg, don Cristián; Saffirio y Walker, se aprobó
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por 9 votos a favor y 3 abstenciones. Votaron por la afirmativa la diputada señora
Nogueira, doña Claudia y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni,
don Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías. Se abstuvieron la
diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Squella, don Arturo
y Trisotti, don Renzo.

Se dio  por  rechazada la  indicación  del  Ejecutivo,  por  9
votos en contra y 3 abstenciones. Votaron en contra la diputada señora Nogueira,
doña  Claudia  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don
Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Farcas,  don  Daniel;  Monckeberg,  don  Cristián;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías. Se abstuvieron la
diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Squella, don Arturo
y Trisotti, don Renzo.

******************

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo y Saffirio,
don René, formularon indicación para agregar al artículo 1° el siguiente numeral
3), nuevo:

3) Agrégase el siguiente artículo 456 bis B, nuevo:

“Artículo  456 bis  B.-  Las personas naturales  o  jurídicas
que desarrollen actividades de comercio o reparación de objetos nuevos o usados,
arrendamiento  o  desarmaduría  de  vehículos  motorizados,  la  compraventa  de
joyas, metales preciosos u otros accesorios similares, deberán llevar un registro
documental e información sobre la fecha de adquisición. Para estos efectos, los
funcionarios policiales podrán exigir las guías de libre tránsito, boleta, factura o
guía de despacho correspondientes a efectos de acreditar el dominio, posesión o
legítima tenencia de las especies. Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio,
posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados
documentos  o  por  negarse  a  su  exhibición,  los  funcionarios  policiales  se
incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la
fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación que proceda, y al Servicio
de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.”.

El asesor de la Bancada del Partido Socialista, señor
Enrique  Aldunate, señaló  que  la  indicación  propone  una  suerte  de  elemento
negativo del tipo.

La diputada señora Turres, doña Marisol, manifestó que
era atinada la indicación y recordó las formas de blanqueo de metales.

El diputado señor Soto señaló que esta norma mejoraba
lo relativo a fiscalización.

El  diputado señor  Chahin indicó que una norma similar
existe a propósito del abigeato, pero con dos facultades adicionales.
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La señora Blanco, doña Javiera,  coincidió en que esto
es un símil con la figura del abigeato.

Sometida  a  votación  la  indicación,  se  aprobó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa las diputadas
señoras Nogueira, doña Claudia y Turres, doña Marisol y los diputados señores
Andrade,  don Osvaldo;  Ceroni,  don Guillermo;  Chahin,  don Fuad;  Farcas,  don
Daniel;  Monckeberg,  don  Cristián;  Saffirio,  don  René;  Soto,  don  Leonardo;
Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
incorporar al artículo 1° el siguiente número 4), nuevo:

“4) Agrégase el siguiente número 3, nuevo, al artículo 496:

“3.  El  que  injustificadamente  se  opusiere,  impidiere  o
dificultare  el  ejercicio  de  las  funciones  fiscalizadoras  de  los  inspectores
municipales.”.”.

El diputado señor Soto, don Leonardo, propuso sustituir la
indicación del Ejecutivo con una de redacción más restrictiva, para lo cual formuló
la siguiente:

“4) Agrégase el siguiente número 3, nuevo, al artículo 496:

“3.  El  que  injustificadamente  se  opusiere  o  impidiera  el
ejercicio de las funciones fiscalizadoras de los inspectores municipales respecto
del comercio ilegal en la vía pública.”.

El  diputado  señor Soto señaló  que  esta  es  una  falta
nueva, y solicitó aclarar el sentido de la misma pues la redacción es muy escueta
y vaga, no se define cuáles son las facultades fiscalizadoras a las que alude.

La señora Blanco, doña Javiera, señaló que el ámbito es
la situación vigente, no se otorga una nueva facultad de fiscalización, sino que
otorga mayor eficacia a las operaciones. Hoy, para cursar una multa la persona no
se  identifica  y  no  se  puede  hacer  nada.  Cuando  se  incurra  en  el  supuesto,
procederá la sanción.

El  diputado  señor Squella consultó  qué  ocurre  hoy
cuando cualquier otro inspector fiscaliza y no ocurre la identificación.

El Subsecretario  de  Justicia,  señor  Ignacio  Suárez,
señaló que la propuesta es relevar la función del inspector municipal y señalar una
falta específica al respecto. Quedaría comprendido así como supuesto a proteger
también lo referido a los demás inspectores.

El diputado señor Squella señaló que la interpretación
debe ser restrictiva, por lo tanto, podría plantearse cuestión sobre la vigencia de la
sanción en caso de los demás servicios.
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El  diputado  señor  Farcas señaló  que  presentó  una
indicación en la materia, en el sentido de contemplar una agravante cuando existe
una  falta  grave.  En  el  caso  de  la  fiscalización  municipal,  los  inspectores  no
cuentan con los instrumentos para hacer cumplir la ley lo que hace inviable cumplir
su labor. Así, esta es una indicación que ayuda a la realización de las labores
municipales.

El señor Suárez señaló que los ámbitos son distintos y no
se  construye  un  argumento  a  contrario,  al  referirse  a  los  demás  posibles
contravenciones a la actuación de los demás inspectores, pues aquí la cuestión es
la falta a la obediencia debida a la autoridad.

El diputado señor Squella señaló que la cuestión es qué
ocurre cuando un fiscalizador, por ejemplo del SAG, en un acto de fiscalización, el
fiscalizado se resiste. Si no hay una sanción, quizás ahora sea el momento para
resolver.

La diputada señora Turres,  doña Marisol, señaló que
tomando en consideración,  esto alude al  comercio  ambulante.  Recordó que el
Servicio de Salud tiene facultades para fiscalizar el comercio establecido, pero no
para la venta de comida callejera. Por eso, no tiene muy claro el punto, por lo que
habría que darle una vuelta al asunto, quizás agregar otros fiscalizadores.

La señora Blanco, doña Javiera, señaló que este es un
mensaje acotado al tema de seguridad ciudadana. La cuestión no es proteger la
fiscalización en genérico, sino acotado al tema de seguridad ciudadana.

El  diputado señor Silber señaló  que hay órganos con
mayor musculatura en fiscalización, y se constata que en temas municipales hay
una minusvalía hacia los inspectores municipales.

El  diputado  señor Chahin señaló  que  en  las  leyes
particulares de los demás órganos fiscalizadores, hay sanciones e incluso más
graves que éstas, por lo que sólo aludiría al tema municipal. Además, el artículo
496, N° 5 alude a la identificación, por lo que sería sólo para el tema de no ingreso
a inmuebles privados. Finalmente, jamás les daría a los inspectores municipales
un estatuto privilegiado.

El diputado señor Andrade señaló que lo planteado por
el  diputado Chahin era  sumamente pertinente.  Si  la  cuestión está  vinculada a
temas de seguridad ciudadana, que se diga, pues los fiscalizadores municipales
ven comercio callejero, tránsito, ley del “mono” y muchas otras cosas. Su estatuto
es  algo  bastante  confuso,  pues  no  está  en  las  plantas  funcionarias.  Es  una
cuestión  que  estará  a  la  discreción  del  jefe  del  servicio.  La  designación  del
fiscalizador ya es difusa y, muchas veces, sus funciones no tienen nada que ver
con seguridad ciudadana.
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La  señora  Blanco,  doña  Javiera,  señaló  que  ante  la
inquietud,  y  siendo  la  redacción  amplia,  cabría  señalar  expresamente  que  se
refiere a la facultad para cursar partes por comercio ilegal.

El diputado señor Walker expresó que esta indicación
surge a sugerencia de la alcaldesa de Santiago. Hay un conjunto de hechos que,
sin ser constitutivos de delitos, están en la zona gris. Cuando la indicación habla
de  "injustificadamente",  además referido  a  sanciones  de  multa,  la  cuestión  es
cómo acoger algunos de los planteamientos de los alcaldes, sin caer en el vacío.

El diputado señor Silber señaló que estima que la norma
es  amplia  en  el  tema  de  LOC  de  Municipalidades.  Así,  si  se  quiere  que  los
funcionarios  municipales  tengan calidad de ministros  de fe,  habría  que decirlo
expresamente. Recordó que la Alcaldesa de Santiago, refiriéndose a la muerte de
punkies  en  una  discoteque,  que  dicho  local  había  sido  clausurado  en  dos
ocasiones,  pero  seguía  funcionando,  por  lo  que restringir  el  tema al  comercio
ambulante, le parecía una miopía.

El diputado señor Squella señaló que acá no se está
creando una atribución, sino que creando una falta. Lo que sí, es que se habla de
un delito igual, y se deben tener presente las exigencias para la determinación del
tipo. La frase "dificultare injustificadamente" parece una carta en blanco, en que se
entrega un tremendo poder a los inspectores municipales. Una solución a la que
se podría llegar es sacar la expresión "dificultare".

La diputada señora Turres señaló que en las comunas
más chicas todo el mundo se conoce, y problemas personales terminan originando
problemas  judiciales  e  incluso  políticos.  Así,  dar  la  facultad  le  parece
inconveniente, por lo que prefiere que esto sólo quedase a cargo de los policías.

El  diputado  señor Ceroni señaló  que  esto  se  está
complicando demasiado, esta norma jamás debió estar en este proyecto. Si la
cuestión era combatir la inseguridad ciudadana, esto hoy ya está resuelto, ya que
se puede hacer  lo propio mediante  denuncia ante el  juzgado de Policía  Local
pertinente.

El  diputado  señor Gutiérrez consultó  si  el  Ministerio
Público  se  ha  pronunciado  sobre  la  materia,  pues  esta  falta  recargará  los
procedimientos monitorios.

El  diputado  señor  Soto  señaló  que  las  facultades
fiscalizadoras  municipales  exceden  al  proyecto  de  ley.  Por  ello,  ingresó  la
indicación antes referida.

Sometida  a  votación  la  indicación  propuesta  por  el
diputado señor Soto, se rechazó por falta de quórum, con una votación de 6 votos
a favor,  4  en contra y 3 abstenciones.  Votaron por  la afirmativa los diputados
señores Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Soto, don Leonardo; Squella, don
Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías. Votaron en contra la diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
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Gutiérrez,  don  Hugo  y  Saffirio,  don  René.  Se  abstuvieron  la  diputada  señora
Nogueira,  doña  Claudia  y  los  diputados  señores  Ceroni,  don  Guillermo  y
Monckeberg, don Cristián.

Por la misma votación se dio por rechazada, por falta de
quórum, la indicación de S.E. la Presidenta de la República.

El diputado señor Farcas, don Daniel, formuló indicación
para agregar al artículo 1° el siguiente numeral 4), nuevo:

“4) Agrégase el siguiente artículo 496 bis, nuevo:

“Artículo  496  bis.-  Ante  una  falta  flagrante,  el  que  se
niegue a exhibir su cédula de identidad a solicitud de los inspectores municipales
debidamente  identificados;  faltare  a  la  obediencia  debida  a  éstos,  dejando  de
cumplir las órdenes particulares que dieren; les ocultare su verdadero nombre y
apellido, o se negare a manifestarlos, diere domicilio falso o impida o dificulta de
cualquier otro modo el ejercicio de sus atribuciones fiscalizadoras en el ámbito de
sus competencias, sufrirá la pena de multa a beneficio municipal, de cinco a diez
Unidades  Tributarias  Mensuales.  El  reincidente  dentro  de  los  doce  meses
siguientes a la aplicación de dicha multa, será sancionado con el doble de la multa
impuesta, y si reincidiere dos o más veces en el periodo señalado, con el triple de
la  multa  con  que  hubiere  sido  sancionado  la  primera  vez.  En  caso  de  ser  el
administrador  o  dueño  del  establecimiento  fiscalizado  quien  ejecutare  las
conductas señaladas, la reincidencia se castigará, además, con la clausura del
establecimiento comercial por 3 a 10 días hábiles.”.”.

Sometida a votación la indicación se rechazó por un voto a
favor, 7 en contra y 5 abstenciones. Votó por la afirmativa el señor Farcas, don
Daniel. Votaron en contra los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni,
don Guillermo; Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Saffirio, don René; Soto,
don  Leonardo  y  Walker,  don  Matías.  Se  abstuvieron  las  diputadas  señoras
Nogueira,  doña  Claudia  y  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores
Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

Artículo 2°

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián  formularon
indicación para agregar el siguiente numeral 1), pasando el actual a ser 2) y así
sucesivamente:

“1) Incorpórase un artículo 78 ter del siguiente tenor:

“Artículo  78  ter.-  Plazo  para  resolver  solicitudes.  Las
solicitudes de los intervinientes, cualquiera sea su naturaleza, podrán .presentarse
en cualquier momento de la investigación al fiscal a cargo, y deberán ser resueltas
dentro del plazo de 10 días.
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Tratándose de aquellas solicitudes a las que se refiere el
artículo 183, el plazo será de 5 días, y en caso de rechazo del fiscal a cargo, se
podrá  solicitar  su  reconsideración  al  fiscal  regional  respectivo,  quien  resolverá
dentro del plazo de 3 días de recibidos los antecedentes.”.”.

La  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  formuló
indicación para agregar el siguiente numeral 1), pasando el actual a ser 2) y así
sucesivamente:

“1) Incorpórase un artículo 78 ter del siguiente tenor:

“Artículo  78  ter.-  Plazo  para  resolver  solicitudes.  Las
solicitudes de los intervinientes, cualquiera sea su naturaleza, podrán presentarse
en cualquier momento al fiscal a cargo y deberán ser resueltas dentro del plazo de
diez días.”.”.

El diputado Monckeberg,  don Cristián, señaló que se
presentan solicitudes y no hay respuesta, por lo que el plazo resulta conveniente.
Las solicitudes en general son simples, peticiones de copias, celebrar una reunión,
y la cuestión es que haya un mayor equilibrio en el proceso.

El diputado señor Soto consultó qué sanción se aplicaría
en caso de incumplimiento del plazo.

El diputado señor Walker señaló que habría que precisar
una sanción. Se entiende el interés en fortalecer el  Ministerio Público, y ya se
promulgó un proyecto sobre la materia recientemente, pero estas medidas sirven
para asegurar la información hacia los intervinientes en el proceso.

La diputada señora Turres, doña Marisol, manifestó que
el artículo 183 se refiere a proposición de diligencias y es el fiscal quien resuelve.
Esta indicación no señala ningún plazo, por eso es conveniente disponer uno, pero
en el inciso segundo del 183 ya se establece que procede el recurso jerárquico.
Así, esta indicación podría agregar algo en materia de sanciones.

El  diputado señor  Chahin expresó que comprendía  el
espíritu de la indicación. Es sabido que, en tanto no haya plazo que obligue a la
fiscalía a responder,  ésta ni  siquiera responde. Sin embargo, le parece que la
indicación tiene tres problemas: el primero, si acaso está en las ideas matrices del
proyecto; segundo, que los plazos no son de días hábiles y cinco días es un plazo
breve.  Finalmente,  que  ocurre  con  las  sanciones  administrativas  propias  del
Ministerio Público, lo que habilitaría a una investigación administrativa. 

Agregó  que  no  es  partidario  de  contemplar  una  nueva
sanción, pero dejaría para más adelante la discusión sobre el tema.

Finalmente, recordó que esto tiene que ver con todos los
intervinientes, y la principal cuestión es hacia los imputados. El Ministerio Público
olvida el principio de objetividad hacia los imputados y esto ayuda a corregir tal
situación.
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El  diputado  señor Soto señaló  que  algunos  han
planteado que esta es una ley miscelánea. Consideró que las leyes misceláneas
están prohibidas, y esta indicación si bien tiene sentido en una reforma al proceso
penal, es una relación distante. Sugirió tener presente esta situación, sin perjuicio
que el Ministerio Público jamás fue confrontado con una indicación de este tipo.

El diputado señor Saffirio señaló que se podía resolver
el tema cambiando en parte la redacción.

La diputada señora Turres, doña Marisol, consideró que
esto mejoraba la situación de las partes en el proceso penal. Recordó que el inciso
segundo  del  artículo  183  ya  dispone  la  figura  de  recurrir  ante  el  superior
jerárquico.

El  diputado  señor Andrade señaló  que  tiene  dos
observaciones.  No  ha  tenido  la  suerte  de  estar  en  la  tramitación  del  nuevo
procedimiento penal, pero le parece razonable que se dispusiere la obligación de
responder,  sobre  todo  en  el  caso  de  los  imputados.  La  norma es  de  sentido
común.

Lo segundo, es respecto si se trata de una ley miscelánea,
para los efectos de la admisibilidad.

El  diputado  señor Soto  señaló  que  el  tema  de  lo
misceláneo era sólo a modo de contexto.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera, señaló  que  había
cuestiones que convendría que las comentara el propio Ministerio Público. Con
todo, a modo general, le preocupaba que con algunas modificaciones propuestas
se esté rigidizando un procedimiento que surgió como desformalizado y flexible. Si
hoy se tiene el problema de no dar respuesta, es de gestión, y la cuestión es
lograr que la gestión se fortalezca, y que haya coordinación entre los actores.
Mucha formalización podría  hacer  volver  al  proceso inquisitivo anterior,  porque
aún con el establecimiento de plazos no se logrará. Además, podría llegar a ocurrir
el argumento que no se puede avanzar en las investigaciones porque se están
contestando consultas.

El  diputado  señor Chahin señaló  que  la  frase  "de
cualquier naturaleza" podría plantear cuestiones de derogación.

El diputado señor Andrade recordó la promulgación de
la ley que fortalece el Ministerio Público, lo que dará mejor posibilidad de acoger
estas consultas. Los plazos siempre son en beneficio del más débil, ya sea con la
administración,  empleador  o  cualquier  otro.  Así,  hay  un  gran  proyecto  sobre
silencio positivo en la administración. Si el silencio positivo operara realmente, la
administración tendría otra actuación.

El diputado señor Chahin señaló que le parecía bien el
espíritu, pero la redacción propuesta podría generar problemas.
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El diputado señor Walker señaló que la indicación va en
línea de fortalecer el Ministerio Público, pero debe entenderse que la misma es sin
perjuicio de los plazos especiales dispuestos en el Código.

El diputado señor Gutiérrez señaló que la indicación va
en la línea correcta, pues las víctimas lo que quieren es que se responda a sus
peticiones,  y  con esto  se  conseguirá.  En general,  los  querellantes  hacen más
peticiones que los imputados, por lo que no ve mayor problema práctico.

Después  de  un  breve  debate  se  acordó  trasladar  este
debate a la discusión de las enmiendas que se proponen respecto del artículo 183
del  Código  Procesal  Penal  y  dar  por  rechazadas,  por  la  unanimidad  de  los
diputados presentes, las indicaciones antes referidas. Votaron en ese sentido la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Carmona,  don  Lautaro;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;
Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio,
don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker,
don Matías.

*****************

N°1

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
modificar este numeral en el siguiente sentido:

a)  Sustitúyese  el  punto  y  coma  (;)  que  sigue  a  las
expresiones “caracteres de delito” por un punto seguido (.).

b)  Agrégase  a  continuación  del  punto  seguido  (.),  la
siguiente frase: “En este último caso, antes de practicar la diligencia deberá dar
cuenta inmediata al Ministerio Público. Si esto no fuere posible deberá dar cuenta
inmediatamente después de practicada dicha diligencia.”.

La señora Blanco, doña Javiera, señaló que la cuestión
es poder tomar declaración voluntaria a testigos.

El diputado señor Chahin expresó que las policías deben
seguir  las  instrucciones  del  Ministerio  Público,  pero  es  plausible  acoger  estas
excepciones, dando siempre aviso para que el fiscal resuelva.

El diputado señor Andrade señaló que entendía que la
indicación mejoraba lo aprobado por la Comisión de Seguridad Ciudadana, pero
tenía  dudas  en  caso  que  "esto  no  fuere  posible",  cómo  no  sería  posible  dar
cuenta, si acaso por razones materiales.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera,  manifestó  que  se
refería  a  cuestiones  materiales,  por  ejemplo,  no  poder  comunicarse
telefónicamente.
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El diputado señor Andrade mencionó que acoger esto
podría cuestionar la calidad de la prueba.

El  diputado  señor Gutiérrez señaló  que  se  podría
generar un problema con la prueba, pues la policía podría decir que no fue posible
comunicarse y el fiscal, a su vez, señalar que siempre tuvo el teléfono abierto,
generando así un problema de competencia entre los agentes.

El diputado señor Squella expresó que lejos de viciar la
prueba,  es  al  revés,  pues  la  habilita,  desde  el  momento  que la  ley  faculta  al
funcionario  policial  a  tomar  declaraciones  voluntarias  de  testigos  en  caso  de
delitos flagrantes, son varias las circunstancias que acotan el tipo.

El diputado señor Walker señaló que esta indicación -la
cual valoraba- debía entenderse complementada con lo aprobado en la Comisión
de Seguridad Ciudadana. Si mal no recordaba, insistió mucho en esto el Fiscal
Nacional, sobre la necesidad de tener esta facultad, a pesar que la Fiscal Nacional
subrogante señaló lo contrario en esta Comisión, pues permite identificar a los
testigos  en  caso  de  delitos  flagrantes.  Esta  inquietud  surgió  del  debate,  y  la
redacción era lógica, en cuanto a dar cuenta al Ministerio Público.

El  diputado  señor Farcas manifestó  que  esto  era  un
aporte y que en la Comisión de Seguridad Ciudadana el Fiscal Nacional valoró
también el punto. Con todo, hizo cuestión sobre lo planteado en materia de calidad
de la prueba que podría surgir en este tema.

El  diputado Monckeberg,  don  Cristián,  consultó  qué
pasa hoy, con el artículo vigente tal cual está, pues se está creando un literal que
lo restringe, ya que al menos tiene que comunicarse con el fiscal y hoy no tiene
esa necesidad.

El diputado señor Soto señaló que en caso de flagrancia
la  policía  puede actuar,  pero hoy,  sin  esa situación,  si  las personas acuden a
prestar declaraciones voluntarias, las policías no pueden tomarlas, pues el caso ya
está  radicado  en  el  Ministerio  Público.  Por  ello,  parece  necesario  hacer  esta
modificación y por ello la prevención de comunicación previa a la fiscalía.

Añadió que se ha planteado cuestión del tiempo entre el
inicio  de la  investigación y el  momento de asignación de la  causa a un fiscal
concreto.  Recordó  que  la  Fiscal  Nacional  subrogante  hizo  cuestión,  pues  se
afectaba la posibilidad del Ministerio Público de determinar qué policía se haría
cargo de la investigación.

La  asesora  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública,  señora  Nelly  Salvo, señaló  que  el  Código  vigente  permite  en  dos
hipótesis la toma de declaración, en momento de flagrancia y el resguardo del sitio
del suceso. Lo que se agrega, ahora, es la dación de cuenta al Ministerio Público.

El diputado señor Chahin, don Fuad sugirió en la letra b)
de  la  indicación  suprimir  la  palabra  “inmediata”  la  primera  vez  que  aparece y
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reemplazar  la  frase  “deberá  dar  cuenta”,  la  segunda  vez  que  figura,  por  las
palabras “lo hará”.

Sometida  a  votación  la  indicación,  con  las  enmiendas
propuestas, se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por
la afirmativa las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Turres, doña Marisol
y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin,
don Fuad; Farcas, don Daniel;  Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y
Walker, don Matías.

***************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para 
agregar un numeral 2), nuevo, del siguiente tenor:

“2) Modifícase el artículo 85 en el siguiente sentido: 

a)  Reemplázase  en  el  inciso  primero  la  frase  “existen
indicios”, por la oración “exista algún indicio”.

b) Elimínase la frase que sigue a la oración “disimular su
identidad.”. 

c)  Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero,
nuevos:

“Procederá  también tal  solicitud  cuando los  funcionarios
policiales tengan algún antecedente que les permita inferir que una determinada
persona tiene alguna orden de detención pendiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona
se  encontrare,  por  medio  de  documentos  de  identificación  expedidos  por  la
autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El
funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir
estos instrumentos.”.

d)  Reemplázase  en  el  actual  inciso  segundo,  que  ha
pasado a ser cuarto, la frase “sin necesidad de nuevos indicios”, por la oración “sin
necesidad de nuevo indicio”.

El  diputado  señor  Soto señaló  que  esta  indicación
amplía las hipótesis de control de identidad.

El diputado señor Squella advirtió  que esta indicación
reemplaza el numeral, por lo que implicaría rechazar el artículo 85 bis. En este
sentido,  se  corrigió  la  indicación,  señalando que la  misma agrega un numeral
nuevo al proyecto, modificando el artículo 85 CPP.
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Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora Nogueira, doña Claudia y los diputados señores Andrade, don Osvaldo;
Ceroni, don Guillermo; Carmona, don Lautaro; Chahin, don Fuad; Coloma, don
Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René;
Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti y Walker, don Matías.

N°2 (se suprimió)

Sometido  a  votación  este  numeral  se  rechazó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don
Guillermo; Cornejo, don Aldo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Trisotti, don
Renzo y Walker, don Matías.

***************

Las  diputadas  Nogueira,  doña  Claudia  y  Turres,  doña
Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel;
Fuenzalida, don Gonzalo; Silber, don Gabriel; Squella, don Arturo y Trisotti, don
Renzo, formularon indicación para incorporar el siguiente N°2, nuevo:

2) Incorpórase el siguiente artículo 85 bis:

“Artículo  85  bis.  Control  de  identidad  preventivo.  Sin
perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, en el ejercicio de su rol de policía
preventiva, las policías, a través de su personal  en servicio,  podrán solicitar la
identificación  de  cualquier  persona  para  cotejar  la  existencia  de  órdenes  de
detención pendientes.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona
se  encontrare,  por  medio  de  documentos  de  identificación  expedidos  por  la
autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir y pasaporte, o
por  cualquier  otro  medio  verosímil  que  permita  establecer  positivamente  su
identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para
identificarse.

En  caso  de  negativa  de  una  persona  a  acreditar  su
identidad, se aplicará lo establecido en los incisos tercero y siguientes del artículo
anterior.

Queda totalmente prohibido a las policías, ene le ejercicio
de  las  facultades  establecidas  en  este  artículo,  toda  discriminación  arbitraria
conforme  al  artículo  2°  de  la  ley  20.609  que  establece  medidas  contra  la
discriminación. Además, todo abuso de las policías, estará sujeto a las sanciones
administrativas y penales que correspondan”.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  rechazó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don
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Guillermo; Cornejo, don Aldo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Trisotti, don
Renzo y Walker, don Matías.

****************

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo y Soto, don Leonardo, formularon indicación para agregar el siguiente
N°3, nuevo:

3) Agrégase al artículo 86 el siguiente inciso segundo:

“Queda absolutamente prohibido el ejercicio del control de
identidad cuando se funde en los motivos indicados en el  artículo 2° de la ley
N°20.609.”.

Sometida  a  votación  la  indicación,  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora Nogueira, doña Claudia y los diputados señores Andrade, don Osvaldo;
Ceroni, don Guillermo; Carmona, don Lautaro; Chahin, don Fuad; Coloma, don
Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René;
Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti y Walker, don Matías.

N°3 (pasó a ser N°4)

El diputado señor Chahin formuló indicación para agregar
al  párrafo  que se  añade al  inciso primero  del  artículo  127,  propuesto en este
numeral, la siguiente oración final:

“Asimismo, podrá entenderse razón suficiente para ello el
reconocimiento efectuado por el imputado ante el fiscal o la policía, en presencia
de  su  defensor,  de  su  participación  en  los  hechos  investigados,  o  bien,  su
identificación  o  reconocimiento  como  presunto  responsable  conste  en  los
resultados de una prueba científica, a través de medios visuales o audiovisuales o
se haya practicado mediante la realización de la diligencia de reconocimiento.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg,
don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti,
don Renzo y Walker, don Matías.

N°4 (pasó a ser N°5)

El diputado señor Chahin formuló indicación para agregar
en la letra a) de este numeral, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser
coma (,),  la  siguiente oración:  “dando cumplimiento a lo señalado en el  inciso
segundo del artículo 89 de este Código.”.
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Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don
Hugo; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella,
don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

El  diputado  señor  Chahin  formuló  indicación  para
reemplazar la letra b) de este numeral, por la siguiente:

“b) Reemplázase en su inciso quinto la expresión “, para el
solo efecto de practicar la respectiva detención” por “, para practicar la respectiva
detención. En el mismo acto, la policía podrá registrar el lugar, levantar evidencia
e incautar los objetos y documentos que encontrare, dando aviso de inmediato al
fiscal, quien los conservará.”.”.

Sometida a votación se aprobó por 9 votos a favor y una
abstención. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los
diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan
Antonio; Farcas, don Daniel; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don
Renzo y Walker, don Matías. Se abstuvo el diputado señor Gutiérrez, don Hugo.

N°5 (pasó a ser N°6)

El diputado señor Chahin, don Fuad, presentó indicación
para reemplazar el numeral 5) por el siguiente:

“6) Modifícase el artículo 132 en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto
aparte (.)  que pasa a ser  punto seguido (.)  la siguiente frase:  “No obstante lo
anterior, tratándose de los delitos señalados en el artículo 132 bis, el juez podrá
suspender la audiencia por un plazo breve y perentorio no superior a dos horas, a
fin de permitir la concurrencia del fiscal o su abogado asistente. Transcurrido este
plazo  sin  que  concurriese  ninguno  de  ellos,  se  procederá  a  la  liberación  del
detenido.”.

b)  Para  agregar  un  inciso  segundo,  nuevo,  pasando  el
inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente, del siguiente tenor: “En todo
caso, el juez deberá comunicar la ausencia del fiscal o su abogado asistente al
fiscal  regional  respectivo a la  mayor  brevedad,  con el  objeto  de determinar  la
eventual responsabilidad disciplinaria que correspondiere.”.”.

La diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo,
formularon indicación para agregar un numeral 6), nuevo, del siguiente tenor:

“6) Elimínase en el inciso primero del artículo 132 la frase
final: “La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.”.
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Sometida a votación la indicación del diputado Chahin, se
aprobó por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa la
diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don
Osvaldo;  Carmona,  don  Lautaro;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;
Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio,
don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker,
don Matías.

Por la misma votación se dio por rechazada la indicación
de  la  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Coloma,
Squella y Trisotti.

*****************

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián  formularon
indicación para incorporar un numeral 7) nuevo, del siguiente tenor:

“7) Sustitúyase en el artículo 132 bis la expresión “y los de
la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen” por “en las leyes 17.798 y 20.000
que  tengan  pena  de  crimen,  y  del  homicidio  de  miembros  de  las  Policías  en
ejercicio de sus funciones”.”.

Por  acuerdo  unánime  de  los  diputados  presentes,  se
acordó complementar la indicación antes mencionada, en el siguiente sentido:

“7) Sustitúyase en el artículo 132 bis la expresión “y los de
la  ley  N°  20.000  que  tengan  pena  de  crimen”  por  “en  las  leyes  N°17.798  y
N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración,
mutilación y lesiones, con excepción en este último caso, de las lesiones leves y
menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y
de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones.”.

Votaron  por  la  afirmativa  de  esta  redacción  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg,
don Cristián; Silber, don Gabriel; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker,
don Matías.

******************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
intercalar un número 7), nuevo, del siguiente tenor:

“7) Intercálase en el inciso cuarto (*debiese decir tercero)
del artículo 134 la expresión “3,” entre las expresiones “N°s” y el guarismo “5”.”.
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Sometida  a  votación  la  indicación  se  rechazó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la negativa la diputada señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don
Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián;
Silber, don Gabriel; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

****************

N°6 (pasó a ser N°8)

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
modificar este numeral en el siguiente sentido:

a)  Elimínase  en  el  inciso  séptimo,  nuevo,  la  oración
“Además,  tendrá  en  consideración  la  existencia  de  reiteradas  detenciones
anteriores.”.

b) Reemplázase el inciso octavo, nuevo, por el siguiente:

“Para  efectos  del  inciso  anterior,  sólo  se  considerarán
aquellas órdenes de detención pendientes que se hayan emitido para concurrir
ante el tribunal, en calidad de imputado.”

Sometidas a votación las enmiendas se aprobaron por 7
votos a favor y 4 en contra, sustituyendo, en la segunda de ellas, el artículo “el”
que antecede a la expresión “tribunal” por la palabra “un”. Votaron por la afirmativa
los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Chahin,  don  Fuad;  Farcas,  don
Daniel;  Monckeberg,  don  Cristián;  Silber,  don  Gabriel;  Soto,  don  Leonardo  y
Walker, don Matías. Votaron en contra la diputada señora Turres, doña Marisol y
los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti,
don Renzo.

*****************

S.E. la Presidenta de la República, formuló indicación para
intercalar un número 9), nuevo, adecuándose el orden correlativo de los demás
numerales, del siguiente tenor:

“9)  Intercálase,  en  el  inciso  segundo  del  artículo  149,
después de la coma (,) que sigue a la frase “Código Penal”, y antes de la oración
“y los de la ley N°20.000”, la frase siguiente: “en los artículos 416, 416 bis, 416 ter
y 417 del Código de Justicia Militar, en los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter
del Decreto Ley Nº 2460, de 1979,”.”.

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián,  formularon
indicación para agregar el siguiente numeral 7), nuevo:

“9) Reemplazase en el inciso segundo del artículo 149 la
expresión “y los de la ley N° 20.000, que tengan pena de crimen” por “en las leyes
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17.798 y 20.000 que tengan pena de crimen, y del homicidio de miembros de las
Policías en ejercicio de sus funciones”.”.

Por  acuerdo  unánime  de  los  diputados  presentes,  se
acordó complementar la indicación antes mencionada, en el siguiente sentido:

“9) Reemplazase en el inciso segundo del artículo 149 la
expresión “y los de la ley N° 20.000, que tengan pena de crimen” por “en las leyes
N°17.798 y N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio,
castración,  mutilación  y  lesiones,  con  excepción  en  este  último  caso,  de  las
lesiones leves y menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de
Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones.”.

Votaron por la afirmativa de esta redacción los diputados
señores Andrade, don Osvaldo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio;
Farcas, don Daniel;  Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Squella, don
Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

Por la misma votación se dio por rechazada la indicación
de S.E. la Presidenta de la República.

*****************

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián  formularon
indicación para agregar el siguiente numeral 10), nuevo:

“10) Reemplazase en el inciso sexto del artículo 150, la
expresión “con pena de crimen en la ley N° 20.000” por “en las leyes 17.798 y
20.000 que tengan pena de crimen, y del homicidio de miembros de las Policías
en ejercicio de sus funciones”.”.

Por  acuerdo  unánime  de  los  diputados  presentes,  se
acordó complementar la indicación antes mencionada, en el siguiente sentido:

“10) Reemplazase en el inciso sexto del artículo 150, la
expresión “con pena de crimen en la ley N° 20.000” por “en las leyes N°17.798 y
N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración,
mutilación y lesiones, con excepción en este último caso, de las lesiones leves y
menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y
de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones”.

Votaron  por  la  afirmativa  de  esta  redacción  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Carmona,  don  Lautaro;
Ceroni,  don Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel;  Saffirio,
don René; Soto, don Leonardo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

*******************
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La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián,  formularon
indicación para incorporar el siguiente numeral 11), nuevo:

“11)  Agrégase en  el  inciso  segundo  del  artículo  167,  a
continuación del punto aparte (.), la expresión:

“Asimismo, tratándose de esta clase delitos, la decisión de
archivo provisional deberá ser siempre fundamentada por el Ministerio Público; y
en  ella  se  señalarán  detalladamente  las  diligencias  de  investigación
practicadas.”.”.

El diputado señor Soto señaló que esta norma rigidiza el
archivo provisional, aumentando los requisitos para proceder al mismo.

La señora Blanco, doña Javiera, indicó que actualmente
los archivos provisionales son numerosos, por lo que le preocupa el tiempo que
deberían dedicar los fiscales a detallar las diligencias y fundamentar esta decisión,
ya que esto podría afectar las investigaciones pendientes, o de lo contrario, puede
transformarse  en una respuesta  tipo.  Adicionalmente,  señaló  que esta  es  una
facultad privativa del Ministerio Público. A su juicio, estas facultades deben estar
sujetas a accountability pero se corre el riesgo de afectar el funcionamiento de las
investigaciones.

El diputado  señor  Ceroni coincidió  en  que  esta
disposición no es conveniente, dadas las facultades del Ministerio Público y las
herramientas que tiene la víctima para reclamar de esta decisión. En su opinión,
solo recargará al Ministerio Público.

La diputada señora Turres,  doña Marisol, en cambio,
consideró  que  esta  norma  apunta  a  uno  de  los  principales  problemas  de  las
víctimas, ya que actualmente estas solo reciben una comunicación tipo que les
informa que su causa se archivará, por lo que es importante que esta víctima al
menos sepa que diligencias se realizaron respecto de su denuncia. Advirtió que
esto  no  quita  que  el  Ministerio  Público  priorice  sus  investigaciones,  pero  esta
norma ataca la sensación de indefensión y mejora el acceso a información por
parte  de  las  víctimas,  muchas  de  las  cuales  ni  siquiera  tienen  acceso  a  un
abogado.

El diputado  señor  Soto compartió  la  importancia  de
resolver  esta  situación,  pero  precisó  que  esta  norma  probablemente  no
solucionará este problema, sino que solo recargará al Ministerio Público.

La señora Blanco, doña Javiera, compartió la necesidad
de mejorar la defensa, pero esta indicación genera una carga en casos en donde
no hay antecedente alguno. De todas formas, destacó que la ley de fortalecimiento
del Ministerio Público aborda mejorar la atención a víctimas.

Consultada por la  diputada Turres sobre la Corporación
de Asistencia Judicial (CAJ), la Ministra informó que esta no toma causas penales
bajo el nuevo sistema.
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El diputado señor Trisotti consultó por la asistencia legal
que se entrega fuera de la CAJ y la diputada Turres consultó sobre el eventual
proyecto de un nuevo sistema de defensa jurídica.

El diputado señor Soto solicitó que se informe por escrito
sobre el avance en estos temas.

Sometida a votación la indicación se rechazó por 4 votos a
favor, 7 en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa la diputada señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella,
don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votaron por la negativa los diputados señores
Andrade, don Osvaldo; Carmona, don Lautaro; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don
Fuad; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías. Se abstuvo el
diputado señor Farcas, don Daniel.

********************

N°7 (pasó a ser N°11)

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
para reemplazar en este numeral la expresión “cinco” por “tres”.

La señora Blanco, doña Javiera, señaló que a la luz de
lo expuesto por los invitados en la Comisión de Seguridad Ciudadana, el Ejecutivo
estimó  que  cinco  años  era  un  plazo  excesivo,  por  lo  que  se  propone  poder
mantener esta disposición pero estableciendo un plazo de tres años.

El diputado  señor  Squella señaló  que  esta  norma  es
efectivamente una disposición fundamental para combatir la reincidencia, por lo
que en su opinión debería mantenerse el plazo en cinco años.

El diputado  señor  Chahin, en  cambio,  defendió  la
propuesta de reducir la norma a tres años pues mantiene la coherencia con las
demás disposiciones del Código, por ejemplo, respecto a suspensión condicional
del procedimiento.

Sometida a votación la indicación se aprobó por 8 votos a
favor y 5 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don
Osvaldo;  Carmona,  don  Lautaro;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;
Farcas, don Daniel; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías.
Votaron por la negativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo
y Trisotti, don Renzo.

******************

La diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Gutiérrez, don Hugo y Monckeberg, don Cristián, formularon indicación
para agregar el siguiente numeral 12), nuevo:
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“12) Modifícase el inciso segundo del artículo 183, en el
siguiente sentido:

a) Agrégase a continuación de la expresión “solicitud” la
frase “o no se pronunciare”.

b) Incorpórese a continuación de la expresión “reclamar” la
frase “dentro del plazo de diez días contados desde el rechazo o desde la fecha
de recepción de la solicitud, según sea el caso,”.

La diputada señora Turres, doña Marisol, explicó que
esta indicación busca regular aquella situación cuando el fiscal no se pronuncia
sobre una diligencia,  de modo tal  que esta hipótesis también permita reclamar
ante el Ministerio Público.

El diputado Chahin señaló que se discutió este tema a
raíz del artículo 78 ter, el que resultó con una redacción demasiado amplía, ya que
cualquier solicitud quedó sujeta a plazo, lo cual podría generar problemas. Por eso
se reabrió el debate y se trasladó la discusión a este artículo. A su juicio, en éste
la propuesta quedaría mejor ubicada y podría además añadirse un plazo de 5 o 10
días para dar respuesta.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora  Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Carmona, don Lautaro; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don
Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René;
Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

********************

N°8 (pasó a ser N°13)

De S.E. la Presidenta de la República para modificar este
numeral, en la siguiente forma:

a) Intercálase entre la expresión “o que” y la oración “se
está procediendo a la destrucción”, la frase “exista algún indicio de que”.

b) Reemplázase la frase que va a continuación de “o los
que de él provinieren.” y que se extiende hasta el punto final (.), por la siguiente:

“En este  último caso,  para  la  validez  de esta  diligencia
deberá procederse a su registro grabado, desde la constatación del indicio hasta
el término de dicha diligencia, mediante el uso de medios audiovisuales, los que
deberán acompañarse en la respectiva acta a la que hace referencia el  inciso
siguiente.”.

La señora Blanco, doña Javiera, señaló que esto apunta
a las situaciones en que se advierte que existe destrucción de evidencia, por lo
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que se propone poder hacer la diligencia de entrada y registro aun sin autorización
ni orden judicial, pero con el resguardo de contar con un registro grabado.

El diputado señor Squella coincidió con la letra a) de la
indicación, pero estimó que la letra b) aumenta los requisitos de esta prueba y en
ese sentido disiente de ese aspecto de la indicación.

El  asesor  del  Ministerio  de  Justicia,  don Gonzalo
Rodríguez,  explicó  que  esta  regla  pretende  otorgar  una  facultad  que  han
solicitado las Policías reiteradamente, pero dado que es una intervención intensa
incluyeron la necesidad del registro audiovisual, para poder así validar la prueba y
evitar arbitrariedades.

No obstante, el  diputado señor Squella consideró difícil
cumplir con el requisito al que se alude con la frase "desde la constatación del
indicio".

El diputado señor Soto coincidió en que podría evitarse
el "desde" y "hasta", pero defendió la vinculación de la diligencia al indicio que la
justifica.

El diputado  señor  Chahin señaló  que  la  grabación
debería ir desde el momento previo al ingreso y hasta finalizar la diligencia. 

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad de los diputados presentes, eliminando en la letra b) la frase entre
comas (,) “desde la constatación del indicio hasta el término de dicha diligencia”.
Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;
Coloma, don Juan Antonio; Farcas, don Daniel; Monckeberg, don Cristián; Saffirio,
don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker,
don Matías.

*******************

Los  diputados  señores  Coloma,  don  Juan  Antonio  y
Squella, don Arturo, formularon indicación para agregar el siguiente numeral 14)
nuevo:

“14) Suprímese en el  artículo 215 la frase “previa orden
judicial.”.

El  diputado  señor  Squella señaló  que  en  el  debate
realizado en sesiones pasadas se abordó el levantamiento de evidencia en caso
de encontrarse nuevos elementos relativos a un delito en una persecución por
flagrancia. Este artículo regula aquella situación en que se encuentra evidencia
relativa a un delito en el contexto de una diligencia de registro, exigiendo para
estos casos contar con orden judicial previa para poder incautar este material. A
su juicio, debería eliminarse este requisito, ya que no hay razón para hacer la
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diferencia  respecto  de  elementos  encontrados  en  una  diligencia  o  en  una
actuación ante flagrancia.

Por  el  contrario,  el  diputado señor Chahin estimó que
este artículo regula una situación diferente, ya que existe una orden por un delito
determinado,  es decir,  ya existe  un vínculo con el  juez  que permitiría  solicitar
autorización al mismo para incautar evidencia.

El diputado señor Squella estimó que si bien existe un
vínculo, el juez no está presente en dichas diligencias, lo cual puede obstaculizar
la comunicación y eventualmente permitir la destrucción de la evidencia. 

Sometida a votación la indicación se rechazó por 5 votos a
favor y 8 en contra.  Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña
Marisol  y  los  diputados  señores Coloma,  don Juan Antonio;  Monckeberg,  don
Cristián; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo. Votaron por la negativa los
diputados señores Andrade,  don Osvaldo;  Carmona,  don Lautaro;  Ceroni,  don
Guillermo; Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; Saffirio, don René; Soto, don
Leonardo y Walker, don Matías.

N°9

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
suprimirlo.

Sometida a votación la indicación se aprobó por 8 votos a
favor y 5 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade,
don Osvaldo; Carmona, don Lautaro; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad;
Farcas, don Daniel; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías.
Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores
Coloma,  don  Juan  Antonio;  Monckeberg,  don  Cristián;  Squella,  don  Arturo  y
Trisotti, don Renzo.

*******************

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián,  formularon
indicación para incorporar un numeral 14), nuevo, del siguiente tenor:

“14) Reemplázase en el inciso quinto del artículo 247, la
expresión "citará a la audiencia prevista en el artículo 249 y dictará sobreseimiento
definitivo  en  la  causa.",  por  "pondrá  este  hecho  en  conocimiento  del  Fiscal
Regional respectivo, quien dispondrá que se deduzca la acusación dentro de los
diez días siguientes a la recepción de los antecedentes. Transcurrido este nuevo
plazo sin que se hubiere deducido acusación, el juez, de oficio o a petición de
alguno de los intervinientes,  citará a la  audiencia prevista  en el  artículo 249 y
dictará sobreseimiento definitivo en la causa.".”.

El diputado Monckeberg, don Cristián, señaló que este
artículo regula el plazo para el cierre de la investigación, y esta propuesta otorga
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un nuevo plazo a la fiscalía, señalando que deberá informarse al Fiscal Regional y
eventualmente este podrá ampliar el plazo a 10 días más. El objetivo es evitar que
se dicte sobreseimiento por el solo hecho de no haber contado los fiscales con el
suficiente tiempo.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera, señaló  que
efectivamente esto implica aumentar el plazo para presentar la acusación de 10 a
20 días,  lo cual  es cuestionable.  A su juicio,  no deben suplirse las eventuales
deficiencias  administrativas  con  una  extensión  de  plazo,  que  además  podría
implicar la extensión de una eventual prisión preventiva.

Sometida a votación la indicación se rechazó por 5 votos a
favor y 7 en contra.  Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña
Marisol  y  los  diputados  señores Coloma,  don Juan Antonio;  Monckeberg,  don
Cristián; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo. Votaron por la negativa los
diputados señores Andrade,  don Osvaldo;  Carmona,  don Lautaro;  Ceroni,  don
Guillermo; Chahin, don Fuad; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker,
don Matías.

****************

La diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo,
formularon indicación para agregar el siguiente numeral 14), nuevo:

“14) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 277 por el
siguiente:

“El auto de apertura del juicio oral sólo será susceptible del
recurso de apelación cuando lo interpusiere el ministerio público por la exclusión
de  pruebas decretada por  el  juez  de  garantía  de  acuerdo a  lo  previsto  en  el
artículo precedente. Este recurso será concedido en ambos efectos. Lo dispuesto
en este inciso se entenderá sin perjuicio de la procedencia en su caso del recurso
de nulidad en contra de la sentencia definitiva que se dictare en el  juicio  oral
conforme a las reglas generales”.”.

El diputado señor Squella señaló que en algún momento
esto  fue  también  un  proyecto  de  ley  y  recoge  una  antigua  pretensión  de  los
fiscales. Explicó que el  argumento en contra de esta propuesta era que podía
dilatar demasiado el proceso, no obstante, la fiscal Huerta señaló que esto no
implicaría una demora de más allá de dos semanas, por lo que no se justifica que
los fiscales no puedan apelar cuando la prueba es declarada impertinente. Agregó
que  además,  muchas  veces  se  argumenta  impertinencia  de  la  prueba  como
estrategia para evitar la apelación por parte de los fiscales. Por último, agregó que
esto refuerza el principio de doble instancia.

El diputado señor Walker indicó que votó en contra de
esta indicación en la Comisión de Seguridad Ciudadana dado el argumento de
dilación, pero ante la explicación de la fiscal Huerta de que estas causas gozaban
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de preferencia, estimo posible revisar esta norma. Sin embargo, precisó que la
defensa también debería tener este derecho.

El diputado señor Chahin coincidió que la igualdad de
armas es garantía fundamental del debido proceso, por lo que es fundamental que
ambas partes tengan esta herramienta y dar esta facultad a la defensa podría
efectivamente transformarla en una herramienta dilatoria. Agregó que la moción
con este contenido ya fue rechazada en la Sala.

El diputado señor Squella informó que efectivamente se
rechazó  en  la  Sala  por  estimar  que  podría  dilatar  el  proceso,  pero  eso  es
precisamente lo que se despejó en la discusión de este proyecto y añadió que se
trataba de una moción transversal. Por último, indicó que estaría de acuerdo en
otorgar esta facultad a la defensa.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera, informó  que  la
apelación en el proceso penal es un recurso excepcionalísimo, por lo que ampliar
esta hipótesis podría generar una herramienta dilatoria y prolongaría los juicios.

El  diputado  señor  Squella estimó  que  este  recurso
redundará en una mejor prueba para en definitiva lograr una mejor justicia penal. 

Sometida a votación la indicación se rechazó por 5 votos a
favor, 5 en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa la diputada señora
Turres,  doña  Marisol  y  los  diputados  señores  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo. Votaron por la
negativa los diputados señores Andrade,  don Osvaldo;  Carmona,  don Lautaro;
Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad y Soto, don Leonardo. Se abstuvo el
señor Walker, don Matías.

****************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
agregar el siguiente numeral 14) nuevo:

“14) Intercálase un inciso segundo, nuevo, al artículo 395
del siguiente tenor:

“En los casos de los delitos señalados en el artículo 449
del Código Penal, el fiscal podrá solicitar una pena inferior en un grado al mínimo
de los señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo establecido en las
reglas 1° y 2° del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.”.

El  asesor  del  Ministerio  de  Justicia,  don  Gonzalo
Rodríguez, explicó que esta regla en un principio estaba contenida en el 449 bis
del Código Penal, pero se estimó que debía incluirse en las normas procesales. La
regla propuesta busca incentivar el reconocimiento de responsabilidad penal.

El diputado señor Chahin señaló que los invitados que
expusieron  coincidieron  en  que  el  incentivo  de  rebaja  de  medio  grado  era
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insuficiente, y a su juicio es importante considerar esta regla para no recargar el
sistema penal.

El diputado  señor  Coloma coincidió  en  que  debe
regularse esta situación,  pero le  preocupa esta facultad respecto de casos de
reincidencia.

El diputado  señor  Chahin aclaró  que  esta  norma  no
altera  la  pena  correspondiente  al  delito,  sino  que  permite  acceder  a  un
procedimiento simplificado.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera,  añadió  que
considerando el aumento de penas aprobado en el artículo 449 del Código Penal,
en la práctica esta regla se aplicará a los hurtos. Adicionalmente, indicó que en
caso de reincidencia se aplica la segunda regla de este artículo, la cual asegura
una pena aflictiva.

Sometida a votación la indicación se aprobó por 8 votos a
favor y 5 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade,
don Osvaldo; Carmona, don Lautaro; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad;
Farcas, don Daniel; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías.
Se abstuvieron la diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados señores
Coloma,  don  Juan  Antonio;  Monckeberg,  don  Cristián;  Squella,  don  Arturo  y
Trisotti, don Renzo.

******************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
agregar el siguiente numeral 15), nuevo:

“15) Intercálase un inciso cuarto, nuevo, al artículo 407 del
siguiente tenor:

“Sin  perjuicio  de  lo  señalado  en  los  incisos  anteriores,
respecto  de  los  delitos  señalados  en  el  artículo  449  del  Código  Penal,  si  el
imputado acepta expresamente los hechos y los antecedentes de la investigación
en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el querellante, según
sea  el  caso,  podrá  solicitar  una  pena  inferior  en  un  grado  al  mínimo  de  los
señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo establecido en las reglas
1° o 2° del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.”.

Se estimó que rigen los mismos argumentos que aquellos
señalados a propósito de la indicación que modifica el  artículo 395 del  Código
Penal, por lo que se procedió directamente a su votación.

Sometida a votación la indicación se aprobó por 7 votos a
favor y 5 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don
Osvaldo;  Carmona,  don  Lautaro;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;
Farcas, don Daniel; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías. Votaron en contra
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la  diputada señora Turres,  doña Marisol  y  los diputados señores Coloma, don
Juan Antonio; Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo.

*******************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
intercalar el siguiente artículo 3°, nuevo, adecuándose el orden correlativo de los
demás artículos:

“Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al
Código de Justicia Militar:

1) Modifícase el artículo 416 bis, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su número 1, la frase “presidio mayor
en su grado medio”, por “presidio mayor en su grado medio a máximo”.

b) Suprímese, en el número 2, la frase “presidio menor en
su grado máximo a”.

c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de seis a
once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 416 ter por el siguiente:

“Artículo  416  ter.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un Carabinero  en el
ejercicio de sus funciones, se aplicarán  las penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere
víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado  medio,  cuando fuere
víctima del delito establecido en el inciso 1° del artículo 396, y

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando  lo
fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396.”.”.

La señora Blanco, doña Javiera,  explicó que mediante
esta indicación se agrava la figura penal  del  delito  de lesiones a Carabineros,
ampliando el rango de pena para las lesiones más graves y eliminando la multa
para las lesiones leves.

El  diputado señor  Walker  recordó que el  Ejecutivo ya
había anunciado esta modificación, al momento de discutir la primera indicación
que buscaba introducir nuevos delitos penales con este propósito, y tal como se
dijo en esa ocasión resulta más adecuado introducir estos cambios en el Código
de Justicia Militar.

La  asesora  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
Pública, señora Nelly Salvo, explicó que este artículo regula las lesiones, salvo
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las menos graves, pero no aborda las lesiones hacia el personal de Gendarmería,
por lo que corresponde presentar una indicación con este propósito.

Consultada  por  el  diputado  Soto respecto  de  la
eliminación de la multa en las lesiones leves, explicó que responde a una señal
para destacar la gravedad de las lesiones infringidas a las fuerzas policiales, pero
que no se aumenta el máximo de pena.

En cuanto al alcance de la norma propuesta en el numeral
2)  de  la  indicación  señaló  que se  refiere  a  la  penalidad de la  castración  y  la
mutilación,  específicamente  para  mejorar  la  interpretación  de  la  penalidad
aplicable a estos ilícitos.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados
señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don
Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y
Walker, don Matías.

****************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
intercalar el siguiente artículo 4°, nuevo, adecuándose el orden correlativo de los
demás artículos:

“Artículo  4°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones
en el  Decreto Ley N° 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de la Policía de
Investigaciones de Chile:

1) Modifícase el artículo 17 bis en el siguiente sentido: 

a)  Intercálase  en  el  numeral  1°  a  continuación  de  la
expresión “grado medio”, la expresión “a máximo”. 

b) Elimínase en el numeral 2°, la frase “presidio menor en
su grado máximo a“.

c) Elimínase en el numeral 4° la oración “, o multa de seis
a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 17 ter por el siguiente:
“Artículo  17  ter.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos

establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un funcionario de la
Policía de Investigaciones en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas
que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere
víctima del delito establecido en el artículo 395.
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2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere
víctima del delito consignado en el inciso 1° del artículo 396, y

3° Con presidio  menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396”.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Alvarado, don Miguel Ángel;
Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo;
Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

****************

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo y Walker, don Matías, formularon indicación para intercalar el siguiente
artículo 5°, nuevo, adecuándose el orden correlativo de los demás artículos:

“Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a
la ley N°20.214:

1) Modifícase el artículo 15 B en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su número 1, la frase “presidio mayor
en su grado medio” por “presidio mayor en su grado medio a máximo”.

b) Suprímese en el número 2, la frase “presidio menor en
su grado máximo a”.

c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de seis a
once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 15 C por el siguiente:

“Artículo  15  C.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del  Código Penal  sea un miembro de
Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas que
siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere
víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere
víctima del delito establecido en el inciso primero del artículo 396, y

3° Con presidio  menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso segundo del artículo 396.”.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad  de  los  diputados  presentes.  Votaron  por  la  afirmativa  la  diputada
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señora Turres, doña Marisol y los diputados señores Alvarado, don Miguel Ángel;
Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo; Saffirio, don René; Squella, don Arturo;
Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

Se deja constancia en este informe que las modificaciones
que introduce este nuevo artículo 5°, deben referirse al decreto ley N°2.859 y a no
a su ley modificatoria N°20.214. En ese sentido, su redacción es la siguiente:

“Artículo  5°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones al decreto ley N°2.859:

1) Modifícase el artículo 15 B en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase  en  su  número  1,  la  frase  “presidio
mayor  en  su  grado  medio”  por  “presidio  mayor  en  su  grado  medio  a
máximo”.

b) Suprímese en el número 2, la frase “presidio menor
en su grado máximo a”.

c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de
seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 15 C por el siguiente:

“Artículo  15  C.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un miembro de
Gendarmería  de  Chile  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  se  aplicarán  las
penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando
fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2°  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio,  cuando
fuere víctima del delito establecido en el inciso primero del artículo 396, y

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso segundo del artículo 396.”.”.

******************

Artículo 3° (pasó a ser artículo 6°)

La diputada señora Turres, doña Marisol y los diputados
señores Coloma, don Juan Antonio; Squella,  don Arturo y Trisotti,  don Renzo,
formularon indicación para agregar el siguiente numeral 1) nuevo:
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1) Sustitúyese en el  artículo 1° la expresión “y 391” por
“391 y 440”.

El diputado señor Squella señaló que esta modificación
busca incorporar al catálogo de exclusión de penas sustitutivas de libertad el delito
de robo de lugar habilitado o destinado a la habitación (artículo 440 Código Penal).
A este respecto, indicó que al analizar estos delitos contra la propiedad se advierte
que existe una afectación a la persona, y atendiendo también a lo dispuesto por la
legislación  comparada,  consideran  que  el  delito  más  grave  es  precisamente
cuando se ingresa a los hogares de las personas, y es este delito el  que está
generando temor en la población. Añadió que el delincuente probablemente no va
a dejar de delinquir por esta modificación, pero se inclinará la balanza en términos
de seguridad,  ya  que al  no  aplicarse  penas sustitutivas  es  probable existe  un
mayor costo de estos delitos para el  delincuente.  Finalizó señalando que este
delito ya está excluido pero solo en caso de reincidencia y que en otros países -
incluyendo Cuba y algunos estados de EEUU- recibe una pena tan alta como la de
presidio perpetuo.

La señora Blanco, doña Javiera, manifestó que a juicio
del  Ejecutivo  los  delitos  que  han  recibido  un  aumento  de  pena  tienen  una
gravedad mayor y aquellos que se ven excluidos de las penas sustitutivas deben
ser aquellos delitos más graves, independiente de que el robo en lugar habitado
sea un delito preocupante. Explicó que en el caso del robo de lugar habitado, en
caso de reincidencia estará excluido de las penas sustitutivas y añadió que en
caso  de  aplicarse  la  ley  N°  18.216,  esta  prevé  controles  personalizados  y
permanentes  (colocación  de  monitoreos  telemáticos,  tales  como  las  tobilleras
electrónicas) para los perfiles más graves.

El diputado señor Andrade expresó que una forma de
enfrentar el delito es la reclusión, pero existen también otros datos a tener cuenta,
por  ejemplo,  aquellas  cifras  que  muestran  que  los  niveles  de  reincidencia  se
vinculan a personas que han cumplido penas en prisión, mientras que aquellos
que cumplen penas alternativas tienen menor nivel de reincidencia.

El diputado  señor  Saffirio indicó  que  a  la  luz  de  las
circunstancias  actuales,  este  delito  ya  no  implica  solo  un  atentado  contra  la
propiedad, sino que causa un perjuicio de extensa naturaleza que afecta a las
personas que habitan en el lugar donde entra un delincuente utilizando los medios
del artículo 440 del Código Penal. Llamó a ponerse en el lugar de aquellas familias
que se han visto afectadas por el ingreso de delincuentes en su propio hogar y
manifestó su apoyo a esta indicación.

El diputado Squella reiteró que esta indicación apunta a
fortalecer el rol preventivo de esta norma, es decir, que dado el aumento del costo
de estos delitos, se reduzca la ocurrencia de los mismos. Es por eso que si bien
existen datos del contagio criminógeno, también llamó a considerar los datos del
rol preventivo general y especial de las penas, y además señaló que el efecto de
contagio debe interpretarse como una señal para mejorar la labor del Estado y no
para  evitar  reformas.  Adicionalmente,  señaló  que  hay  delitos  excluidos  de  las
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penas sustitutivas vinculados a la ley 20.000 que a su juicio son menos graves que
estos delitos. 

El diputado señor Pérez, don Leopoldo,  coincidió con
los señalado por el diputado Squella y Saffirio, y añadió que lamenta que exista
una visión que otorga una connotación menor a estos delitos, en circunstancias
que la ciudadanía hoy día exige poner estas materias en el  centro de nuestra
legislación, apuntando específicamente a la protección de la víctima y la sensación
de inseguridad de la población.

El diputado señor  Walker señaló que este  delito  tiene
una pena altísima y  efectivamente  coincidió  en  que este  delito  lesiona bienes
jurídicos más allá de la propiedad. El problema, a su juicio, es que este tipo penal
engloba dos situaciones distintas: robo en habitación con moradores y robo en
habitación sin moradores, en circunstancias de que el daño en uno y otro caso es
muy distinto. Es por ello que llamó a hacer esta distinción en la futura reforma del
Código Penal.

El diputado señor Ceroni indicó que efectivamente este
es un delito muy grave, que preocupa a la ciudadanía y que tiene asignada una
penalidad bastante alta. Respecto de la aplicación de penas alternativas, consultó
cuán efectivo ha resultado la aplicación de medidas de vigilancia en términos de
reincidencia.

La  señora  Blanco,  doña  Javiera,  señaló  que  si  se
ingresa a la morada y se ejerce violencia se incurre en otro tipo penal, por lo que
de  aprobarse  esta  indicación  existirá  la  incongruencia  de  que  el  ingreso  sin
violencia sería más grave. Además, informó que el nuevo Código Penal resuelve
esta situación mediante la fijación de rangos de penas, pero modificaciones de
este tipo pueden generar incongruencias. Informó también que las medidas de
vigilancia han tenido éxito, pero advirtió que aún es temprano para una evaluación
de las mismas.

El diputado señor Andrade destacó lo señalado por la
Ministra y enfatizó que la solución a este problema no se encontrará mediante esta
vía. Llamó a evitar los prejuicios en esta discusión y a no referirse ni apuntar a
meras "sensaciones", en vez de buscar medidas efectivas.

El  diputado  señor  Squella señaló  que  la  persecución
penal depende en parte de lo gravoso de los delitos e insistió en que es importante
el efecto preventivo para que los delincuentes descarten estos delitos. Respecto
de la incongruencia señalada por la Ministra, indicó que a su juicio ambos delitos
(también  el  artículo  436  Código  Penal)  deben  estar  excluidas  de  las  penas
sustitutivas.

Por  acuerdo  unánime  de  los  diputados  presentes,  se
acordó  complementar  la  indicación  antes  mencionada,  añadiendo  después  de
“Policías” la frase “y Gendarmería”. Sometida a votación la indicación se aprobó
por 10 votos a favor y 2 en contra. Votaron por la afirmativa la diputada señora
Turres, doña Marisol y los diputados señores Alvarado, don Miguel Ángel; Ceroni,
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don  Guillermo;  Coloma,  don  Juan  Antonio;  Cornejo,  don  Aldo;  Pérez,  don
Leopoldo; Saffirio, don René; Squella, don Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker,
don Matías. Votaron por la negativa los diputados señores Andrade, don Osvaldo
y Soto, don Leonardo.

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián,  formularon
indicación para incorporar un numeral 2) del siguiente tenor:

“2)  Intercálase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  1°,
después de la palabra “consumados”, la expresión “de homicidio de miembros de
las Policías y Gendarmería de Chile, en ejercicio de sus funciones, de aquellos”.”.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  aprobó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa las diputadas
señoras Nogueira, doña Claudia y Turres, doña Marisol y los diputados señores
Alvarado,  don  Miguel  Ángel;  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;
Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo; Saffirio, don
René; Soto, don Leonardo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

Artículo 4° (pasó a ser artículo 7°)

La diputada señorita Sabat, doña Marcela y los diputados
señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián,  formularon
indicación para incorporar un numeral 3) del siguiente tenor:

“3) Intercálase después de “Código Penal,”, la expresión
“homicidio de miembros de las policías y Gendarmería de Chile, en ejercicio de
sus funciones”.”.

Por  acuerdo  unánime  de  los  diputados  presentes,  se
acordó  complementar  la  indicación  antes  mencionada,  añadiendo  después  de
“Policías” la frase “y Gendarmería”. Sometida a votación la indicación se aprobó
por la unanimidad de los diputados presentes, agregando a continuación de la
expresión “policías” la frase “y Gendarmería de Chile”. Votaron por la afirmativa las
diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y Turres, doña Marisol y los diputados
señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;  Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don
Guillermo; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

Artículo 6° (pasó a ser artículo 9°)

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
suprimirlo.

El  asesor  del  Ministerio  del  Interior  y  Seguridad
pública, señor Juan Francisco Silva, señaló que existía una inconsistencia con
lo dispuesto en la denominada Ley Emilia, ya que esta establece una sanción a
quien no da aviso, aun cuando solo existan daños materiales. Para evitar esta
contradicción se propone esta eliminación.
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El diputado señor Walker señaló que sería conveniente
distinguir los avisos en casos de conducción en estado de ebriedad, de aquellos
que solo responden a trámites requeridos por las compañías de seguros, ya que
sería conveniente relevar a Carabineros de estos últimos, en tanto es una función
meramente administrativa. 

El señor Silva  reiteró que de acuerdo a la Ley Emilia la
única forma de cumplir la obligación es la denuncia ante Carabineros.

El diputado señor Soto señaló que es preferible rechazar
esta indicación, en atención a los argumentos expuestos por el diputado Walker,
con la salvedad de que el Ejecutivo corregirá la inconsistencia señalada durante la
tramitación en el Senado.

Sometida  a  votación  la  indicación  se  rechazó  por  la
unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la negativa la diputada señora
Nogueira,  doña  Claudia  y  los  diputados  señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;
Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y
Walker, don Matías.

Artículo 7° (pasó a ser artículo 10)

Los diputados señores Farcas, don Daniel  y Silber,  don
Gabriel, formularon indicación para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 7°.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo
8° de la ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía
Local,  la  expresión  “y,  en  casos  calificados,  que  el  tribunal  determinará  por
resolución fundada, por un Carabinero.” por un punto seguido (.)  y la siguiente
oración:

“Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos lugares en que no
sea posible otra forma de notificación, como consecuencia de la insuficiencia o
inexistencia  de  medios,  podrá  el  tribunal  encargar  que las  notificaciones sean
efectuadas por un Carabinero, en la forma señalada previamente.”.”.

El  diputado señor  Chahin,  don Fuad,  formuló indicación
para  agregar  a  continuación  de  la  oración  incorporada  por  este  artículo,  la
siguiente frase:

“Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos lugares en que no
sea posible otra forma de notificación, como consecuencia de la insuficiencia o
inexistencia  de  medios,  podrá  el  tribunal  encargar  que las  notificaciones sean
efectuadas por un Carabinero, en la forma señalada previamente.”.

El diputado señor Soto recordó que reconocer y regular
esta situación excepcionalísima fue solicitado por el Instituto de Jueces de Policía
Local y que parece razonable atender a estas circunstancias.
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El diputado  señor  Andrade fue  de  la  opinión  que  los
Juzgados están en condiciones de realizar esta notificación y además consideró
que se trata de una actuación formal que debería ser realizada por un funcionario
judicial.

Sometidas a votación ambas indicaciones se rechazaron
por 2 votos a favor, 9 en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa la
diputada señora Turres, doña Marisol y el  diputado señor Soto, don Leonardo.
Votaron  por  la  negativa  los  diputados  señores  Alvarado,  don  Miguel  Ángel;
Andrade,  don  Osvaldo;  Ceroni,  don  Guillermo;  Coloma,  don  Juan  Antonio;
Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo; Saffirio, don René; Trisotti, don Renzo y
Walker, don Matías. Se abstuvo la diputada señora Nogueira, doña Claudia.

***************

S.E. la Presidenta de la República formuló indicación para
agregar el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 85
del Código Procesal Penal, los funcionarios policiales señalados en el artículo 83
del  mismo  Código  podrán  controlar  la  identidad  de  cualquier  persona  que  se
encuentre  en  las  inmediaciones  o  en  lugares  que,  por  su  naturaleza  o
circunstancias específicas, se encuentren expuestos a un mayor peligro para la
seguridad y el orden público, o en lugares donde existan grandes aglomeraciones
de personas que puedan provocar riesgos para la vida, integridad física, propiedad
u otras garantías constitucionales. En la práctica de la identificación se deberán
respetar la igualdad de trato y no discriminación.

Durante este mismo procedimiento,  las policías deberán
actuar conforme a lo dispuesto en los incisos tercero y siguientes del artículo 85
del Código Procesal Penal, salvo respecto al registro de vestimentas, equipaje o
vehículo, el que solo podrá realizarse con el objeto de precaver que el controlado
porte  consigo  algún  arma,  dispositivo  o  elemento  que  ponga  en  peligro  la
seguridad de la policía o el orden público. El plazo establecido en el inciso sexto
del artículo 85 del Código Procesal Penal no podrá extenderse más allá de cuatro
horas.

Las  policías  deberán  elaborar  un  procedimiento
estandarizado de reclamo para ser implementado en cada unidad policial,  que
permita  a  aquellas  personas  que  estimaren  haber  sido  objeto  del  ejercicio
arbitrario del control  de identidad del  presente artículo,  formular su reclamo de
conformidad a las normas administrativas, sin perjuicio de la responsabilidad penal
que procediere. 

Dichas  instituciones  deberán,  además,  publicar
bimensualmente  en  su  página  web,  estadísticas  de  la  cantidad  de  reclamos
formulados  en  virtud  del  inciso  anterior,  desagregada  por  sexo,  edad  y
nacionalidad.  La  misma  información,  además  de  los  avances  y  resultados  de
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dichos reclamos, deberá también ser remitida  al Ministerio del Interior y Seguridad
Pública. 

También deberán publicar semestralmente el  número de
controles de identidad practicados en virtud del presente artículo, desagregados
por sexo, edad y nacionalidad. 

Junto con lo anterior, las policías deberán dar cuenta, a lo
menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública acerca de la
frecuencia  y  lugares  en  que  se  concentra  la  mayor  cantidad  de  controles  de
identidad por sexo, edad y nacionalidad. Asimismo, deberán informar la cantidad
de  detenciones  por  flagrancia  que  dieren  origen  en  virtud  de  su  práctica,
desagregada por tipo de delito y las variables antes señaladas, de conformidad a
lo dispuesto en la ley 20.502.”.

Las diputadas señoras Nogueira,  doña Claudia y Sabat,
doña  Marcela  y  los  diputados  señores  Farcas,  don  Daniel;  Fuenzalida,  don
Gonzalo;  Pérez,  don  Leopoldo;  Silber,  don  Gabriel  y  Squella,  don  Arturo,
formularon indicación  a la  proposición del  Ejecutivo,  para agregar  en el  inciso
primero, los siguientes cambios:

a) reemplazar la expresión “las inmediaciones” por “zonas
residenciales”; y

b)  agregar  después  de  “discriminación”  la  palabra
“arbitraria”

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Gutiérrez,  don  Hugo;  Monckeberg,  don  Cristián;
Saffirio,  don  René;  Soto,  don  Leonardo  y  Walker,  don  Matías,  formularon
indicación  para  agregar  el  siguiente  inciso  segundo  al  artículo  12,  nuevo,
propuesto en la indicación del Ejecutivo:

“La  facultad  dispuesta  en  el  inciso  anterior,  podrá  ser
ejercida sólo si previamente el personal policial exhibe su placa y se identifica.”.

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Carmona,
don  Lautaro;  Ceroni,  don  Guillermo;  Chahin,  don  Fuad;  Farcas,  don  Daniel;
Saffirio, don René y Walker, don Matías, formularon indicación para incorporar un
artículo 12, nuevo:

“Artículo  12.-  En  cumplimiento  de  las  funciones  de
resguardo del orden público y la seguridad pública, y sin perjuicio de lo señalado
en el artículo 85 del Código Procesal Penal, los funcionarios policiales señalados
en el  artículo  83 del  mismo Código podrán controlar  la  identidad de cualquier
persona en el lugar en que se encontrare, por cualquier medio de identificación
expedido por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir y
pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para
identificarse.
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En la práctica de la identificación se deberán respetar la
igualdad de trato y no discriminación arbitraria.

En el ejercicio de esta facultad los funcionarios policiales
deberán exhibir  su placa e identificarse. Si  la persona se niega a acreditar su
identidad  o  si  habiendo  recibido  las  facilidades  del  caso  no  le  fuere  posible
hacerlo,  la  policía la  conducirá  a la  unidad policial  más cercana para fines de
identificación.

El  conjunto  de  procedimientos  detallados
precedentemente  no deberá  extenderse por  un  plazo superior  a  cuatro  horas,
transcurridas las cuales deberá ser puesta en libertad. En caso de que la persona
mantenga órdenes de detención pendientes, la policía procederá a su detención,
de conformidad a lo establecido en el artículo 129 del Código Procesal Penal.

Las  policías  deberán  elaborar  un  procedimiento
estandarizado de reclamo para ser implementado en cada unidad policial,  que
permita  a  aquellas  personas  que  estimaren  haber  sido  objeto  del  ejercicio
arbitrario del control  de identidad del  presente artículo,  formular su reclamo de
conformidad a las normas administrativas, sin perjuicio de la responsabilidad penal
que procediere.

Dichas  instituciones  deberán,  además,  publicar
bimensualmente  en  su  página  web,  estadísticas  de  la  cantidad  de  reclamos
formulados  en  virtud  del  inciso  anterior,  desagregada  por  sexo,  edad  y
nacionalidad.  La  misma  información,  además  de  los  avances  y  resultados  de
dichos reclamos, deberá también ser remitida al Ministerio del Interior y Seguridad
Pública. 

También deberán publicar semestralmente el  número de
controles de identidad practicados en virtud del presente artículo, desagregados
por sexo, edad y nacionalidad.

Junto con lo anterior, las policías deberán dar cuenta, a lo
menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública acerca de la
frecuencia  y  lugares  en  que  se  concentra  la  mayor  cantidad  de  controles  de
identidad por sexo, edad y nacionalidad. Asimismo, deberán informar la cantidad
de  detenciones  por  flagrancia  que  dieren  origen  en  virtud  de  su  práctica,
desagregada por tipo de delito y las variables antes señaladas, de conformidad a
lo dispuesto en la ley 20.801.”.

La señora Blanco, doña Javiera, señaló que el Ejecutivo
apoya  esta  indicación  en  el  contexto  que  busca  diferenciar  las  funciones  de
persecución penal propiamente tal, de las funciones preventivas. Tratándose de
estas  últimas,  tiene  sentido  que  se  regulen  fuera  del  Código  Procesal  Penal,
entregando una facultad amplia a las policías para controlar  la identidad, pero
incorporando  elementos  de  control  como  la  identificación  de  la  placa,  la
presentación de reclamos, la entrega de información respecto a la cantidad de
reclamos  y  cantidad  de  controles,  etc.  Este  cúmulo  de  controles  genera  el
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contrapeso suficiente a esta facultad preventiva disuasiva, que por no tratarse de
facultades de persecución debe regularse fuera del Código Procesal Penal.

El diputado  señor  Coloma planteó  la  posibilidad  de
agregar el resguardo del orden público "y de la seguridad", para permitir que en
cualquier  momento  se  pueda  realizar  este  control  preventivo.  Los  autores
estuvieron de acuerdo con esta enmienda.

La diputada señora Nogueira, doña Claudia, manifestó
sus dudas respecto a la publicación de reclamos, dado que para fiscalizar esta
facultad deberían publicarse las eventuales sanciones que se generen y no los
meros  reclamos.  Señaló  que  está  de  acuerdo  con  establecer  medidas  de
transparencia, pero a su juicio debe ser respecto de las conductas que deriven
efectivamente en sanciones.

La señora  Blanco,  doña  Javiera, señaló  que  este
registro  busca generar  un  indicador  más,  tal  y  como se registran  también  las
denuncias ante Carabineros. 

El diputado señor Coloma justificó su voto agradeciendo
la acogida de la propuesta de la Comisión de Seguridad Ciudadana que entrega
facultades para que las policías realicen controles preventivos.

El diputado señor Saffirio fundamentó su voto dado que
esta indicación logra el equilibrio entre la facultad de control y el resguardo de las
garantías ciudadanas.

El diputado  señor  Soto señaló  que  esta  indicación
mejora el contenido aprobado en la Comisión de Seguridad Ciudadana en tanto
incorpora los controles que se prevén en la mayoría de los países democráticos.

Sometida  a  votación  la  indicación  de  los  diputados
señores Andrade, Carmona, Ceroni; Farcas, Saffirio y Walker, que incorpora un
artículo  12,  nuevo,  se  aprobó  por  la  unanimidad  de  los  diputados  presentes,
reemplazando en el inciso primero la expresión “público” por la frase “y seguridad
pública”. Votaron por la afirmativa la diputada señora Nogueira, doña Claudia y los
diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Carmona, don
Lautaro;  Chahin,  don  Fuad;  Coloma,  don  Juan  Antonio;  Farcas,  don  Daniel;
Monckeberg, don Cristián; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo; Squella, don
Arturo; Trisotti y Walker, don Matías.

Se dieron por rechazadas, con la misma votación, todas
las otras indicaciones.

*********************

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don
Guillermo; Chahin, don Fuad; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker,
don Matías, formularon indicación para incorporar el  siguiente artículo segundo
transitorio, nuevo:
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“Artículo  segundo  transitorio.-  El  artículo  10  tendrá  una
vigencia de tres años, contados desde la publicación de la presente ley, al término
de la cual se evaluarán los efectos de su aplicación.”

El  diputado  señor  Saffirio explicó  que  el  artículo  10°
aprobado implica una serie de restricciones a la libertad personal  en cualquier
lugar del país, es por ello que como contrapartida resulta razonable establecer un
mecanismo  de  control,  no  solo  a  través  de  registros  de  reclamos,  sino  un
mecanismo para hacer efectiva la responsabilidad política de quien recibirá estos
reclamos. De ahí la evaluación luego de un plazo de 3 años de este mecanismo.
Añadió que este mecanismo no es excepcional y se prevé en una infinidad de
normas. Puntualizó además, que no se trata de una falta de credibilidad de la labor
de  Carabineros,  sino  de  asegurar  el  debido  equilibrio  entre  restricciones  de
libertades y mecanismos de control.

El diputado señor Walker coincidió con esta indicación,
ya que el control  aprobado es muy amplio, por lo que resulta importante exigir
también resultados y eficiencia, para asegurar que la norma está efectivamente
cumpliendo su objetivo.

El diputado señor Coloma señaló que no coincide con
establecer una "letra chica" a tan solo horas de aprobado el control de identidad,
más aún cuando en la sesión de ayer no se dijo nada de introducir una norma
como esta. Es por ello que enfatizó que no está de acuerdo con establecer esta
"fecha de caducidad".

El  diputado  señor  Andrade puntualizó  que  esta
indicación no tiene que ver con una revisión de la actuación de Carabineros, sino
que  dado  que  la  lucha  contra  la  delincuencia  es  tarea  del  Estado,  resulta
razonable establecer  un mecanismo de evaluación del  Estado en su conjunto,
para determinar la efectividad de este mecanismo. 

El diputado señor Ceroni coincidió  en que este es un
mecanismo excepcional, por lo que no puede ser indefinido y debe estar sujeto a
evaluación, para determinar su eficiencia y su compatibilidad con el pleno ejercicio
de los derechos ciudadanos.

La diputada señora Turres, doña Marisol, señaló que no
entiende porqué la  evaluación  debe ir  de  la  mano de una norma derogatoria.
Señaló que si la evaluación es positiva, luego de 3 años tendrá que renovarse, lo
que parece absurdo.  En definitiva,  si  bien está de acuerdo con evaluar,  no le
parece correcto establecer una norma derogatoria.

La diputada señora Nogueira, doña Claudia, manifestó
su rechazo a esta "fecha de vencimiento" a una norma que fue unánimemente
aprobada en la sesión de ayer.  Insistió que este control  quiso confundirse,  de
forma errada, con la detención por sospecha y hoy se busca debilitar mediante
esta indicación.



92

El  diputado  Monckeberg,  don Cristián, señaló  que el
control  aprobado  se  basta  por  si  solo  en  cuanto  a  su  fiscalización,  control  y
medidas de transparencia, por lo que no coincide con la necesidad de establecer
esta evaluación luego de tres años. Indicó además que esto no se mencionó en el
debate de ayer.

El diputado señor Cornejo indicó que el  Ministerio del
Interior debe evaluar de forma permanente el funcionamiento de las instituciones
policiales, por lo que en su opinión debe ser el Ministro del Interior el encargado de
fiscalizar y evaluar estos mecanismos, y en caso de que no cumpla con su labor,
existen las herramientas para hacer valer su responsabilidad política. A su juicio,
esta indicación traslada la responsabilidad del Ministro a la Cámara de Diputados,
si bien comparte el loable propósito de evaluar esta norma.

El diputado señor Saffirio aclaró que no es la Cámara de
Diputados quien se reserva la facultad de fiscalización, y en este sentido explicó
que el insumo de evaluación será precisamente el registro y la evaluación que
lleve  a  cabo  el  poder  Ejecutivo  del  momento,  y  en  caso  de  que  se  evalúe
favorablemente,  será  el  mismo  Ejecutivo  quien  tendrá  que  enviar  la
correspondiente prorroga.

El diputado  señor  Andrade propuso  que  se  corrija
estableciendo que el Ministerio del Interior informe luego de tres años al Congreso
de la evaluación formal de este mecanismo.

El diputado  señor  Coloma señaló  que  siguiendo  está
lógica correspondería introducir en cada ley que otorga facultades, evaluaciones y
derogaciones. Insistió en que una norma como esta no es más que una "letra
chica" que invalida la fuerza de la norma aprobada y atenta contra su real espíritu.

El  Subsecretario  de  Prevención  del  Delito,  señor
Antonio Frey estimó que es fundamental evaluar toda política pública y facultad,
más aun considerando que se han realizado múltiples reformas en este ámbito en
el  último tiempo.  Sobre establecer  un deber  de informar le  pareció que no es
contradictorio con la norma y estimó que fortalece el  compromiso de equilibrar
seguridad y vigencia de derechos individuales.

Sometida a votación la indicación se rechazó por 5 votos a
favor y 7 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Andrade, don
Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker,
don Matías. Votaron en contra las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y
Turres, doña Marisol y los diputados señores Alvarado, don Miguel Ángel; Coloma,
don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo; Pérez, don Leopoldo y Trisotti, don Renzo.

Los diputados señores Andrade, don Osvaldo y Walker,
don Matías, formularon indicación para agregar un artículo segundo transitorio del
siguiente tenor: 

“Artículo  segundo transitorio.-  El  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad  Pública  informará  semestralmente  al  Senado  y  a  la  Cámara  de
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Diputados, por medio de las comisiones que estas corporaciones designen, acerca
de los avances y resultados de la aplicación de las facultades contempladas en el
artículo 10.”.

Sometida a votación la indicación se aprobó por 7 votos a
favor y 5 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Alvarado, don
Miguel Ángel; Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Cornejo, don Aldo;
Saffirio, don René; Soto, don Leonardo y Walker, don Matías. Votaron en contra
las  diputadas  señoras  Nogueira,  doña  Claudia  y  Turres,  doña  Marisol  y  los
diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Pérez, don Leopoldo y Trisotti, don
Renzo.

III.- MODIFICACIONES O ENMIENDAS PROPUESTAS AL TEXTO APROBADO
POR LA COMISIÓN DE SEGURIDAD CIUDADANA.

Como  consecuencia  de  los  acuerdos  adoptados  por
vuestra  Comisión  de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y  Reglamento,  se
introducen las siguientes modificaciones o enmiendas:

Artículo 1°

N°1)

Lo reemplazó por el siguiente:

“1) Reemplázase el artículo 433 por el que sigue:

“Artículo  433.-  El  culpable  de  robo  con  violencia  o
intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar
antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de
cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1°.  Con presidio  mayor  en su grado máximo a presidio
perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere, además,
homicidio o violación.

2°.  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio  a  presidio
mayor en su grado máximo cuando, con motivo u ocasión del robo se cometiere,
además, alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N°
1°  o cuando las víctimas fueren retenidas bajo rescate o por un lapso mayor a
aquel que resulte necesario para la comisión del delito.

3°  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio  cuando  se
cometieren lesiones de las que trata el N° 2° del artículo 397.”.”.

N°2)

Lo reemplazó por el siguiente:
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“2)  Agréganse  los  siguientes  artículos  449  y  449  bis,
nuevos:

“Artículo  449.-  Para  determinar  la  pena  de  los  delitos
comprendidos en los párrafos 1 a 4 bis y en el artículo 456 bis A, con excepción de
aquellos contemplados en los artículos 438, 448 inciso 1° y 448 quinquies, no se
considerará  lo  establecido  en  los  artículos  65  a  69  del  presente  Código  y  se
aplicarán las reglas que a continuación se señalan:

1ª. Dentro del límite del grado o grados señalados por la
ley como pena al delito, el tribunal determinará la cuantía de la pena en atención al
número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes concurrentes, así
como  la  mayor  o  menor  extensión  del  mal  causado,  fundamentándolo  en  su
sentencia.

2ª.  En  el  caso  de  un  condenado  por  simple  delito,
reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los
numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la pena de
conformidad a lo dispuesto en la regla anterior, dentro del grado inmediatamente
superior  al  señalado  por  la  ley.  En  el  caso  de  un  condenado  por  crimen,
reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en los
numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la pena de
conformidad a lo dispuesto en la regla 1ª, excluyendo el grado mínimo de la pena,
si ésta es compuesta o la mitad inferior, si consta de un solo grado.

Artículo  449  bis.-  Tratándose  del  delito  previsto  en  el
artículo 456 bis A, se impondrá el  grado máximo de la pena establecida en el
inciso primero de la referida disposición, si  el  valor de lo receptado excede de
cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

El juez podrá aumentar la pena en un grado si el delito
fuere cometido por una agrupación u organización la que se calificará en atención
a la cantidad de sus miembros, su dotación de recursos y medios, así como su
capacidad  de  planificación  e  incidencia  sostenida  en  el  tiempo.  Cuando  la
organización se hubiere formado a través de una persona jurídica, se impondrá,
además, como consecuencia accesoria a la pena impuesta sobre los responsables
individuales, la disolución o la cancelación de la personalidad jurídica.”.”.

***************

Le agregó el siguiente numeral 3), nuevo:

“3) Agrégase el siguiente artículo 456 bis B, nuevo:

“Artículo  456 bis  B.-  Las personas naturales  o  jurídicas
que desarrollen actividades de comercio o reparación de objetos nuevos o usados,
arrendamiento  o  desarmaduría  de  vehículos  motorizados,  la  compraventa  de
joyas, metales preciosos u otros accesorios similares, deberán llevar un registro
documental e información sobre la fecha de adquisición. Para estos efectos, los
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funcionarios policiales podrán exigir las guías de libre tránsito, boleta, factura o
guía de despacho correspondientes a efectos de acreditar el dominio, posesión o
legítima tenencia de las especies. Ante la imposibilidad de acreditar dicho dominio,
posesión o legítima tenencia, según corresponda, por carecer de los mencionados
documentos  o  por  negarse  a  su  exhibición,  los  funcionarios  policiales  se
incautarán de las especies, sus partes y del medio de transporte, dando aviso a la
fiscalía correspondiente para el inicio de la investigación que proceda, y al Servicio
de Impuestos Internos ante un eventual delito tributario.”.”.

Artículo 2°

N°1

Lo modificó en el siguiente sentido:

a)  Sustituyó  el  punto  y  coma  (;)  que  sigue  a  las
expresiones “caracteres de delito” por un punto seguido (.).

b) Agregó a continuación del punto seguido (.), la siguiente
frase: “En este último caso, antes de practicar la diligencia deberá dar cuenta al
Ministerio Público. Si esto no fuere posible lo hará inmediatamente después de
practicada dicha diligencia.”.

****************

Le agregó el siguiente numeral 2), nuevo:

“2) Modifícase el artículo 85 en el siguiente sentido: 

a)  Reemplázase  en  el  inciso  primero  la  frase  “existen
indicios”, por la oración “exista algún indicio”.

b) Elimínase la frase que sigue a la oración “disimular su
identidad.”. 

c)  Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero,
nuevos:

“Procederá  también tal  solicitud  cuando los  funcionarios
policiales tengan algún antecedente que les permita inferir que una determinada
persona tiene alguna orden de detención pendiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona
se  encontrare,  por  medio  de  documentos  de  identificación  expedidos  por  la
autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El
funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir
estos instrumentos.”.



96

d)  Reemplázase  en  el  actual  inciso  segundo,  que  ha
pasado a ser cuarto, la frase “sin necesidad de nuevos indicios”, por la oración “sin
necesidad de nuevo indicio”.

N°2

Lo suprimió.

****************

Le agregó el siguiente numeral 3), nuevo:

“3) Agrégase al artículo 86 el siguiente inciso segundo:

“Queda absolutamente prohibido el ejercicio del control de
identidad cuando se funde en los motivos indicados en el  artículo 2° de la ley
N°20.609.”.”.

N°3 (pasó a ser N°4)

Le agregó al párrafo que se añade al inciso primero del
artículo 127 del Código Procesal Penal, la siguiente oración final:

“Asimismo, podrá entenderse razón suficiente para ello el
reconocimiento efectuado por el imputado ante el fiscal o la policía, en presencia
de  su  defensor,  de  su  participación  en  los  hechos  investigados,  o  bien,  su
identificación  o  reconocimiento  como  presunto  responsable  conste  en  los
resultados de una prueba científica, a través de medios visuales o audiovisuales o
se haya practicado mediante la realización de la diligencia de reconocimiento.”.

N°4 (pasó a ser N°5)

Se introdujeron las siguientes enmiendas:

a) En la signada con la letra a), que agrega una oración
final al inciso segundo del artículo 129 del Código Procesal Penal, se añadió, a
continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente oración:
“dando cumplimiento a lo señalado en el inciso segundo del artículo 89 de este
Código.”.

b) La signada con la letra b) se reemplazó por la siguiente:

“b) Reemplázase en su inciso quinto la expresión “, para el
solo efecto de practicar la respectiva detención” por “, para practicar la respectiva
detención. En el mismo acto, la policía podrá registrar el lugar, levantar evidencia
e incautar los objetos y documentos que encontrare, dando aviso de inmediato al
fiscal, quien los conservará.”.”.

N°5 (pasó a ser N°6)



97

Lo reemplazó por el siguiente:

“6) Modifícase el artículo 132 en el siguiente sentido:
a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto

aparte (.)  que pasa a ser  punto seguido (.)  la siguiente frase:  “No obstante lo
anterior, tratándose de los delitos señalados en el artículo 132 bis, el juez podrá
suspender la audiencia por un plazo breve y perentorio no superior a dos horas, a
fin de permitir la concurrencia del fiscal o su abogado asistente. Transcurrido este
plazo  sin  que  concurriese  ninguno  de  ellos,  se  procederá  a  la  liberación  del
detenido.”.

b)  Para  agregar  un  inciso  segundo,  nuevo,  pasando  el
inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente, del siguiente tenor: “En todo
caso, el juez deberá comunicar la ausencia del fiscal o su abogado asistente al
fiscal  regional  respectivo a la  mayor  brevedad,  con el  objeto  de determinar  la
eventual responsabilidad disciplinaria que correspondiere.”.”.

*****************

Le agregó el siguiente numeral 7), nuevo:

“7) Sustitúyase en el artículo 132 bis la expresión “y los de
la  ley  N°  20.000  que  tengan  pena  de  crimen”  por  “en  las  leyes  N°17.798  y
N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración,
mutilación y lesiones, con excepción en este último caso, de las lesiones leves y
menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y
de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones.”.”.

N°6 (pasó a ser N°8)

Lo modificó en el siguiente sentido:

a)  Elimínase  en  el  inciso  séptimo,  nuevo,  la  oración
“Además,  tendrá  en  consideración  la  existencia  de  reiteradas  detenciones
anteriores.”.

b) Reemplázase el inciso octavo, nuevo, por el siguiente:

“Para  efectos  del  inciso  anterior,  sólo  se  considerarán
aquellas órdenes de detención pendientes que se hayan emitido para concurrir
ante un tribunal, en calidad de imputado.”.

*****************

Le agregó los siguientes numerales 9) y 10), nuevos:

“9) Reemplazase en el inciso segundo del artículo 149 la
expresión “y los de la ley N° 20.000, que tengan pena de crimen” por “en las leyes
N°17.798 y N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio,
castración,  mutilación  y  lesiones,  con  excepción  en  este  último  caso,  de  las
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lesiones leves y menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de
Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones.”.”.

“10) Reemplazase en el inciso sexto del artículo 150, la
expresión “con pena de crimen en la ley N° 20.000” por “en las leyes N°17.798 y
N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de homicidio, castración,
mutilación y lesiones, con excepción en este último caso, de las lesiones leves y
menos graves, contra miembros de Carabineros, de la Policía de Investigaciones y
de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus funciones”.

N°7 (pasó a ser N°11)

Se reemplazó la expresión “cinco” por “tres”.

******************

Le agregó el siguiente numeral 12), nuevo:

“12) Modifícase el inciso segundo del artículo 183, en el
siguiente sentido:

a) Agrégase a continuación de la expresión “solicitud” la
frase “o no se pronunciare”.

b) Incorpórese a continuación de la expresión “reclamar” la
frase “dentro del plazo de diez días contados desde el rechazo o desde la fecha
de recepción de la solicitud, según sea el caso,”.”.

********************

N°8 (pasó a ser N°13)

Lo modificó en la siguiente forma:

a) Intercálase entre la expresión “o que” y la oración “se
está procediendo a la destrucción”, la frase “exista algún indicio de que”.

b) Reemplázase la frase que va a continuación de “o los
que de él provinieren.” y que se extiende hasta el punto final (.), por la siguiente:

“En este  último caso,  para  la  validez  de esta  diligencia
deberá  procederse  a  su  registro  grabado,  mediante  el  uso  de  medios
audiovisuales, los que deberán acompañarse en la respectiva acta a la que hace
referencia el inciso siguiente.”.

N°9

Se suprimió.
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****************
Le agregó los siguientes numerales 14) y 15), nuevos:

“14) Intercálase un inciso segundo, nuevo, al artículo 395
del siguiente tenor:

“En los casos de los delitos señalados en el artículo 449
del Código Penal, el fiscal podrá solicitar una pena inferior en un grado al mínimo
de los señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo establecido en las
reglas 1° y 2° del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.”.

“15) Intercálase un inciso cuarto, nuevo, al artículo 407 del
siguiente tenor:

“Sin  perjuicio  de  lo  señalado  en  los  incisos  anteriores,
respecto  de  los  delitos  señalados  en  el  artículo  449  del  Código  Penal,  si  el
imputado acepta expresamente los hechos y los antecedentes de la investigación
en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el querellante, según
sea  el  caso,  podrá  solicitar  una  pena  inferior  en  un  grado  al  mínimo  de  los
señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo establecido en las reglas
1° o 2° del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.”.

*******************

Le intercaló los siguientes artículos 3°,  4° y 5°,  nuevos,
adecuándose el orden correlativo de los demás artículos:

“Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al
Código de Justicia Militar:

1) Modifícase el artículo 416 bis, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su número 1, la frase “presidio mayor
en su grado medio”, por “presidio mayor en su grado medio a máximo”.

b) Suprímese, en el número 2, la frase “presidio menor en
su grado máximo a”.

c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de seis a
once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 416 ter por el siguiente:

“Artículo  416  ter.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un Carabinero en el
ejercicio de sus funciones, se aplicarán  las penas que siguen:
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1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere
víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere
víctima del delito establecido en el inciso 1° del artículo 396, y

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando  lo
fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396.”.”.

“Artículo  4°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones
en el Decreto Ley N° 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de la Policía de
Investigaciones de Chile:

1) Modifícase el artículo 17 bis en el siguiente sentido: 

a)  Intercálase  en  el  numeral  1°  a  continuación  de  la
expresión “grado medio”, la expresión “a máximo”. 

b) Elimínase en el numeral 2°, la frase “presidio menor en
su grado máximo a“.

c) Elimínase en el numeral 4° la oración “, o multa de seis
a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 17 ter por el siguiente:

“Artículo  17  ter.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un funcionario de la
Policía de Investigaciones en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas
que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere
víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere
víctima del delito consignado en el inciso 1° del artículo 396, y

3° Con presidio  menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396”.”.

“Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al
decreto ley N°2.859:

1) Modifícase el artículo 15 B en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su número 1, la frase “presidio mayor
en su grado medio” por “presidio mayor en su grado medio a máximo”.

b) Suprímese en el número 2, la frase “presidio menor en
su grado máximo a”.
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c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de seis a
once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 15 C por el siguiente:

“Artículo  15  C.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del  Código Penal  sea un miembro de
Gendarmería de Chile en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán las penas que
siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando fuere
víctima del delito establecido en el artículo 395.

2° Con presidio mayor en su grado medio, cuando fuere
víctima del delito establecido en el inciso primero del artículo 396, y

3° Con presidio  menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso segundo del artículo 396.”.”.

******************

Artículo 3° (pasó a ser artículo 6°)

Se le agregaron los siguientes numerales 1) y 2), nuevos,
pasando los números 1, 2, 3 y 4 a ser 3, 4, 5 y 6, respectivamente:

1) Sustitúyese en el  artículo 1° la expresión “y 391” por
“391 y 440”.

“2)  Intercálase  en  el  inciso  segundo  del  artículo  1°,
después de la palabra “consumados”, la expresión “de homicidio de miembros de
las Policías y Gendarmería de Chile, en ejercicio de sus funciones, de aquellos”.”.

Artículo 4° (pasó a ser artículo 7°)

Se le agregó el siguiente numeral 3, nuevo:

“3) Intercálase después de “Código Penal,”, la expresión
“homicidio de miembros de las policías y Gendarmería de Chile, en ejercicio de
sus funciones”.”.

***************

Se agregó el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo  12.-  En  cumplimiento  de  las  funciones  de
resguardo del orden y la seguridad pública, y sin perjuicio de lo señalado en el
artículo 85 del Código Procesal Penal, los funcionarios policiales señalados en el
artículo 83 del mismo Código podrán controlar la identidad de cualquier persona
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en el lugar en que se encontrare, por cualquier medio de identificación expedido
por  la  autoridad  pública,  como  cédula  de  identidad,  licencia  de  conducir  y
pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para
identificarse.

En la práctica de la identificación se deberán respetar la
igualdad de trato y no discriminación arbitraria.

En el ejercicio de esta facultad los funcionarios policiales
deberán exhibir  su placa e identificarse. Si  la persona se niega a acreditar su
identidad  o  si  habiendo  recibido  las  facilidades  del  caso  no  le  fuere  posible
hacerlo,  la  policía la  conducirá  a la  unidad policial  más cercana para fines de
identificación.

El  conjunto  de  procedimientos  detallados
precedentemente  no deberá  extenderse por  un  plazo superior  a  cuatro  horas,
transcurridas las cuales deberá ser puesta en libertad. En caso de que la persona
mantenga órdenes de detención pendientes, la policía procederá a su detención,
de conformidad a lo establecido en el artículo 129 del Código Procesal Penal.

Las  policías  deberán  elaborar  un  procedimiento
estandarizado de reclamo para ser implementado en cada unidad policial,  que
permita  a  aquellas  personas  que  estimaren  haber  sido  objeto  del  ejercicio
arbitrario del control  de identidad del  presente artículo,  formular su reclamo de
conformidad a las normas administrativas, sin perjuicio de la responsabilidad penal
que procediere.

Dichas  instituciones  deberán,  además,  publicar
bimensualmente  en  su  página  web,  estadísticas  de  la  cantidad  de  reclamos
formulados  en  virtud  del  inciso  anterior,  desagregada  por  sexo,  edad  y
nacionalidad.  La  misma  información,  además  de  los  avances  y  resultados  de
dichos reclamos, deberá también ser remitida al Ministerio del Interior y Seguridad
Pública. 

También deberán publicar semestralmente el  número de
controles de identidad practicados en virtud del presente artículo, desagregados
por sexo, edad y nacionalidad.

Junto con lo anterior, las policías deberán dar cuenta, a lo
menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública acerca de la
frecuencia  y  lugares  en  que  se  concentra  la  mayor  cantidad  de  controles  de
identidad por sexo, edad y nacionalidad. Asimismo, deberán informar la cantidad
de  detenciones  por  flagrancia  que  dieren  origen  en  virtud  de  su  práctica,
desagregada por tipo de delito y las variables antes señaladas, de conformidad a
lo dispuesto en la ley 20.502.”.

Disposiciones transitorias

Se agregó el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:
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“Artículo  segundo transitorio.-  El  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad  Pública  informará  semestralmente  al  Senado  y  a  la  Cámara  de
Diputados, por medio de las comisiones que estas corporaciones designen, acerca
de los avances y resultados de la aplicación de las facultades contempladas en el
artículo 12.”.

*****************
IV.- INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES.

Se rechazaron las siguientes indicaciones:

1.-  De  la  diputada  señorita  Sabat,  doña  Marcela  y  los
diputados señores Coloma, don Juan Antonio;  Farcas,  don Daniel;  Fuenzalida,
don Gonzalo; Monckeberg, don Cristián; Squella, don Arturo y Trisotti, don Renzo,
para incorporar al artículo 1° un numeral 1) nuevo, pasando el actual a ser 2) y así
sucesivamente:

“1) Intercálese en el Título VI, Libro Segundo del Código
Penal, a continuación del artículo 268 quinquies, el siguiente párrafo 1 ter:

1 ter. Atentados contra los miembros de las Policías.

Artículo 268 sexies.-  El que matare a un policía o a un
miembro  de  Gendarmería  de  Chile  que  se  encontrase  en  el  ejercicio  de  sus
funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a
presidio perpetuo calificado.

Cuando  las  conductas  señaladas  en  el  inciso  anterior,
fuesen cometidas por sujetos ocultando su identidad o por sujetos que actuaren en
grupo, en despoblado, o mediando recompensa, se aplicará el  máximum de la
pena asignada.

Artículo 268 septies.- El que hiera, golpee o maltrate de
obra a un policía o a un miembro de Gendarmería de Chile en ejercicio de sus
funciones, será castigado:

1°. Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si
de resultas de las lesiones quedare el ofendido demente, inútil  para el  trabajo,
impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.

2°.  Con presidio  menor en su grado máximo a presidio
mayor en su grado mínimo, si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o
incapacidad para el trabajo por más de treinta días.

3°. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le
causare lesiones menos graves.



104

4°. Con presidio menor en su grado mínimo, o multa de
dos a diez unidades tributarias mensuales si le ocasionare lesiones leves o no le
produce lesión alguna.

Artículo  268  octies.-  Las  penas  establecidas  en  los
artículos 395 y 396, serán aumentadas en un grado cuando la víctima sea un
miembro  de  las  policías  o  de  Gendarmería  de  Chile  en  el  ejercicio  de  sus
funciones.

Artículo 268 nonies.- El que amenazare en los términos de
los artículos 296 y 297 a un policía o a un miembro de Gendarmería de Chile, con
conocimiento  de  su  calidad  de  tal,  sufrirá  el  máximum  de  la  pena  en  ellos
señalada.

Artículo 268 decies.- El que a sabiendas del carácter de
policía o de gendarme de la víctima, y en razón de ello, le causare la muerte o le
infringiere  lesiones,  se  le  aplicará  el  mínimum de las  penas señaladas en los
artículos  268  sexies,  268  septies  y  268  octies,  cuando  el  ofendido  no  se
encontrase en ejercicio de sus funciones.”.”.

2.- De la diputada señorita Sabat, doña Marcela y de los
diputados  señores  Fuenzalida,  don Gonzalo  y  Monckeberg,  don Cristián,  para
incorporar en el artículo 1° un numeral 2) nuevo, pasando el actual a ser 3) y así
sucesivamente:

“2) Incorporase un artículo 441 del siguiente tenor:

“Artículo 441.-  Las conductas sancionadas en el  artículo
anterior serán castigadas con la pena de presidio mayor en su grado medio, si al
momento de la perpetración de delito se encontrasen moradores al  interior  del
inmueble o en sus dependencias,  o  cuando el  delincuente  inutilizase alarmas,
cámaras, o cualquier otro medio de vigilancia o protección.

Para  efectos  de  lo  señalado  en  el  inciso  anterior,  se
entenderá  comprendido  dentro  del  concepto  de  medio  de  protección  a  los
animales destinados para el resguardo del inmueble o sus dependencias.”.”.

3.- De la diputada señora Turres, doña Marisol y de los
diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don
Renzo, para agregar al artículo 449 del Código Penal, propuesto en el N°2) del
artículo 1°, el siguiente inciso final:

“En el caso que los condenados por los delitos del párrafo
2 del presente título, en los cuales concurra la circunstancia agravante del artículo
12 N° 6,  y  que merezcan pena de crimen,  la  ejecución de la  pena sustitutiva
quedara en suspenso por un año, debiendo cumplir el condenado, durante dicho
plazo, de manera efectiva la pena privativa de libertad impuesta en la condena”.

4.- De S.E. la Presidenta de la República para reemplazar
el artículo 449 bis, propuesto en el numeral 2) del artículo 1°, por el siguiente:
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“Artículo 449 bis.- Se impondrá la pena de presidio mayor
en  su  grado  mínimo  cuando  la  cuantía  de  lo  robado  o  receptado  exceda  de
cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a menos que el hecho constituya
uno  de  los  crímenes  señalados  en  el  párrafo  2°  anterior,  en  cuyo  caso  se
impondrá la pena prevista para cada delito, con exclusión de su grado mínimo.”.

5.- De S.E. la Presidenta de la República para incorporar
en el artículo 1°, el siguiente número 4), nuevo:

“4) Agrégase el siguiente número 3, nuevo, al artículo 496:

“3.  El  que  injustificadamente  se  opusiere,  impidiere  o
dificultare  el  ejercicio  de  las  funciones  fiscalizadoras  de  los  inspectores
municipales.”.”.

6.-  Del  diputado  señor  Soto,  don  Leonardo,  para
incorporar en el artículo 1°, el siguiente número 4), nuevo:

“4) Agrégase el siguiente número 3, nuevo, al artículo 496:

“3.  El  que  injustificadamente  se  opusiere  o  impidiera  el
ejercicio de las funciones fiscalizadoras de los inspectores municipales respecto
del comercio ilegal en la vía pública.”.”.

7.- Del diputado señor Farcas, don Daniel,  formuló para
agregar al artículo 1° el siguiente numeral 4), nuevo:

“4) Agrégase el siguiente artículo 496 bis, nuevo:

“Artículo  496  bis.-  Ante  una  falta  flagrante,  el  que  se
niegue a exhibir su cédula de identidad a solicitud de los inspectores municipales
debidamente  identificados;  faltare  a  la  obediencia  debida  a  éstos,  dejando  de
cumplir las órdenes particulares que dieren; les ocultare su verdadero nombre y
apellido, o se negare a manifestarlos, diere domicilio falso o impida o dificulta de
cualquier otro modo el ejercicio de sus atribuciones fiscalizadoras en el ámbito de
sus competencias, sufrirá la pena de multa a beneficio municipal, de cinco a diez
Unidades  Tributarias  Mensuales.  El  reincidente  dentro  de  los  doce  meses
siguientes a la aplicación de dicha multa, será sancionado con el doble de la multa
impuesta, y si reincidiere dos o más veces en el periodo señalado, con el triple de
la  multa  con  que  hubiere  sido  sancionado  la  primera  vez.  En  caso  de  ser  el
administrador  o  dueño  del  establecimiento  fiscalizado  quien  ejecutare  las
conductas señaladas, la reincidencia se castigará, además, con la clausura del
establecimiento comercial por 3 a 10 días hábiles.”.”.

8.-  De  la  diputada  señorita  Sabat,  doña  Marcela  y  los
diputados  señores  Fuenzalida,  don  Gonzalo  y  Monckeberg,  don  Cristián  para
agregar en el artículo 2° el siguiente numeral 1), pasando el actual a ser 2) y así
sucesivamente:
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“1) Incorpórase un artículo 78 ter del siguiente tenor:

“Artículo  78  ter.-  Plazo  para  resolver  solicitudes.  Las
solicitudes de los intervinientes, cualquiera sea su naturaleza, podrán .presentarse
en cualquier momento de la investigación al fiscal a cargo, y deberán ser resueltas
dentro del plazo de 10 días.

Tratándose de aquellas solicitudes a las que se refiere el
artículo 183, el plazo será de 5 días, y en caso de rechazo del fiscal a cargo, se
podrá  solicitar  su  reconsideración  al  fiscal  regional  respectivo,  quien  resolverá
dentro del plazo de 3 días de recibidos los antecedentes.”.”.

9.-  De  la  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol,  para
agregar al  artículo 2° el  siguiente numeral 1), pasando el actual a ser 2) y así
sucesivamente:

“1) Incorpórase un artículo 78 ter del siguiente tenor:

“Artículo  78  ter.-  Plazo  para  resolver  solicitudes.  Las
solicitudes de los intervinientes, cualquiera sea su naturaleza, podrán presentarse
en cualquier momento al fiscal a cargo y deberán ser resueltas dentro del plazo de
diez días.”.”.

10.-  De las diputadas Nogueira,  doña Claudia y  Turres,
doña Marisol  y  los diputados señores Coloma, don Juan Antonio;  Farcas,  don
Daniel; Fuenzalida, don Gonzalo; Silber, don Gabriel; Squella, don Arturo y Trisotti,
don Renzo, para incorporar al artículo 2° el siguiente N°2, nuevo:

2) Incorpórase el siguiente artículo 85 bis:

“Artículo  85  bis.  Control  de  identidad  preventivo.  Sin
perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, en el ejercicio de su rol de policía
preventiva, las policías, a través de su personal  en servicio,  podrán solicitar la
identificación  de  cualquier  persona  para  cotejar  la  existencia  de  órdenes  de
detención pendientes.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona
se  encontrare,  por  medio  de  documentos  de  identificación  expedidos  por  la
autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir y pasaporte, o
por  cualquier  otro  medio  verosímil  que  permita  establecer  positivamente  su
identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para
identificarse.

En  caso  de  negativa  de  una  persona  a  acreditar  su
identidad, se aplicará lo establecido en los incisos tercero y siguientes del artículo
anterior.

Queda totalmente prohibido a las policías, ene le ejercicio
de  las  facultades  establecidas  en  este  artículo,  toda  discriminación  arbitraria
conforme  al  artículo  2°  de  la  ley  20.609  que  establece  medidas  contra  la
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discriminación. Además, todo abuso de las policías, estará sujeto a las sanciones
administrativas y penales que correspondan”.”.

11.-  De  la  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los
diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don
Renzo para agregar en el artículo 2° un numeral 6), nuevo, del siguiente tenor:

“6) Elimínase en el inciso primero del artículo 132 la frase
final: “La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.”.

12.- De S.E. la Presidenta de la República para intercalar
en el artículo 2° un número 8), nuevo, del siguiente tenor:

“8) Intercálase en el inciso cuarto (*debiese decir tercero)
del artículo 134 la expresión “3,” entre las expresiones “N°s” y el guarismo “5”.”.

13.- De S.E. la Presidenta de la República para intercalar
un número 9), nuevo, del siguiente tenor:

“9)  Intercálase,  en  el  inciso  segundo  del  artículo  149,
después de la coma (,) que sigue a la frase “Código Penal”, y antes de la oración
“y los de la ley N°20.000”, la frase siguiente: “en los artículos 416, 416 bis, 416 ter
y 417 del Código de Justicia Militar, en los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter
del Decreto Ley Nº 2460, de 1979,”.”.

14.-  De la  diputada señorita  Sabat,  doña Marcela y  los
diputados  señores  Fuenzalida,  don Gonzalo  y  Monckeberg,  don Cristián,  para
incorporar al artículo 2° el siguiente numeral 11), nuevo:

“11)  Agrégase en  el  inciso  segundo  del  artículo  167,  a
continuación del punto aparte (.), la expresión:

“Asimismo, tratándose de esta clase delitos, la decisión de
archivo provisional deberá ser siempre fundamentada por el Ministerio Público; y
en  ella  se  señalarán  detalladamente  las  diligencias  de  investigación
practicadas.”.”.

15.- De los diputados señores Coloma, don Juan Antonio y
Squella, don Arturo, para agregar al artículo 2° el siguiente numeral 14), nuevo:

“14) Suprímese en el  artículo 215 la frase “previa orden
judicial.”.

16.-  De la  diputada señorita  Sabat,  doña Marcela y  los
diputados  señores  Fuenzalida,  don Gonzalo  y  Monckeberg,  don Cristián,  para
incorporar al artículo 2° un numeral 14), nuevo, del siguiente tenor:

“14) Reemplázase en el inciso quinto del artículo 247, la
expresión "citará a la audiencia prevista en el artículo 249 y dictará sobreseimiento
definitivo  en  la  causa.",  por  "pondrá  este  hecho  en  conocimiento  del  Fiscal



108

Regional respectivo, quien dispondrá que se deduzca la acusación dentro de los
diez días siguientes a la recepción de los antecedentes. Transcurrido este nuevo
plazo sin que se hubiere deducido acusación, el juez, de oficio o a petición de
alguno de los intervinientes,  citará a la  audiencia prevista  en el  artículo 249 y
dictará sobreseimiento definitivo en la causa.".”.

17.-  De  La  diputada  señora  Turres,  doña  Marisol  y  los
diputados señores Coloma, don Juan Antonio; Squella, don Arturo y Trisotti, don
Renzo, para agregar al artículo 2° el siguiente numeral 14, nuevo:

“14) Sustitúyase el inciso segundo del artículo 277 por el
siguiente:

“El auto de apertura del juicio oral sólo será susceptible del
recurso de apelación cuando lo interpusiere el ministerio público por la exclusión
de  pruebas decretada por  el  juez  de  garantía  de  acuerdo a  lo  previsto  en  el
artículo precedente. Este recurso será concedido en ambos efectos. Lo dispuesto
en este inciso se entenderá sin perjuicio de la procedencia en su caso del recurso
de nulidad en contra de la sentencia definitiva que se dictare en el  juicio  oral
conforme a las reglas generales”.”.

18.- De S.E. la Presidenta de la República para suprimir el
artículo 6°.

19.- De los diputados señores Farcas, don Daniel y Silber,
don Gabriel, para sustituir el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo
8° de la ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía
Local,  la  expresión  “y,  en  casos  calificados,  que  el  tribunal  determinará  por
resolución fundada, por un Carabinero.” por un punto seguido (.)  y la siguiente
oración:

“Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos lugares en que no
sea posible otra forma de notificación, como consecuencia de la insuficiencia o
inexistencia  de  medios,  podrá  el  tribunal  encargar  que las  notificaciones sean
efectuadas por un Carabinero, en la forma señalada previamente.”.”.

20.-  Del  diputado  señor  Chahin,  para  agregar  a
continuación de la oración incorporada por el artículo 7°, la siguiente frase:

“Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos lugares en que no
sea posible otra forma de notificación, como consecuencia de la insuficiencia o
inexistencia  de  medios,  podrá  el  tribunal  encargar  que las  notificaciones sean
efectuadas por un Carabinero, en la forma señalada previamente.”.

21.- De S.E. la Presidenta de la República para agregar el
siguiente artículo 10, nuevo:



109

“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 85
del Código Procesal Penal, los funcionarios policiales señalados en el artículo 83
del  mismo Código podrán  controlar  la  identidad de cualquier  persona que se
encuentre  en  las  inmediaciones  o  en  lugares  que,  por  su  naturaleza  o
circunstancias específicas, se encuentren expuestos a un mayor peligro para la
seguridad y el orden público, o en lugares donde existan grandes aglomeraciones
de personas que puedan provocar riesgos para la vida, integridad física, propiedad
u otras garantías constitucionales. En la práctica de la identificación se deberán
respetar la igualdad de trato y no discriminación.

Durante este mismo procedimiento,  las policías deberán
actuar conforme a lo dispuesto en los incisos tercero y siguientes del artículo 85
del Código Procesal Penal, salvo respecto al registro de vestimentas, equipaje o
vehículo, el que solo podrá realizarse con el objeto de precaver que el controlado
porte  consigo  algún  arma,  dispositivo  o  elemento  que  ponga  en  peligro  la
seguridad de la policía o el orden público. El plazo establecido en el inciso sexto
del artículo 85 del Código Procesal Penal no podrá extenderse más allá de cuatro
horas.

Las  policías  deberán  elaborar  un  procedimiento
estandarizado de reclamo para ser implementado en cada unidad policial,  que
permita  a  aquellas  personas  que  estimaren  haber  sido  objeto  del  ejercicio
arbitrario del control  de identidad del  presente artículo,  formular su reclamo de
conformidad a las normas administrativas, sin perjuicio de la responsabilidad penal
que procediere. 

Dichas  instituciones  deberán,  además,  publicar
bimensualmente  en  su  página  web,  estadísticas  de  la  cantidad  de  reclamos
formulados  en  virtud  del  inciso  anterior,  desagregada  por  sexo,  edad  y
nacionalidad.  La  misma  información,  además  de  los  avances  y  resultados  de
dichos reclamos, deberá también ser remitida  al Ministerio del Interior y Seguridad
Pública. 

También deberán publicar semestralmente el  número de
controles de identidad practicados en virtud del presente artículo, desagregados
por sexo, edad y nacionalidad. 

Junto con lo anterior, las policías deberán dar cuenta, a lo
menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública acerca de la
frecuencia  y  lugares  en  que  se  concentra  la  mayor  cantidad  de  controles  de
identidad por sexo, edad y nacionalidad. Asimismo, deberán informar la cantidad
de  detenciones  por  flagrancia  que  dieren  origen  en  virtud  de  su  práctica,
desagregada por tipo de delito y las variables antes señaladas, de conformidad a
lo dispuesto en la ley 20.801.”.

22.- De las diputadas señoras Nogueira, doña Claudia y
Sabat, doña Marcela y los diputados señores Farcas, don Daniel; Fuenzalida, don
Gonzalo;  Pérez,  don Leopoldo;  Silber,  don Gabriel  y  Squella,  don Arturo,  para
agregar  en  el  inciso  primero  del  artículo  12,  propuesto  en  la  indicación  del
Ejecutivo, que figura en el N°21 de este acápite, los siguientes cambios:
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a) Reemplazar la expresión “las inmediaciones” por “zonas
residenciales”; y

b)  Agregar  después  de  “discriminación”  la  palabra
“arbitraria”

23.-  De  los  diputados  señores  Andrade,  don  Osvaldo;
Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don
Cristián;  Saffirio,  don  René;  Soto,  don  Leonardo  y  Walker,  don  Matías,  para
agregar  el  siguiente  inciso  segundo  al  artículo  12,  nuevo,  propuesto  en  la
indicación del Ejecutivo, que figura en el N°21 de este acápite:

“La  facultad  dispuesta  en  el  inciso  anterior,  podrá  ser
ejercida sólo si previamente el personal policial exhibe su placa y se identifica.”.

V.-  TEXTO DEL PROYECTO CON LAS ENMIENDAS APROBADAS POR LA
COMISIÓN.

De aprobarse las enmiendas introducidas por la Comisión
de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto aprobado por la
Comisión de Seguridad Ciudadana, su texto quedaría de la siguiente manera:

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en
el Código Penal:

1) Reemplázase el artículo 433 por el que sigue:

“Art.  433.  El  culpable  de  robo  con  violencia  o
intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga
lugar antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o
después de cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1°. Con presidio mayor en su grado máximo a presidio
perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere,
además, homicidio o violación.

2°. Con presidio mayor en su grado medio a presidio
mayor  en  su  grado  máximo  cuando,  con  motivo  u  ocasión  del  robo  se
cometiere,  además, alguna de las lesiones comprendidas en los artículos
395, 396 y 397 N° 1°  o cuando las víctimas fueren retenidas bajo rescate o
por un lapso mayor a aquel que resulte necesario para la comisión del delito.
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3° Con presidio mayor en su grado medio cuando se
cometieren lesiones de las que trata el N° 2° del artículo 397.”.

2)  Agréganse los siguientes artículos 449 y 449 bis,
nuevos:

“Art.  449.-  Para  determinar  la  pena  de  los  delitos
comprendidos  en los  párrafos  1  a  4  bis  y  en  el  artículo  456  bis  A,  con
excepción de aquellos contemplados en los artículos 438, 448 inciso 1° y 448
quinquies,  no se  considerará  lo  establecido  en los  artículos  65  a  69  del
presente Código y se aplicarán las reglas que a continuación se señalan:

1º. Dentro del límite del grado o grados señalados por
la ley como pena al delito, el tribunal determinará la cuantía de la pena en
atención al número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes
concurrentes,  así  como  la  mayor  o  menor  extensión  del  mal  causado,
fundamentándolo en su sentencia.

2º.  En  el  caso  de  un  condenado  por  simple  delito,
reincidente en los términos de las circunstancias agravantes establecidas en
los numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la cuantía de la
pena de conformidad a lo dispuesto en la regla anterior, dentro del grado
inmediatamente superior al señalado por la ley. En el caso de un condenado
por  crimen,  reincidente  en los términos de las  circunstancias agravantes
establecidas en los numerales 15 y 16 del artículo 12, el juez determinará la
cuantía de la pena de conformidad a lo dispuesto en la regla 1ª, excluyendo
el grado mínimo de la  pena,  si  ésta es compuesta o la  mitad inferior,  si
consta de un solo grado.

Art.  449  bis.-  Tratándose  del  delito  previsto  en  el
artículo 456 bis A, se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el
inciso primero de la referida disposición, si el valor de lo receptado excede
de cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

El juez podrá aumentar la pena en un grado si el delito
fuere cometido por una agrupación u organización la que se calificará en
atención a la cantidad de sus miembros, su dotación de recursos y medios,
así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo.
Cuando la organización se hubiere formado a través de una persona jurídica,
se  impondrá,  además,  como consecuencia  accesoria  a  la  pena  impuesta
sobre los responsables  individuales,  la  disolución  o la  cancelación de la
personalidad jurídica.”.

3) Agrégase el siguiente artículo 456 bis B, nuevo:

“Art.  456  bis  B.-  Las  personas naturales  o jurídicas
que desarrollen actividades de comercio o reparación de objetos nuevos o
usados,  arrendamiento  o  desarmaduría  de  vehículos  motorizados,  la
compraventa  de  joyas,  metales  preciosos  u  otros  accesorios  similares,
deberán  llevar  un  registro  documental  e  información  sobre  la  fecha  de
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adquisición. Para estos efectos, los funcionarios policiales podrán exigir las
guías de libre tránsito, boleta, factura o guía de despacho correspondientes
a  efectos  de  acreditar  el  dominio,  posesión  o  legítima  tenencia  de  las
especies.  Ante  la  imposibilidad  de  acreditar  dicho  dominio,  posesión  o
legítima  tenencia,  según  corresponda,  por  carecer  de  los  mencionados
documentos o por negarse a su exhibición,  los funcionarios policiales se
incautarán de las  especies,  sus partes y  del  medio  de transporte,  dando
aviso  a  la  fiscalía  correspondiente  para  el  inicio  de  la  investigación  que
proceda,  y  al  Servicio  de  Impuestos  Internos  ante  un  eventual  delito
tributario.”.

Artículo 2°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en
el Código Procesal Penal: 

1) Reemplázase la letra d) de su artículo 83 por la siguiente:
“d)  Identificar  en el  menor  plazo posible  a los  testigos y

consignar  las  declaraciones  que  estos  prestaren  voluntariamente,  tratándose  de
casos de delito flagrante y cada vez que en el ejercicio de sus funciones, tomen
conocimiento de un hecho que revista caracteres de delito.  En este último caso,
antes de practicar la diligencia deberá dar cuenta al Ministerio Público. Si
esto no fuere posible lo hará inmediatamente después de practicada dicha
diligencia.”.

2) Modifícase el artículo 85 en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “existen
indicios”, por la oración “exista algún indicio”.

b) Elimínase la frase que sigue a la oración “disimular
su identidad.”. 

c)  Intercálanse  los  siguientes  incisos  segundo  y
tercero, nuevos:

“Procederá  también  tal  solicitud  cuando  los
funcionarios policiales tengan algún antecedente que les permita inferir que
una determinada persona tiene alguna orden de detención pendiente.

La  identificación  se  realizará  en  el  lugar  en  que  la
persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos
por la autoridad pública,  como cédula de identidad,  licencia de conducir  o
pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para
encontrar y exhibir estos instrumentos.”.

d)  Reemplázase en el  actual  inciso segundo,  que ha
pasado  a  ser  cuarto,  la  frase  “sin  necesidad  de  nuevos  indicios”,  por  la
oración “sin necesidad de nuevo indicio”.

3) Agrégase al artículo 86 el siguiente inciso segundo:
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“Queda  absolutamente  prohibido  el  ejercicio  del
control de identidad cuando se funde en los motivos indicados en el artículo
2° de la ley N°20.609.”.

4)  Agrégase  en  el  inciso  primero  de  su  artículo  127,
después del  punto y aparte (.)  que pasa a ser punto seguido (.),  las siguientes
oraciones:

“Podrá aplicarse en este caso por las policías lo señalado
en el artículo 89, en la forma indicada en dicha disposición. El juez podrá considerar
como razón suficiente para entender que la comparecencia del imputado se verá
demorada o dificultada, si el hecho que motivare la solicitud de orden de detención
constituyere un hecho punible al que la ley asignare una pena privativa de libertad de
crimen.  Asimismo,  podrá  entenderse  razón  suficiente  para  ello  el
reconocimiento  efectuado  por  el  imputado  ante  el  fiscal  o  la  policía,  en
presencia de su defensor, de su participación en los hechos investigados, o
bien, su identificación o reconocimiento como presunto responsable conste en
los  resultados  de  una  prueba  científica,  a  través  de  medios  visuales  o
audiovisuales o se haya practicado mediante la realización de la diligencia de
reconocimiento.”.

5) Introdúcense las siguientes modificaciones a su artículo
129:

a) Agregáse a su inciso segundo la siguiente oración final:

“En el mismo acto, la policía podrá proceder al registro de
las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona detenida, dando cumplimiento
a lo señalado en el inciso segundo del artículo 89 de este Código.”.

b)  Reemplázase  en  su inciso  quinto  la  expresión  “,
para el solo efecto de practicar la respectiva detención” por “, para practicar
la respectiva detención. En el mismo acto, la policía podrá registrar el lugar,
levantar  evidencia  e  incautar  los  objetos  y  documentos  que  encontrare,
dando aviso de inmediato al fiscal, quien los conservará.”.

6) Modifícase el artículo 132 en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del
punto  aparte  (.)  que pasa a  ser  punto  seguido  (.)  la  siguiente  frase:  “No
obstante lo anterior, tratándose de los delitos señalados en el artículo 132
bis, el juez podrá suspender la audiencia por un plazo breve y perentorio no
superior  a  dos  horas,  a  fin  de  permitir  la  concurrencia  del  fiscal  o  su
abogado asistente. Transcurrido este plazo sin que concurriese ninguno de
ellos, se procederá a la liberación del detenido.”.

b) Para agregar un inciso segundo, nuevo, pasando el
inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente, del siguiente tenor: “En
todo caso, el  juez deberá comunicar la ausencia del  fiscal  o su abogado
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asistente al fiscal regional respectivo a la mayor brevedad, con el objeto de
determinar la eventual responsabilidad disciplinaria que correspondiere.”.

7) Sustitúyese en el artículo 132 bis la expresión “y los
de la ley N° 20.000 que tengan pena de crimen” por “en las leyes N°17.798 y
N°20.000  que  tengan  pena  de  crimen,  y  de  los  delitos  de  homicidio,
castración, mutilación y lesiones, con excepción en este último caso, de las
lesiones  leves  y  menos  graves,  contra  miembros  de  Carabineros,  de  la
Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus
funciones.”.

8) Intercálanse  los  siguientes  incisos  séptimo  y  octavo,
nuevos, a su artículo 140:

“El tribunal podrá considerar especialmente que existe un
peligro de que el imputado se dé a la fuga cuando registre una o más órdenes de
detención judicial pendientes.

Para efectos del inciso anterior, sólo se considerarán
aquellas  órdenes  de  detención  pendientes  que  se  hayan  emitido  para
concurrir ante un tribunal, en calidad de imputado.”.

9) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 149
la expresión “y los de la ley N° 20.000, que tengan pena de crimen” por “en
las leyes N°17.798 y N°20.000 que tengan pena de crimen, y de los delitos de
homicidio, castración, mutilación y lesiones, con excepción en este último
caso,  de  las  lesiones  leves  y  menos  graves,  contra  miembros  de
Carabineros, de la Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en
el ejercicio de sus funciones.”.

10) Reemplázase en el inciso sexto del artículo 150, la
expresión “con pena de crimen en la ley N°20.000” por “en las leyes N°17.798
y  N°20.000  que  tengan  pena  de  crimen,  y  de  los  delitos  de  homicidio,
castración, mutilación y lesiones, con excepción en este último caso, de las
lesiones  leves  y  menos  graves,  contra  miembros  de  Carabineros,  de  la
Policía de Investigaciones y de Gendarmería de Chile, en el ejercicio de sus
funciones”.

11) Intercálase el  siguiente inciso segundo, nuevo, en su
artículo 170, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Tampoco procederá el ejercicio de esta facultad respecto
del imputado que hubiese sido condenado anteriormente, hubiese sido beneficiado
anteriormente con su ejercicio, o bien, hubiese acordado una suspensión condicional
del procedimiento o un acuerdo reparatorio, dentro de los  tres años anteriores al
nuevo hecho denunciado.”.

12) Modifícase el inciso segundo del artículo 183, en el
siguiente sentido:
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a) Agrégase a continuación de la expresión “solicitud”
la frase “o no se pronunciare”.

b)  Incorpórase  a  continuación  de  la  expresión
“reclamar” la frase “dentro del plazo de diez días contados desde el rechazo
o desde la fecha de recepción de la solicitud, según sea el caso,”.

13) Agrégase en el  inciso primero de su artículo  206,  la
siguiente frase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,):

“o que exista algún indicio de que se está procediendo a
la  destrucción  de  objetos,  documentos  o  instrumentos,  de  cualquier  clase,  que
pudiesen  haber  servido  o  haber  estado  destinados  a  la  comisión  de  un  hecho
constitutivo de delito, o los que de él provinieren.  En este último caso, para la
validez de esta diligencia deberá procederse a su registro grabado, mediante
el  uso  de  medios  audiovisuales,  los  que  deberán  acompañarse  en  la
respectiva acta a la que hace referencia el inciso siguiente.”.

14) Intercálase un inciso segundo, nuevo, al  artículo
395 del siguiente tenor:

“En los casos de los delitos señalados en el artículo
449 del Código Penal, el fiscal podrá solicitar una pena inferior en un grado
al mínimo de los señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo
establecido en las reglas 1ª y 2ª del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.

15) Intercálase un inciso cuarto, nuevo, al artículo 407
del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo señalado en los incisos anteriores,
respecto de los delitos señalados en el artículo 449 del Código Penal, si el
imputado  acepta  expresamente  los  hechos  y  los  antecedentes  de  la
investigación en que se fundare un procedimiento abreviado, el fiscal o el
querellante, según sea el caso, podrá solicitar una pena inferior en un grado
al mínimo de los señalados por la ley, debiendo considerar previamente lo
establecido en las reglas 1ª o 2ª del artículo 449 del mismo cuerpo legal.”.

Artículo  3°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones al Código de Justicia Militar:

1)  Modifícase  el  artículo  416  bis,  en  el  siguiente
sentido:

a)  Reemplázase  en  su  número  1,  la  frase  “presidio
mayor  en  su  grado  medio”,  por  “presidio  mayor  en  su  grado  medio  a
máximo”.

b) Suprímese, en el número 2, la frase “presidio menor
en su grado máximo a”.
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c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de
seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 416 ter por el siguiente:

“Artículo  416  ter.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un Carabinero
en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán  las penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando
fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2°  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio,  cuando
fuere víctima del delito establecido en el inciso 1° del artículo 396, y

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando
lo fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396.”.

Artículo  4°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones  en  el  Decreto  Ley  N°  2.460,  de  1979,  que  dicta  la  Ley
Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:

1) Modifícase el artículo 17 bis en el siguiente sentido: 

a)  Intercálase en el  numeral  1°  a  continuación de la
expresión “grado medio”, la expresión “a máximo”. 

b) Elimínase en el numeral 2°, la frase “presidio menor
en su grado máximo a”.

c) Elimínase en el numeral 4° la oración “, o multa de
seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 17 ter por el siguiente:

“Artículo  17  ter.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un funcionario
de la Policía de Investigaciones en el ejercicio de sus funciones, se aplicarán
las penas que siguen:

1° Con presidio mayor en su grado máximo, cuando
fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2°  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio,  cuando
fuere víctima del delito consignado en el inciso 1° del artículo 396, y

3° Con presidio menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso 2° del artículo 396”.
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Artículo  5°.-  Introdúcense  las  siguientes
modificaciones al decreto ley N°2.859, ley orgánica de Gendarmería de Chile:

1) Modifícase el artículo 15 B en el siguiente sentido:

a)  Reemplázase  en  su  número  1,  la  frase  “presidio
mayor  en  su  grado  medio”  por  “presidio  mayor  en  su  grado  medio  a
máximo”.

b) Suprímese en el número 2, la frase “presidio menor
en su grado máximo a”.

c) Elimínase en el número 4 la oración “, o multa de
seis a once unidades tributarias mensuales”.

2) Reemplázase el artículo 15 C por el siguiente:

“Artículo  15  C.-  Cuando  la  víctima  de  los  delitos
establecidos en los artículos 395 y 396 del Código Penal sea un miembro de
Gendarmería  de  Chile  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  se  aplicarán  las
penas que siguen:

1. Con presidio mayor en su grado máximo, cuando
fuere víctima del delito establecido en el artículo 395.

2.  Con  presidio  mayor  en  su  grado  medio,  cuando
fuere víctima del delito establecido en el inciso primero del artículo 396, y

3. Con presidio menor en su grado máximo, cuando lo
fuere del delito establecido en el inciso segundo del artículo 396.”.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en
la ley N° 18.216, de 1983, que establece penas que indica como sustitutivas a las
penas privativas o restrictivas de libertad:

1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido:

a) En el inciso segundo:

i) Sustitúyese la expresión “y 391” por “391 y 440”.

ii) Intercálase después de la palabra “consumados”, la
expresión  “de  homicidio  de  miembros  de  las  Policías  y  Gendarmería  de
Chile, en ejercicio de sus funciones, de aquellos”. 

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Igualmente,  si  una  misma  sentencia  impusiere  a  la
persona dos o más penas privativas de libertad, se sumará su duración y el total
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que así resulte se considerará como la pena impuesta a efectos de su eventual
sustitución y para la aplicación de la pena mixta del artículo 33.”.

2) Intercálase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:

“Artículo 2° bis.- Las penas del artículo 1° y el régimen del
artículo 33 sólo serán aplicables por los delitos previstos en los artículos 433, 436
inciso primero, 440, 443 y 443 bis del Título IX del Libro II del Código Penal, a
aquellos condenados respecto de los cuales se haya podido tomar la  muestra
biológica para la obtención de la huella genética, de acuerdo a las previsiones de
la ley N° 19.970 y sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos que para cada
una de las penas sustitutivas o para el régimen intensivo del artículo 33, establece
esta ley y su reglamento.”. 

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior,
el tribunal deberá ordenar la diligencia señalada en la respectiva sentencia. En
aquellos casos en que el condenado, debidamente notificado, no compareciere
para tales efectos el tribunal podrá ordenar revocar la pena sustitutiva, puidiendo
ordenar se cumpla la pena efectiva. 

3) Suprímese, en su artículo 8° letra b), la expresión “, o a
más de una, siempre que en total no superen dicho límite”.

4) Agréganse  en  su  artículo  33  los  siguientes  incisos
décimo, decimoprimero, decimosegundo y decimotercero, nuevos:

“Asimismo, el tribunal podrá, de oficio o a petición de parte,
previo  informe  favorable  de  Gendarmería  de  Chile,  en  los  términos  expuestos
precedentemente,  disponer  la  interrupción  de  la  pena  privativa  de  libertad
originalmente impuesta, de acuerdo a lo establecido en el inciso primero, cuando la
persona condenada cumpla 80 años de edad.

No  procederán  los  beneficios  contemplados  en  esta  ley
respecto de los condenados por los delitos consumados previstos en los artículos
141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 372 bis; 390 y 391, números 1° y 2°,
del Código Penal; en los Párrafos 5, 6, 7 y 8 del Título VII del Libro II, cuando las
víctimas fueren menores de edad; en el Párrafo 5 bis del Título VIII del Libro II, y en
los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código, ni respecto de los condenados por
crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 19.913, que crea la Unidad de
Análisis  Financiero  y  modifica  diversas  disposiciones  en  materia  de  lavado  y
blanqueo de activos.

Salvo el caso contemplado en el artículo 5° de esta ley, no
procederán los beneficios contemplados respecto de los condenados por crímenes o
simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, en la ley N° 19.366 y en la ley N°
18.403, que sancionan el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

Tampoco  procederán  estos  beneficios  respecto  de  los
condenados  por  los  delitos  contemplados  en  la  ley  N°  18.314,  que  determina
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conductas terroristas y fija su penalidad, crímenes contra los derechos humanos o de
aquellos señalados como imprescriptibles.”.

Artículo 7°.- Modifícase el inciso tercero del artículo 3° del
decreto ley N° 321, de 1925, de la forma siguiente:

1)  Reemplázase  la  conjunción  “y”,  después del  número
“367” por una coma (,); y

2) Intercálase, después de la coma (,) que sigue al vocablo
“quáter”, la frase siguiente: “436, 440 y 443 bis,”.

3)  Intercálase  después  de  “Código  Penal,”,  la
expresión “homicidio de miembros de las policías y Gendarmería de Chile,
en ejercicio de sus funciones”.

Artículo 8°.- Reemplázase la letra a) del artículo 17 de la
ley  N°  19.970,  que  Crea  el  Sistema  Nacional  de  Registros  de  ADN,  por  la
siguiente:

“a) los previstos en los artículos 141, 142, 150 A, 150 B,
296 Nºs 1 y 2, 313 d, 315, 316, 348, 352, 395, 396, 397 Nº 1, 401, 403 bis, 433,
436, 440, 442, 443, 443 bis, 474, 475, 476, y 480 del Código Penal;”.

Artículo 9°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1,
de 2009,  que fija  el  texto  refundido,  coordinado y  sistematizado de la  Ley de
Tránsito:

a) Agréganse los siguientes números 20 y 21 a su artículo
167:

"20.- No dar cuenta a la autoridad policial de un accidente
de tránsito, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 168.

21.- Abandonar el lugar del accidente sin dar cumplimiento
a la obligación establecida en el artículo 176.".

b) Reemplázase su artículo 168 por el siguiente:

"Artículo  168.-  En  todo  accidente  de  tránsito,  los
participantes estarán obligados a dar cuenta inmediata a la autoridad policial más
próxima, salvo que sólo resultaren daños materiales, caso en el  cual quedarán
exceptuados de tal obligación.

Para hacer efectivos los seguros de daños a terceros o
propios,  el  interesado deberá  informar  el  siniestro  mediante  declaración  jurada
simple presentada ante la respectiva compañía aseguradora, la que no requerirá
de otro trámite.”.
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c)  Agrégase  en  su  artículo  171  después  del  vocablo
"estupefacientes" un punto y coma (;) seguido de la frase: "del participante en un
accidente  de  tránsito  que  no  dé  cuenta  del  mismo a  la  autoridad  policial,  sin
perjuicio de lo señalado en el artículo 168".

Artículo 10.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo
8° de la ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía
Local,  la  expresión  “y,  en  casos  calificados,  que  el  tribunal  determinará  por
resolución fundada, por un Carabinero.” por un punto seguido (.)  y la siguiente
oración:

“En  casos  calificados,  que  el  tribunal  determinará  por
resolución  fundada,  y  tratándose  sólo  de  la  primera  notificación,  podrá  tal
diligencia ser practicada  por un Carabinero.”.

Artículo 11.- El Ministerio Público, Carabineros de Chile, la
Policía  de  Investigaciones de Chile,  Gendarmería  de Chile  y  el  Poder  Judicial
deberán intercambiar, de conformidad con el artículo 20 de la ley N° 19.628, los
datos personales de imputados y condenados, con el objeto de servir de elemento
de apoyo a la labor investigativa en las diversas etapas del proceso penal y de
colaboración para una eficaz y eficiente toma de decisiones de los tribunales de
justicia y  de sustento a las políticas de reinserción.  El  funcionamiento de este
banco de datos se regirá por un decreto supremo del Ministerio de Justicia, que
llevará  la  firma  del  Ministro  del  Interior  y  Seguridad  Pública, el  que  podrá
determinar otras instituciones públicas que, dentro de la esfera de su competencia,
integren el mismo.

Corresponderá al Ministerio Público la administración del
banco de datos que se forme y que se configurará con los datos señalados en el
inciso  anterior,  el  que  deberá  mantener  unificado  y  actualizado  y  podrá  ser
consultado o requerido por los organismos referidos en dicho inciso, dentro de la
esfera de su competencia, garantizando la interoperatividad de los bancos antes
referidos.

Artículo  12.-  En  cumplimiento  de  las  funciones  de
resguardo del orden y la seguridad pública, y sin perjuicio de lo señalado en
el  artículo  85  del  Código  Procesal  Penal,  los  funcionarios  policiales
señalados en el artículo 83 del mismo Código podrán controlar la identidad
de cualquier persona en el lugar en que se encontrare, por cualquier medio
de  identificación  expedido  por  la  autoridad  pública,  como  cédula  de
identidad,  licencia de conducir  y pasaporte. El funcionario policial  deberá
otorgar a la persona las facilidades para identificarse.

En la práctica de la identificación se deberán respetar
la igualdad de trato y no discriminación arbitraria.

En  el  ejercicio  de  esta  facultad  los  funcionarios
policiales deberán exhibir su placa e identificarse. Si la persona se niega a
acreditar su identidad o si habiendo recibido las facilidades del caso no le
fuere posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana
para fines de identificación.
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El  conjunto  de  procedimientos  detallados
precedentemente  no  deberá  extenderse  por  un  plazo  superior  a  cuatro
horas, transcurridas las cuales deberá ser puesta en libertad. En caso de que
la persona mantenga órdenes de detención pendientes, la policía procederá
a su detención, de conformidad a lo establecido en el artículo 129 del Código
Procesal Penal.

Las  policías  deberán  elaborar  un  procedimiento
estandarizado de reclamo para ser implementado en cada unidad policial,
que  permita  a  aquellas  personas  que  estimaren  haber  sido  objeto  del
ejercicio arbitrario del control de identidad del presente artículo, formular su
reclamo de conformidad a las normas administrativas,  sin perjuicio de la
responsabilidad penal que procediere.

Dichas  instituciones  deberán,  además,  publicar
bimensualmente en su página web, estadísticas de la cantidad de reclamos
formulados  en  virtud  del  inciso  anterior,  desagregada  por  sexo,  edad  y
nacionalidad. La misma información, además de los avances y resultados de
dichos  reclamos,  deberá  también  ser  remitida  al  Ministerio  del  Interior  y
Seguridad Pública. 

También deberán publicar semestralmente el número
de  controles  de  identidad  practicados  en  virtud  del  presente  artículo,
desagregados por sexo, edad y nacionalidad.

Junto con lo anterior, las policías deberán dar cuenta,
a lo menos semestralmente, al  Ministerio del  Interior y Seguridad Pública
acerca de la frecuencia y lugares en que se concentra la mayor cantidad de
controles de identidad por sexo, edad y nacionalidad.  Asimismo, deberán
informar  la  cantidad  de  detenciones  por  flagrancia  que  dieren  origen  en
virtud de su práctica, desagregada por tipo de delito y las variables antes
señaladas, de conformidad a lo dispuesto en la ley 20.502.

Disposiciones transitorias

Artículo primero transitorio.-  Hasta el  31 de enero de
2018,  los  proyectos  de  inversión  relativos  a  la  ampliación  de  establecimientos
penitenciarios  en  las  regiones  de  Valparaíso,  del  Bío-Bío  y  Metropolitana  se
llevarán a cabo por Gendarmería de Chile, de conformidad con lo dispuesto en la
letra i), del artículo 3° del decreto ley N° 2.859, de 1979, del Ministerio de Justicia,
que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile o mediante contrato adjudicado
por cotización privada, sujetándose a las reglas que a continuación se indican: 

1) No les será aplicable lo dispuesto en el artículo 10 del
decreto  N°  75,  de  2004,  del  Ministerio  de  Obras  Públicas  que  contiene  el
Reglamento  para  Contratos  de  Obras  Públicas.  Las  obras  deberán  ser
desarrolladas por personas incorporadas en el Registro General de Contratistas a
que se refiere el Título II del precitado decreto. Con todo, si por las características
de la obra no hubiere contratistas registrados disponibles, se podrá prescindir de
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dicha exigencia,  aplicándose en este  caso el  procedimiento  que establezca al
efecto el Ministerio de Obras Públicas. 

2) Tratándose de las exigencias asociadas al Sistema de
Evaluación de Impacto Ambiental, contemplado en la ley N° 19.300, sobre Bases
Generales  del  Medio  Ambiente,  éstas  deberán  materializarse  en  un  plazo  no
superior  a  tres  meses.  Transcurrido  dicho  plazo  se  prescindirá  de  dicho
pronunciamiento,  entendiéndose  aprobado  el  proyecto  de  inversión  en  los
términos propuestos por Gendarmería de Chile. 

3) Respecto de los actos administrativos que aprueben los
respectivos contratos, se aplicará el plazo contemplado en el  inciso tercero del
artículo 111° del  decreto con fuerza de ley N° 850, de 1998, del  Ministerio de
Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley
Nº 15.840, de 1964 y del decreto con fuerza de ley  Nº 206, de 1960.

En todo lo no previsto en el presente artículo se aplicará la
normativa general respectiva.

Con el objeto de dar cuenta del avance y estado de las
obras que se realicen de conformidad al presente artículo, el Ministerio de Justicia
informará trimestralmente a la Comisión de Hacienda de cada una de las Cámaras
del  Congreso  Nacional  y  constituirá  una  mesa  técnica  con  el  Ministerio  de
Hacienda y los demás organismos involucrados.”.”.

Artículo segundo transitorio.- El Ministerio del Interior
y Seguridad Pública informará semestralmente al Senado y a la Cámara de
Diputados, por medio de las comisiones que estas corporaciones designen,
acerca  de  los  avances  y  resultados  de  la  aplicación  de  las  facultades
contempladas en el artículo 12.”.

*****************
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Tratado y acordado en sesiones de fecha 8, 15 y 22 de
julio, 5, 11, 18 y 19 de agosto y 2 y 3 de septiembre de 2015, con la asistencia de
las  diputadas  señoras  Nogueira,  doña  Claudia  y  Turres,  doña  Marisol  y  los
diputados señores Alvarado, don Miguel  Ángel;  Andrade, don Osvaldo; Ceroni,
don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Cornejo, don Aldo;
Farcas, don Daniel; Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Pérez, don
Leopoldo;  Saffirio,  don  René;  Soto,  don  Leonardo  (Presidente);  Squella,  don
Arturo; Trisotti, don Renzo y Walker, don Matías.

Asistieron, además, los diputados señores Fuenzalida, don
Gonzalo; Poblete, don Roberto; Rincón, don Ricardo y Silber, don Gabriel.

Sala de la Comisión, a 3 de septiembre de 2015.

JUAN PABLO GALLEGUILLOS JARA
Abogado Secretario de la Comisión


